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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor TUMA (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 91ª y 92ª, ordinarias, en 4 y 5 de marzo, respectivamente; Sesión de Instalación, en 11 de marzo del presente mes, y 1ª, en 12 de marzo, todas de este año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica (boletín N° 9.273-05).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines números 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica (boletín N° 9.273-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que complementa la regulación de los centros de acopio que indica (boletín N° 9.047-21) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas, en el ejercicio del control de constitucionalidad, acerca de las siguientes materias:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales (boletín N° 8.232-14).



2.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes. 



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto al artículo 206 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Envía copia de las resoluciones pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las disposiciones legales que se enuncian a continuación: 



1.- Artículo 22, inciso tercero, de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.



2.- Artículos 277, inciso segundo, y 320 del Código Procesal Penal, y 411 quáter, inciso primero, del Código Penal.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:


Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los resultados de las denuncias presentadas por los incendios forestales ocurridos en fechas recientes.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago:


Informa que el Ministro señor Mauricio Silva Cancino asumió la Presidencia de ese Tribunal, a contar del 1° del mes en curso.



Del entonces Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Envía, con arreglo al artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2013 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señores Chahuán, Bianchi, Lagos y Muñoz Aburto, que pide considerar en la iniciativa en estudio para modificar la ley sobre casinos de juego, además de la prórroga de su operación por las municipalidades, disposiciones que aseguren el pleno resguardo de los derechos laborales de las personas que, al término de aquella, prestaren servicios a las empresas titulares de la concesión (boletín Nº S 1.612-12).



Del entonces Ministro de Defensa Nacional:


Da a conocer los Balances de Gestión Integral 2013 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.  



De la entonces Ministra Secretaria General de Gobierno:


Atiende solicitud de información sobre la venta del diario La Nación, petición formulada por el Senador señor Navarro durante su intervención en la hora de Incidentes de la sesión del miércoles 15 de enero último.



Adjunta los Balances de Gestión Integral 2013 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, dando así cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo:


Envía, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2013 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.


Del entonces Ministro de Desarrollo Social:


Envía los Balances de Gestión Integral 2013 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 



De la entonces Ministra de Educación:


Envía ejemplares, en formatos impreso y electrónico, de los Balances de Gestión Integral 2013 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del entonces Ministro del Trabajo y Previsión Social: 



Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, en materia de aplicación de la Norma Chilena 1805, del año 1980, que regula los elementos de protección personal, específicamente la “ropa para soldadores”.



De la entonces Ministra de Obras Públicas:


Remite, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2013 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes.



Del entonces Ministro de Salud:


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a una grave plaga de ratones que afecta a los vecinos del sector Cerro Verde Bajo, de la comuna de Penco.



Del entonces Ministro de Vivienda y Urbanismo:


Remite, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2013 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del entonces Ministro de Minería:


Responde petición, cursada en nombre de los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Frei y Gómez, relativa a la posibilidad de presentar un proyecto de ley modificatorio del Código de Minería en materia de publicaciones en los boletines mineros. 



Adjunta los Balances de Gestión Integral 2013 correspondientes a la Secretaría General y Administración de esa Secretaría de Estado; al Servicio Nacional de Geología y Minería, y a la Comisión Chilena del Cobre, conforme lo manda el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del entonces Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Comunica, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2013 de las Subsecretarías de Transportes y de Telecomunicaciones y de la Junta de Aeronáutica Civil.



De la entonces Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer:


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2013 de dicho órgano administrativo del Estado.



Del entonces Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Atiende consulta, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre la posibilidad de que ciudadanos chilenos realicen su servicio militar en otro país y respecto a la normativa aplicable a quienes tengan doble nacionalidad.



De los entonces Subsecretario de Relaciones Exteriores, Director General de Relaciones Económicas Internacionales, Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile y Director Nacional (S) del Instituto Antártico Chileno:


Envían ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2013 de aquella Secretaría de Estado y de los mentados servicios dependientes, con arreglo a lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De los entonces Subsecretario de Agricultura; Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario (S); Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero; Director Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, y Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego:


Remiten, en ejecución del mandato contenido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sendos ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2013 de la Subsecretaría mencionada y de los servicios referidos.



Del entonces Subsecretario de Bienes Nacionales:


Contesta solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, relativa a la promesa de regularizar la ocupación del borde costero en el sector Barranquilla, comuna de Caldera.



Responde solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de 2011, 2012 y 2013 en esa Secretaría de Estado y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.



Remite el Balance de Gestión Integral 2013 del Ministerio de Bienes Nacionales, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De los entonces Subsecretario de Energía, Superintendente de Electricidad y Combustibles, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía y Secretario Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear:


Envían, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sendos ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2013 correspondientes a la Subsecretaría en comento y a las entidades referidas.



Del señor Tesorero General de la República:


Anexa el Balance de Gestión Integral 2013, conforme lo dispone el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Superintendente de Casinos de Juego:


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2013, en cumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del entonces Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a los resultados de las denuncias presentadas por los incendios forestales ocurridos recientemente.



Del entonces Director Administrativo, Presidencia de la República:


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2013 de dicho órgano administrativo del Estado.



Del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias:


Informa de su constitución en el presente período legislativo, en cumplimiento del artículo 66, inciso noveno, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y de la elección del consejero señor Sergio Páez Verdugo como Presidente.  



Del señor Director Jurídico del Consejo para la Transparencia:


Remite copia de decisión de inadmisibilidad recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra de la Corporación, por no ser asunto de competencia de ese Consejo.



De la señora Jefa del Departamento de Estudios del Servicio Nacional de Aduanas:


Envía el Balance de Gestión Integral 2013 de dicha repartición pública, con lo que da ejecución al mandato del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Cinco de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: 



1.- Informe recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (boletines números 4.595-15 y 4.764-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


2.- Segundo informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


3.- Informe recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 164 de la Ley de Tránsito con el objeto de sancionar como responsables de los delitos que señala a los conductores y organizadores de carreras de vehículos no autorizadas por la autoridad competente (boletín N° 8.919-15) (Véase en los Anexos, documento 5).


4.- Informe recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15) (Véase en los Anexos, documento 6).


5.- Informe recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que rebaja a un año el plazo de prescripción a que se refiere el inciso primero del artículo 24 de la ley N° 18.297 (boletín N° 9.121-15) (Véase en los Anexos, documento 7).


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional en materia de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria (boletín N° 9.232-07) (Véase en los Anexos, documento 8). 



Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Patricio Walker, Chahuán, Espina y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto que modifica diversos cuerpos legales a fin de establecer un sistema de elección proporcional de parlamentarios (boletín N° 9.277-07) (Véase en los Anexos, documento 10). 



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En sesión celebrada el día de hoy, los Comités adoptaron, por unanimidad, los siguientes acuerdos:


1.- Retirar de la tabla el proyecto signado con el número 2 (regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342) (boletín N° 6.355-01).



2.- Remitir a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, para un nuevo informe, el proyecto signado con el número 4 de la tabla (establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal) (boletín Nº 8.189-04).



3.- Constituir a la Comisión de Hacienda para el solo efecto de tratar el proyecto de ley que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica (boletín N° 9.273-05), designándose como miembros a los Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar; autorizar al mencionado órgano técnico para sesionar en paralelo con la Sala el día de hoy, e incluir en la tabla de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa informada.



4.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registros electrónicos (boletín N° 9.173-07): hasta el martes 1° de abril, a las 12.



5.- Fijar una sesión especial para el miércoles 9 de abril, entre 12 y 14, con el fin de tratar el informe de la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones (boletín N° S 1.424-12).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Senador señor Lagos, como vimos en los Acuerdos de Comités, la Comisión de Hacienda está autorizada para funcionar simultáneamente con la Sala.



Hay que fijar la hora.



No sé si Su Señoría tiene una sugerencia sobre el particular.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, si les pareciera a usted y a la Sala, podríamos constituirnos a las 17.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Hay acuerdo al respecto?



Acordado.



Entonces, a las 17 se reunirá la Comisión de Hacienda para ver la iniciativa que otorga un “bono marzo” permanente, la cual, como los señores Senadores escucharon, quedó para el primer punto de la tabla de la sesión de mañana.
V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde proseguir el estudio del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2973-11, 4181-11, 4192-11 y 4379-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se aplaza la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Cabe hacer presente que el Comité Demócrata Cristiano, en sesión de 30 de julio de 2013, solicitó aplazamiento de la votación y hoy retiró esa petición, por lo cual corresponde proseguir el debate en general.


En consecuencia, la señora Presidenta ofrecerá la palabra en discusión general sobre esta iniciativa.



La Comisión de Salud discutió esta iniciativa en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala el 5 de mayo de 2009.



El número 5 del artículo 3° es de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables.



Es del caso señalar que, por acuerdo de la Sala de 6 de abril de 2011, en el segundo informe el proyecto debe ser considerado por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa solicita que algún miembro de la Comisión de Salud -podría ser el Honorable señor Chahuán- informe sobre la materia. Ello, pensando en los Senadores que recién se vienen incorporando, para que tengan mayor conocimiento sobre el contenido de la iniciativa.



A tal efecto, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, este proyecto de ley es producto de la fusión de cuatro mociones; tuvo origen en la Cámara de Diputados, y se halla en segundo trámite constitucional. Y finalmente se logró aunar criterios en materia de etiquetado de bebidas alcohólicas.



Básicamente, esta iniciativa pretende posibilitar que las etiquetas de las bebidas alcohólicas tengan una advertencia similar a la exigida en los restantes países del mundo, la que incluso se requiere en el caso de los propios vinos chilenos que se venden a mercados del exterior.



Si uno examina el etiquetado de las bebidas alcohólicas nacionales que se exportan verá que contiene un aviso acerca de los efectos que provoca el consumo excesivo de alcohol; incluso, las advertencias aparecen delineadas por país.



Este proyecto fue fruto de un acuerdo que lograron las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente de la Cámara Baja, donde (yo era Diputado) se registró un enfrentamiento entre la Ministra de Salud y el Ministro de Agricultura. Pero finalmente se llegó a un acuerdo en cuanto a las dimensiones de las advertencias del etiquetado, en la idea de no alterar ni perjudicar la comercialización del producto.



Así, se establecieron al menos tres advertencias: la primera, que la mujer embarazada no debe beber alcohol; la segunda, que el consumo de alcohol disminuye la capacidad para conducir, y la tercera, que la ingesta de alcohol por menores afecta su desarrollo físico e intelectual.



Posteriormente se estableció -y fue parte del acuerdo de ambas Comisiones- que la advertencia debía abarcar al menos 15 por ciento de la superficie total del etiquetado.



Se incorporaron también materias relacionadas con la publicidad de bebidas alcohólicas en televisión, cuestión que hasta ahora solo es autorregulada por los medios. Y se determinó que se podrá realizar ese tipo de publicidad entre las 23 y las 6, para procurar que únicamente esté al alcance de mayores de edad.



Se prohíbe, además, la publicidad directa o indirecta de bebidas alcohólicas en radios entre las 16 y las 18, que era el horario peak fijado en aquel entonces.



En seguida, contempla este proyecto de ley regulaciones en cuanto a clasificación de los establecimientos que expenden bebidas alcohólicas. Entre ellas se incorporó a los hoteles, hosterías, moteles y restoranes de turismo.



Se consignan a continuación las menciones que debe contener la patente de bebidas alcohólicas: nombre y cédula de identidad del dueño, con indicación de lugar de su otorgamiento, y dirección del negocio. E iguales anotaciones deberán hacerse respecto al adquirente en caso de transferencia de la patente, situación que hasta ahora no se halla regulada.



Por otra parte, “Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas, en cualquier tipo de envase, en los campos y recintos destinados a espectáculos deportivos, salvo que se efectúen en establecimientos delimitados que tengan patente de restorán o círculo o club social con personalidad jurídica; en las vías, plazas y paseos públicos; en los teatros, cines, circos y demás centros y lugares de espectáculos o diversiones públicas que no paguen patente de cabaré; como también en las estaciones ferroviarias, en los trenes y demás vehículos de transporte”, etcétera.



Adicionalmente, se establece que “En los espectáculos de fútbol profesional que el intendente determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.”.



Esta iniciativa prohíbe el ingreso de menores de 18 años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas, como asimismo a las discotecas, cuando en ellas se expendan bebidas alcohólicas.



Se consigna, además, una regulación en cuanto a la publicidad de bebidas alcohólicas en la vía pública.



Por otro lado, se dispone que los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925 deberán estar en ejecución un año después de la publicación de la ley en proyecto.



También, se determina la consideración en las mallas curriculares de programas vinculados con los efectos que provoca el consumo excesivo de bebidas alcohólicas.



De otra parte, se contempla una norma conforme a la cual, en los casos de denuncias de Carabineros por contravención a lo consagrado en el artículo 14 de la ley N° 19.925, el juez podrá decretar la entrada al establecimiento y el registro, aunque se encuentre cerrado, para verificar el hecho denunciado, cuando la denuncia contenga antecedentes que permitan fundar la sospecha sobre la veracidad del hecho. Ello se refiere básicamente a las infracciones a la Ley de Alcoholes.



Señora Presidenta, es importante tener en cuenta que este proyecto fue parte de un acuerdo sustantivo que permitió fusionar cuatro mociones.



Hay acuerdo en los miembros de la Comisión de Salud en el sentido de que esta iniciativa, a requerimiento en su oportunidad de los miembros de la Comisión de Agricultura, pueda ser analizada conjuntamente por ambos órganos técnicos.



Sin embargo, en esta Sala no hemos logrado que se apruebe en general. Y la única manera de pasarla a Comisiones unidas es acogiendo la idea de legislar.



Claramente, existe disposición para mejorar algunos aspectos de esta normativa. Por ejemplo, la promoción de marcas de bebidas alcohólicas en el caso de las actividades deportivas.



Al respecto, sostenemos que prohibir la publicidad de ese tipo de bebidas en las camisetas de clubes podría generarle una pérdida sustantiva a la actividad deportiva. Se calcula en alrededor de cinco millones de dólares el aporte que las marcas de bebidas alcohólicas hacen al fútbol, particularmente.



Como dije, se acordó hacer algunas modificaciones, las cuales, a pesar de haber sido consensuadas por la mayoría de los miembros del órgano de trabajo que las estudió, no han podido agilizar su trámite, pues no se nos ha dado la oportunidad, a partir de la aprobación general del proyecto, de discutirlas en particular en las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, básicamente la no prohibición del auspicio de marcas comerciales de bebidas alcohólicas en espectáculos deportivos, de manera particular en clubes de fútbol, sino solamente el merchandising a menores. Es decir, en aquellos casos en que esta práctica se verificara en camisetas deportivas, se debería impedir que las confeccionadas en tallas para menores consignaran el logo de la respectiva compañía cervecera o de bebidas alcohólicas. 



Por lo tanto, hay acuerdos sustantivos para mejorar el proyecto de ley. 



Señora Presidenta, soy autor de tres de las iniciativas legales fusionadas y en la Cámara de Diputados demoramos cuatro años en llegar a acuerdo en torno a esta materia. Y, desde que el proyecto está en el Senado, con una data de cinco años, no se ha podido agilizar su trámite para que pase de la Sala a Comisiones, aun cuando hay concordancia en morigerar la normativa y permitir que la ley resultante sea razonable. 



En ese contexto, cabe destacar que la Comisión de Salud recibió a todos los actores involucrados, incluidos, por supuesto, a los distribuidores de bebidas alcohólicas y a los propios fabricantes, quienes se hallan disponibles para mejorar la ley en los términos que contemplan los referidos acuerdos. No obstante, no ha habido oportunidad procesal en el Senado para efectuarlo.



Pareciera que acá no hay interés en legislar sobre la materia. A mi juicio, hay que hacerlo, avanzar en este ámbito y dar la posibilidad para que, en definitiva, la normativa pueda ser perfeccionada en las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le ofrezco la palabra al Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta,
al escuchar al Honorable señor Francisco Chahuán y al observar la realidad que presenta el país, atendidas las cifras y los análisis de distintos organismos del Estado, uno se da cuenta de que, sin duda, estamos frente a un tema que no es fácil. En mi opinión, no hay nadie que pueda sostener que el alcohol y las drogas no están generando a Chile uno de sus principales problemas. 



Mi preocupación, señora Presidenta, estimados señores Senadores, es por qué no ha habido de parte de la autoridad y del propio Poder Legislativo una reacción ante el cuadro que provoca el alcohol. 



Si uno lee los estudios del CONACE y de otras instituciones, verá que las cifras son francamente alarmantes. Un estudio sobre uso, abuso y dependencia del alcohol, realizado por dicha entidad en 2002, concluye que la tasa de consumo actual de alcohol aumentó en 50 por ciento entre 1994 y ese año. No hay ninguna sustancia que haya incrementado su consumo en ese nivel. Se señala, además, que todas las tasas de prevalencia de consumo de alcohol, como las de incidencia, son ligeramente más altas entre la población joven y adulta (entre 19 y 34 años de edad), pero que las tasas de dependencia y abuso para los usuarios actuales de alcohol son más altas entre los jóvenes de 19 a 25 y en los menores de 12 a 18 años. Estas tasas de consumo actual de alcohol son más elevadas en el nivel socioeconómico alto; no obstante, su abuso y dependencia es mayor en el nivel socioeconómico bajo, en ambos sexos. Ahora se han sumado, tal como lo comprueban estas cifras, las mujeres. 



Yo no digo que años atrás el consumo no haya sido significativo, pero las cifras actuales entregan antecedentes que, en mi concepto, debemos recoger.



No hay otra vía que aprobar una normativa como esta, la cual se orienta en la línea correcta. 



Ya lo manifestó el Senador Chahuán: no ha sido fácil sacar adelante ciertas disposiciones. Algunas de ellas, cuya aprobación se busca hoy, tienen por objeto advertir sobre el consumo, estableciendo la obligación de que todo envase y publicidad de bebidas alcohólicas contenga un mensaje de advertencia acerca de los efectos nocivos del alcohol; otras dicen relación con la publicidad, especialmente aquella destinada a las actividades deportivas y a los menores de edad; algunas apuntan a los auspicios y patrocinios, con el objeto de impedir que empresas comercializadoras de bebidas alcohólicas patrocinen o auspicien actividades dirigidas a menores de edad, y hay otras que también son, a mi juicio, correctas.



Sin embargo, señora Presidenta, nos olvidamos de que, quizás el camino más difícil, el más largo, pero el único que produce efectos positivos en esta materia, es la educación. Y si bien es cierto que en este proyecto de ley hay algunos contenidos referidos a ella, me da la impresión de que el mayor énfasis lo debiéramos hacer en ese ámbito.



Mi experiencia haciendo clases en algunas universidades me ha permitido constatar que no hay un interés real del Estado por enseñar a los menores (ni en la educación básica ni en la media), desde temprana edad, acerca de los efectos negativos del consumo excesivo del alcohol y las drogas.



Creo que debemos luchar contra cuestiones culturales, contra las costumbres, contra una serie de elementos que conspiran para avanzar en esta materia. 



Del mismo modo, me da la impresión de que estamos atrasados. Si uno hace un análisis de los números puros y duros que entregan las instituciones creíbles del Estado, ve que nos estamos quedando atrás, por cuanto los efectos del alcohol están produciendo consecuencias muy nocivas en la sociedad chilena, especialmente en nuestros jóvenes.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le ofrezco la palabra al Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, dados los cambios registrados en el Parlamento, quizás algún Senador que no haya estado en las discusiones anteriores -este proyecto se ha discutido muchas veces- podría sorprenderse por el hecho de que una iniciativa con un nombre tan obvio, tan necesario, que busca mejorar la forma de vender, comercializar y producir bebidas alcohólicas, haya sido objeto de un debate tan largo. Una opción es que haya habido desinterés, pero otra, que existan razones muy de fondo -para algunos por lo menos- respecto de sus ideas matrices, las cuales resultan altamente discutibles. 



Si ustedes miran el proyecto en detalle, verán que casi no hay normas sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas. Hay disposiciones, en el artículo 1°, que son, creo yo, razonables en materia de advertencias, en el ánimo de ayudar, aunque de modo muy leve, en el plano educativo. No hay normas que apunten derechamente al tema de la educación, lo que se explica porque no era algo que la iniciativa pretendiera abordar. El eje de la discusión se halla en el artículo 2°, relativo a la publicidad. Y lo que se está haciendo acá, no solo con relación al fútbol profesional, sino respecto de todo espectáculo masivo, es generar, por esta vía, una especie de ostracismo de las bebidas alcohólicas. 



Paradójicamente, la zona que represento es viñatera y la Cuarta Región es pisquera. Y no creo que sea delito que las personas se dediquen a una actividad absolutamente amparada por la ley y que ha cumplido, ciertamente, cada uno de sus mandatos. Sin embargo, mediante esta ley en proyecto, los patrocinios de la cerveza en el fútbol -no solo profesional, sino también amateur-, por ejemplo, resultan completamente aniquilados. Con justa razón se ha planteado, en otras ocasiones, si esa es una medida correcta para enfrentar el problema que se pretende solucionar: cómo racionalizar el expendio y comercialización de bebidas alcohólicas.



Entonces, no es que haya habido mala voluntad, no es que haya habido mala fe. En el Senado hemos despachado un montón de legislaciones relacionadas con esta materia y hemos aprobado, por mayorías importantes -algunos pueden oponerse- normas muy exigentes al respecto. Pero este es un tema distinto. Aquí se trata de dar, a una actividad que es lícita -a menos que se me diga que producir vino es ilegal; ahí yo podría entender que se debe impedir que se propague su consumo- una suerte de estatus que en la práctica busca transformarla en ilícita.



Ese es el problema de esta iniciativa de ley. 



¿Qué hemos hecho varios parlamentarios, transversalmente, porque esto no es un asunto de que uno sea de un lado o de otro? Le hemos pedido varias veces a la Comisión sacar, cambiar el artículo 2° y dejar el resto de la normativa en términos de ser aprobado, y discutir, si así se desea, dicha disposición, pero en su mérito, no como idea matriz de un proyecto sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, porque no tiene nada que ver con aquello.



Ese es el punto envuelto en el debate. Entonces, que nadie imagine que acá hay un conjunto de personas que no quieren hacer la pega. ¡No! Aquí hay una discusión de fondo, legítima. 



Dicho sea de paso, esta materia se ha abordado en muchos otros países, con resultados bastante disímiles. En general, prohibiciones de publicidad de este tipo han sido rechazadas. La tendencia universal más bien apunta a limitarla a determinados horarios, como se hace en otra norma del proyecto, pero sin generar prohibiciones totales.



Esa ha sido la lógica en el mundo moderno. Sin embargo, aquí estamos haciendo una especie de chiismo, tratando de ir mucho más allá. Si ustedes se fijan, “Se prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas”.



¿Es razonable? ¿Es la forma de abordar el problema? Personalmente, me parece que no, y esa es la discusión de fondo. 



En todo caso, señora Presidenta, en uso de mis atribuciones, le pido aplazamiento de la votación, para que cada cual pueda reflexionar sobre el tema. Este es un Parlamento nuevo, recién instalado. E insisto: este no es un problema ideológico. Aquí no hay una división de ese tipo, sino una concepción de cómo deben normarse las instituciones y las prohibiciones.



Por tanto, señora Presidenta, en uso y ejercicio de mi derecho, contemplado en el artículo 135, inciso segundo, del Reglamento -siempre es bueno mencionar la norma aplicable-, formulo esa petición e invito a los parlamentarios nuevos -a quienes aprovecho de felicitar por haber realizado un esfuerzo electoral que no es fácil- a revisar las disposiciones del proyecto, de manera que poder tener una resolución adecuada en la ocasión correspondiente.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero aclarar a la Sala que, como se ha pedido aplazamiento -es un derecho de cada Comité-, no vamos a votar en general la iniciativa en el día de hoy. En todo caso, es interesante que continúen las reflexiones, así que voy a seguir ofreciendo la palabra.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, esta tarde el país vuelve a observar cómo se obstaculiza un proyecto de ley que, claramente, apunta a lo que todos deseamos: buscar mecanismos, que no sean la prohibición, para dar señales de que todo lo que se lleve adelante en materia de publicidad por parte de las distintas marcas con el fin de incentivar el consumo de bebidas alcohólicas estará regulado.



Como ha explicitado muy bien el Senador Chahuán, este proyecto pretende normar, regular horarios. Los equipos deportivos podrán llevar el logo de determinada marca, pero no cuando sean niños los que puedan exhibirla en las series inferiores.



Y eso no parece descabellado; parece de toda lógica. Sin embargo, existen intereses que van más allá de lo que deseamos y se obstaculiza, una vez más, lo que se pide: votar en general. ¿Para qué? Para que este proyecto pueda pasar además a la Comisión de Agricultura. Quienes tengan intereses particulares, quienes deseen resguardar el lucrativo negocio de las bebidas alcohólicas, podrán defender allí esos intereses. 



Pero tenemos que entregarle señales al país. Y lo que este proyecto pretende, fundamentalmente, es normar, regular la publicidad, el uso de las marcas en entidades deportivas, de manera muy especial en los clubes de fútbol, los más masivos en el mundo, sin que nuestro país sea la excepción.



 Hoy parlamentarios piden aplazamiento de la votación. El país tiene que saberlo: eso no significa otra cosa que volver a frenar una iniciativa que lleva ocho años para ser discutida. ¡Ocho años, señora Presidenta! 



Los Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra -entre ellos, los señores Chahuán y Prokurica- han dado ejemplos de lo nocivo y perjudicial que es el consumo de alcohol y drogas, y todos queremos frenar eso. Pero ocurre que la situación económica hace que hoy volvamos a detener esta discusión.



Yo lo lamento. Cada uno hace uso de legítimos derechos, pero a nosotros nos hubiese gustado votar a favor esta tarde. Esta era una “prueba de la blancura” para ver quiénes están defendiendo el legítimo negocio de las bebidas alcohólicas y quiénes queremos que exista una regulación para que se pueda impedir su consumo, fundamentalmente en menores de edad.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de ofrecerle la palabra al Senador señor Pizarro, quiero aclarar lo siguiente. 



Pedido el aplazamiento de la votación, el proyecto debería quedar para el primer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana. No obstante, ello no será posible, porque los Comités, refrendados por la Sala, acordaron colocar en esa ubicación la iniciativa relativa al bono permanente. Ya está autorizada la Comisión de Hacienda para discutirla hoy. 



Por lo tanto, si queda tiempo mañana, podremos ver el proyecto que ahora estamos tratando a continuación del recién mencionado; de lo contrario, quedará para la sesión siguiente. 



Senador Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, a propósito de las últimas intervenciones, quiero señalar que a mi juicio no es conveniente, como lenguaje, que algunos colegas anden pidiendo aquí “pruebas de blancura” respecto de otros o que la descalificación de la argumentación vaya por la línea de decir que si se pide aplazamiento de la votación o se hace uso del Reglamento es porque se está obedeciendo a oscuros intereses que nadie sabe a quién representan.



En esta Sala todos representamos algo. Y todos estamos sometidos a la misma información, al mismo lobby, a la misma influencia que puedan ejercer grupos de presión, productores, ONG u otros competidores de productos que a lo mejor se ven afectados por las normativas que acá se analizan.



Si uno fuera mal pensado, podría argumentar que quienes están planteando como fundamental y elemental sacar este proyecto de ley en la idea de que con él vamos a solucionar todos los problemas de alcoholismo en Chile obedecen a lógicas de competencia de los productos que muchos de nuestros productores, de acuerdo a las normas legales, elaboran en las regiones del sur, del centro o del norte. Mi región es una zona netamente productora de pisco, que responde a una cultura y una tradición nuestra que forma parte del patrimonio cultural chileno, más allá de lo que significa el producto agroindustrial en sí mismo, el cual compite con otros países, de lo cual hacemos mucha gala los chilenos. 



Sin embargo, cuando llega el momento de tomar decisiones de esta naturaleza, se sospecha de cualquiera que hable prendiendo una “luz amarilla” respecto de los efectos que pueda tener la legislación en este tipo de industria, por lo demás muy particular y especial, al estar constituida por pequeños productores organizados en cooperativas con una larga tradición y que están sufriendo sequías enormes. No es que la economía se haya desacelerado; estamos en una crisis de recursos hídricos que ya lleva nueve años.



Entonces, a mí me parece que hay que tratar estos temas con un poquito más de respeto.



Yo, señora Presidenta, deseo manifestar mi discrepancia con el reemplazo de la palabra “disminuye” por “anula” en la frase que señala: “El consumo de alcohol disminuye -ahora diría “anula”- su capacidad para conducir”. Creo que esto merece cierto debate, porque en la Comisión de Transportes discutimos este punto a propósito de otros proyectos de ley en que se aumentan las penas, y, efectivamente, hay claridad y conciencia en cuanto a que el alcohol genera un efecto que puede llevar a una disminución en la capacidad para conducir.



De hecho, en nuestra legislación se señalan distintos grados en que se va produciendo tal disminución. No hace mucho tiempo los rebajamos mediante una ley, y se determinó que, si una persona registraba más de 0,8 gramos de alcohol por litro de sangre, se encontraba en estado de ebriedad, y si registraba menos, bajo la influencia del alcohol.



Pero son dos cosas muy distintas.



Cuando una iniciativa consagra que el alcohol anula la capacidad para conducir de alguien, no se diferencia si ello obedece a que se tomó una copa de vino, una cerveza o “diez litros de vino”, como dice Tito Fernández.



Reitero: son cosas distintas.



Entonces, tal como aparece redactado el texto, se va totalmente en contra de lo que nosotros mismos aprobamos en otros proyectos luego de largos debates, porque el concepto “anula”, implica lisa y llanamente que con cualquier gota de alcohol en la sangre nadie puede conducir, independiente de si tomó una o 20 copas.



Para evitar las suspicacias de algunos, quiero decir que comparto y estoy convencido de que, en efecto, el alcohol reduce la capacidad de manejo de cualquier persona que lo ingiera: hombre, mujer, mayor, joven, quien sea. Evidentemente, el consumo excesivo es del todo dañino y muy pernicioso, y debemos llevar a cabo campañas de educación acerca de los efectos que produce.



En definitiva, señora Presidenta, considero que consagrar en el texto una definición en el sentido de que la ingesta de alcohol anula -¡anula!- la capacidad para conducir, es una exageración.



Lo segundo que se ha discutido acá, y que no hemos evaluado bien, son los efectos de disposiciones que, por bienintencionadas que sean, a lo mejor pueden resultar peores que los que deseamos corregir.



A veces el exceso de normas prohibitivas lleva al clandestinaje en la producción y comercialización de productos. Y eso sí que resulta nocivo para la salud de las personas, porque nadie responde por las consecuencias.



De ahí que considero lógico profundizar en este debate, que recae en una materia altamente sensible para importantes sectores de la comunidad -imagino lo que estarán pensando los agricultores productores vino de todo el país ante estas disposiciones tan extremas-, ya que, por alcanzar un bien superior que todos deseamos cautelar: la salud de la población, podemos generar un problema mucho mayor.



Por tal razón, no me molesta que se analice este punto todas las ocasiones que sea necesario, y no me gusta que algunos colegas vengan a decir que la petición de aplazamiento de la votación persigue prohibir que se debata o quién sabe qué oscuros intereses.



En tal sentido, deseo ser muy claro, como también lo seré en la discusión de la reforma tributaria: aquellas normas que vayan en desmedro claro y categórico de la producción pisquera en mi región no las voy a respaldar. ¡Lo digo con todas sus letras! Porque hartas trabas y problemas le hemos puesto al desarrollo de la industria pisquera en las Regiones Tercera y Cuarta -que represento- con los dictámenes de la Organización Mundial del Comercio, que generan una competencia desleal de productos extranjeros, que llegan subsidiados, en circunstancias de que la industria pisquera no recibe subsidio de ningún tipo, de que Chile ni siquiera ha invertido todo lo necesario en promover y proteger un licor que forma parte del patrimonio nacional y con el cual muchas veces salimos a competir con otros países.



Lo quiero dejar claramente establecido, porque prefiero evitar lo que puedan pensar algunos. Y tengan la claridad de que, en mi caso, la representación de los productores de pisco, de los pequeños agricultores, de las cooperativas pisqueras, la voy a defender a como dé lugar.

)--------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, en nombre del Senado, deseo saludar a una delegación de congresistas norteamericanos, encabezada por el Senador señor Tom Harkin, quien fue condecorado en mérito a su contribución a la democracia y a los derechos humanos.



Ellos nos visitaron esta tarde en la presidencia de nuestra Corporación, y algunos se hallan presentes en las tribunas, así que queremos darles la bienvenida.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Los acompaña el nuevo embajador de Estados Unidos en Chile.

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, creo relevantes los temas que estamos discutiendo. Pero, lamentablemente, en el Senado cuesta anteponer las consideraciones de salud.



No pienso que sea ilegítimo hacer este tipo de defensa, pero pareciera que el presente proyecto impidiera o censurara el consumo de alcohol. ¡Muy lejos de eso! De ninguna manera pretende cuestionar que las personas libremente consuman alcohol. Lo que busca es proteger a la sociedad chilena de males que constituyen externalidades negativas de una ingesta inadecuada de alcohol.



Esta discusión es muy similar a la del proyecto relativo al consumo de comida chatarra. Nadie quiere censurar la ingesta de alimentos; lo que se pretende es impedir la publicidad engañosa que asocia la comida chatarra a colores, a estímulos que la hacen parecer más bien como saludable.



El mismo debate se produjo respecto del tabaco. Nadie quiere impedir que las personas fumen tabaco. Lo que se busca, por un lado, es evitar que los consumidores dañen a los fumadores pasivos y, por otro, prohibir la publicidad engañosa, en virtud de la cual el tabaco se asocia a algo saludable, a éxito, a belleza. Esto, evidentemente, es mentira.



Se trata nada más que de homologar a Chile con lo que ocurre en el mundo entero. Ningún país cuenta con una legislación tan liberal como la nuestra.



Tenemos la primera prevalencia mundial de tabaquismo, lo que constituye una vergüenza. 



Tenemos la mayor prevalencia en el planeta de fumadores infantiles, ya que 35 por ciento de los niños consumen tabaco.



Registramos los indicadores más groseros de obesidad en niños y adultos, lo que nos va a traer como consecuencia una carga inmensa de cáncer, de accidentes vasculares, de infartos, que, ¡lejos!, son la primera causa de muerte y de hospitalización.



El asunto no radica en resolver el problema con medidas de salud, porque frente a un infarto, ello ya es tarde. Lo que debemos hacer es prevenir.



En materia de alcoholismo, el beber excesivo en adultos y en niños se encuentra también entre los más altos. Hoy día, la epidemia de menores de todo nivel socioeconómico que se intoxican con alcohol constituye un drama.



Sus Señorías pueden preguntar en las clínicas Las Condes o Alemana cuántos niños o niñas de entre 12 y 14 años llegan intoxicados por alcohol.



Esa es una realidad, pues en todas las fiestas de adolescentes se consume desmedidamente alcohol.



¿Por qué? Porque los satisfactores de vida, de futuro, de esperanza de vida en nuestra sociedad se vinculan a marcas, a elementos promovidos por la publicidad para el consumo.



Hoy día, los malls se están transformando en las nuevas catedrales, en verdaderos satisfactores de sentido de vida para las personas. Ya no lo son ni la naturaleza, ni la pertenencia a una corriente de pensamiento filosófico. En la actualidad, las grandes catedrales satisfactoras de calidad o de sentido de vida para la gente son las marcas, la promoción del consumo en un mundo absurdo.



Estamos estimulando el crecimiento y el consumo en una sociedad y un planeta totalmente finitos, haciendo abstracción de eso. Además, causamos males con la promoción de un consumo vinculado a una verdadera ideología asociada al desarrollo, que no da cuenta de la destrucción del mundo, y al mismo tiempo, que estimula la adquisición de tabaco; comida chatarra y, ahora, alcohol, mediante publicidad engañosa.



Entonces, me resulta sorprendente que esta Corporación tenga dificultades para establecer normas que corresponden solo a una clarificación de la verdad.



¡Cómo va a ser un problema que a las bebidas con alcohol se las etiquete tal como se hace con el tabaco! Incluso, en cuanto a este, se coloca una leyenda que dice “el tabaco puede producir daño”; pero en este caso ni siquiera estamos planteando que el alcohol produce daño, sino que beber en exceso puede hacerlo.



Acabamos de aprobar una Ley de Tolerancia Cero al consumo de alcohol para quienes conducen. El que maneja en Chile no puede tomar ni una gota de alcohol. De hecho, esa normativa estableció un máximo de 0,3 gramos de alcohol por litro de sangre, que es muy exigente. Y lo hicimos así para evitar, por ejemplo, que al fiscalizar a una persona la muestra resultara positiva, por haber tomado un medicamento que contuviera algo de alcohol.



Lo que se busca es que quien conduzca no tome nada, pues cualquier dosis de alcohol enlentece y daña su habilidad para reaccionar en forma oportuna frente a un tercero, que normalmente es una víctima inocente que puede resultar atropellada por quien consume alcohol.



¡Cómo va a ser un exceso el que nosotros hagamos algo que ocurre en todo el planeta: exigir que en las etiquetas de las bebidas alcohólicas se señale, no que la gente no las consuma, sino que no lo haga de modo excesivo!



¡Cómo va a ser anómalo que en las etiquetas se advierta que es mejor que una mujer embarazada no beba alcohol!



¡Cómo va a ser inadecuado que se proponga que cuando una embarazada conduzca no ingiera alcohol!



Entonces, este proyecto impide, en primer lugar, que normas de sentido común, de salud pública, puedan asociarse al buen beber alcohol.



Respecto al alcohol tengo una mirada distinta de la del tabaco. Ojalá que nadie fumara, ya que el hecho de fumar, independientemente de la dosis, genera daño. El tabaco no tiene dosis umbral: cualquier cantidad puede producir cáncer.



En cambio, el alcohol es distinto. Si una persona lo toma en forma moderada, no le produce ningún problema. Y nosotros propiciamos que se eduque y se den señales respecto al beber moderado.



Y, en segundo término, el proyecto evita que los niños de nuestro país consuman alcohol excesivamente, como sucede hoy en día. Ellos son muy influenciables por la publicidad. A lo mejor algunas personas no saben que los menores son sobre todo las víctimas de la publicidad. Porque un adulto es más resiliente y resistente al abuso publicitario.



¡Un niño es como una esponja para absorber la publicidad! Y uno que ve televisión durante cuatro horas diarias observa publicidad sobre alcohol y comida chatarra en cantidades brutales. ¡Es una vergüenza!



Sin embargo, cuando se plantea regular la publicidad en la televisión en horarios para niños -no creo que los adultos lo hagan a esas horas- aquí aparece como un acto desmedido. Yo lo considero un acto del todo humanitario, de respeto hacia los menores, por cuanto hay empresas que podemos calificar de pedófilas, pues abusan de ellos realizando publicidad engañosa, ya sea de tabaco o de alcohol, a fin de reclutarlos para que se transformen en niños tabáquicos o consumidores de alcohol.



Supongo que concordaremos aquí en que no es bueno que los menores consuman alcohol. Y, además, en que es conveniente establecer que cuando los jóvenes vayan a un restaurante o a un bar se les exija exhibir el carné de identidad de haber duda acerca de si tienen más de 18 años.



Eso, que algunos encuentran exagerado, es una medida a nivel planetario; está presente en todas partes del mundo. Incluso, en Estados Unidos hay localidades donde deben tener sobre 21 años para beber alcohol. Y para comprobarlo les exigen mostrar su cédula de identidad.



¿Y nuestro país está en la Edad Media? ¿Debemos ser una jungla abierta al individualismo y al neoliberalismo? ¿Tenemos que dejar que nos arrasen? ¿Hemos de poner en cuestión nuestra salud para defender a una industria? ¡Por favor!



A mi juicio, ninguna industria productora de alcohol enfrentará dificultades si evita la publicidad dirigida a los niños; si pone en las etiquetas de sus botellas que cuestiona su consumo en forma excesiva; si recomienda a las mujeres embarazadas no ingerir tales productos; si prohíbe a los menores que lo tomen; si advierte que no es bueno consumirlo si se va a conducir.



¡Ninguna industria va a quebrar por eso! Y, como dije, son normas planetarias. ¡Son normas civilizadoras!



¡Solo en un país que está siendo arrasado por las políticas de mercado; solo en un país que no tiene conciencia de ser; solo en un país que no tiene voluntad de proteger la salud de la población pasa lo que ocurre en Chile!



Cabe recordar que nuestro país ha derrotado niveles de pobreza importantes. Asimismo, derrotó las enfermedades infectocontagiosas. Pero está fracasando en la lucha contra la obesidad, en la lucha contra la droga, en la lucha contra muchos males sociales, fundamentalmente por constituir un paraíso de libertinaje en materia de publicidad y por ser esta mentirosa y engañosa.



El propósito de la iniciativa en debate no es más que proteger un bien común mediante la regulación de la publicidad, no hacer que las personas no tomen alcohol.



Insisto: el proyecto promueve el beber alcohol de manera responsable. Y estamos tratando de que los colegios incluyan en su currículo programas de educación orientados a que los alumnos no tomen alcohol cuando son niños, y que cuando sean adultos lo hagan con responsabilidad. Porque el beber en forma responsable, moderada, no trae asociado ningún problema.



Es preciso enfatizar que la primera causa de accidentes de tránsito es -¡lejos!- el conducir un vehículo bajo los efectos del alcohol. El 80 por ciento de las personas que fallecen en tales accidentes tienen alguna cantidad de alcohol en la sangre. ¡Hagámonos cargo de eso!



Señora Presidenta, en la presente iniciativa no hay cuestionamiento alguno a la industria de bebidas alcohólicas. Lo que pretendemos es que los empresarios de ese sector tengan políticas de respeto hacia los niños, coherentes con lo que anhelamos como sociedad, preventivas, en orden a advertir que quien vaya a conducir no beba y que tampoco lo hagan las mujeres embarazadas.



Esas son medidas básicas, de sentido común, de convivencia en una sociedad que requiere un proyecto como el que nos ocupa. Y me parecería dramático que, hoy, en el siglo XXI, se rechazara esta iniciativa.



Señora Presidenta, se me termina el tiempo. Le pido un minuto más.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme.

El señor GIRARDI.- 
Como decía, sería dramático que se rechazara esta iniciativa o que se utilizara algún subterfugio para que pasara a la Comisión de Agricultura.



Lo digo, porque sabemos lo que acontece cuando los proyectos se envían a ese órgano técnico: literalmente, son diezmados, arrasados, mutilados, cercenados. Y no por imponerse algo ilegítimo, sino la visión del mundo productivo; la defensa de las viñas, de quienes elaboran pisco o cerveza.



¡Nosotros no estamos contra los productores de bebidas alcohólicas! Al revés: deseamos que les vaya bien, pero acatando normas esenciales en una sociedad: de convivencia; de respeto a los niños y a la salud. Y poner la salud por delante como una prioridad.



Por lo tanto, no vislumbro ningún inconveniente para la industria del rubro -Chile sigue siendo un gran exportador de vino; yo me vanaglorio de ello- en el hecho de que se advierta en las etiquetas de las botellas comercializadas internamente que el beber de modo excesivo puede provocar un daño a la salud.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, ante todo, aprovecho la oportunidad para felicitarla.



Con relación al proyecto, luego de escuchar algunos comentarios y explicaciones de algunos colegas, debo manifestar que el hecho de que uno esté de acuerdo o no con algunas disposiciones no implica estar a favor del alcoholismo.



Me gustaría que se pudiera estudiar con más tiempo esta iniciativa o que no se votara hoy. Y no por considerar que sea mala, sino porque veo algunas falencias en lo relativo a la fiscalización.



Muchas veces las normativas exageradas lo único que hacen es favorecer en algunos sectores la proliferación de los famosos clandestinos, que son bastante más peligrosos que la venta en los locales autorizados.



Creo que debemos mejorar ese aspecto.



La prohibición no significa disminuir el alcoholismo. Lo digo sin afán de proteger a nadie y sin haber analizado en profundidad el proyecto.



En los sectores populares el gran problema que se vio en algún minuto con la regulación de las botillerías fue la proliferación de locales clandestinos, que eran mucho más peligrosos.



Entonces, dado que hemos llegado un importante número de Senadores nuevos, más que declararme en contra del proyecto, me gustaría disponer de mayor tiempo para ver si podemos hacer un pequeño aporte con algunas cosas prácticas.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, al igual que el colega Ossandón, primero deseo felicitarla, y, además, agradecerles a los Senadores presentes y que son antiguos en el Congreso -unos más que otros- la calidez con que nos han recibido. En verdad, ha sido extremadamente agradable.



En segundo término, debo manifestar que al leer el proyecto por primera vez surgen una serie de dudas. Por ejemplo, pienso que la prohibición de vender alcohol en las estaciones de servicio no tiene ningún sentido en la medida en que cuenten con patente de alcoholes y se rijan por la normativa vigente.



Hay numerosos aspectos que se pueden mejorar.



Ahora voy a referirme a un punto que me llamó la atención en intervenciones anteriores: al efecto que produce el alcohol en la alteración de conciencia; al efecto nocivo que produce el alcohol en la salud de las personas.



Y digo que eso me ha llamado la atención, pues se está empezando a desarrollar en el país el debate sobre la legalización de la marihuana, que se orienta en un sentido absolutamente contrario al que empuja la ley en estudio.



No quería dejar pasar la ocasión de hacerlo notar, porque cuando se sostiene que a través de publicidad engañosa se promueve el consumo de drogas y de alcohol, que generan efectos negativos en la salud de las personas, resulta curioso escuchar discursos completamente similares, pero en sentido contrario: a favor de la legalización de la marihuana.



Solo deseaba expresar lo anterior como nota al margen, porque creo que hay una incongruencia en ambos mensajes.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señora Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, ante todo, deseo manifestar que soy claramente partidario de la idea de legislar.



Creo que el hecho de que el proyecto lleve más de ocho años de tramitación indica que efectivamente ha habido una dificultad inexplicable en el Congreso en esta materia; más aún si se considera que este sí ha ido asumiendo otras normativas sobre aspectos similares.



Resulta necesario regular este asunto.



Primero, porque en Chile se evidencia un consumo excesivo de alcohol, particularmente en los jóvenes. Es deber del legislador intervenir desde la función pública, puesto que la ley es una señal que se da a los ciudadanos -en especial, a los jóvenes en este caso- para fomentar la educación con relación a ciertos comportamientos. De ahí que no podemos ser indiferentes ante el hecho de que hay consumo de alcohol en exceso.



En segundo lugar, porque debemos defender el derecho a la salud, que obviamente se halla afectada. Están a la vista los problemas que padecen los jóvenes y la población chilena, en general, producto del consumo excesivo de distintas drogas, incluido el alcohol.



Tercero, porque me parece especialmente pertinente lo referido a la publicidad. Esta modela y genera necesidades; produce un impacto objetivo que altera la percepción, los gustos y los deseos de las personas. Por consiguiente, estimo de suyo importante que haya una regulación clara sobre el particular.



Ahora, pienso que ello debe aplicarse tanto respecto de los adultos como, singularmente, de los menores de edad, a fin de establecer con claridad una diferencia entre ambas situaciones. Porque nos estamos refiriendo, primero, a la capacidad de tomar decisiones y, segundo, a los efectos que el consumo de alcohol provoca en la población.



Es verdad que, de la simple mirada del proyecto, hay algunos artículos que son discutibles, que parecen un poco excesivos. Pero esto no cambia el hecho fundamental de que debemos pronunciarnos y dar una señal coherente con lo que ya ha estado haciendo este mismo Congreso en otras materias.



Insisto: el problema no es el consumo, sino el consumo excesivo.



Cabe recordar que este último, en general, produce un efecto en la percepción, en la sensación, en la sensibilidad, que  modifica el comportamiento de las personas. Ahora, me imagino que a veces alguien consume alcohol porque quiere generar, legítimamente, esos efectos. 



Por eso no se está prohibiendo el consumo en sí, sino el consumo en exceso. Se busca proteger a la población, educándola y señalándole que hay ciertos límites, y, en particular, defender a los menores de edad.



Por lo tanto, a mi juicio, sería una muy buena señal que el Senado diera su aprobación, por lo menos, a la idea de legislar.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señor Senador.



Antes de ofrecer la palabra al siguiente orador, debo comunicar que la Mesa recibió una solicitud de TV Senado -no es lo usual- para permitir el ingreso a la Sala de un camarógrafo.



La finalidad de ello es captar algunas imágenes de los nuevos señores Senadores en sus pupitres y, también, de la nueva Mesa para el archivo audiovisual.



Lo he autorizado, porque lo estimo pertinente. 
Se los señalo para que no se sorprendan si ven entrar a un camarógrafo de TV Senado.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, de antemano, anuncio que concurriré con mi voto favorable a la aprobación en general de este proyecto de ley.



Sin embargo, como señaló el Senador Guillier, creo que algunas de sus disposiciones ameritan una revisión bien profunda.



Ahora plantearé una sola reflexión en torno al asunto, porque podremos analizar el detalle después, en la discusión en particular.



A veces uno percibe acá un clima medio crispado a la hora de defender las posiciones. Incluso, se atribuyen intenciones.



Dejo claro que soy enemigo de las prohibiciones, pues creo en la libertad de las personas. Y esta pasa, entre otras cosas, por la posibilidad de contar con información para tomar decisiones.



¡Por eso se hizo el esfuerzo en materia del tabaco! ¡Por eso se hizo el esfuerzo de poner sanciones draconianas a quienes conduzcan bajo el efecto del alcohol! Se aumentaron las penas, se fijaron más exigencias; pero no se prohibió el consumo de alcohol ni el de tabaco. 



En definitiva, se informa, se regula, pero se permite la expresión de la libertad individual.



Los talibanes serían los que buscan prohibir el consumo de alcohol y de tabaco. Lo digo en el sentido peyorativo del término, como se usa en occidente: gente fundamentalista a ultranza. 



Cabe preguntarse si uno puede consumir alcohol como lo estime pertinente y en las cantidades que desee. La respuesta es sí, en la medida que no perjudique a terceros y sepa qué está haciendo y el daño que se está provocando.



En consecuencia, cuando hablamos de limitar la publicidad de las bebidas alcohólicas, nos referimos a propuestas que van en la línea de lo que hicimos con la comida chatarra; en la línea de lo que hicimos en el tema del tabaco (con la foto del tío Miguel en las cajetillas de cigarro).



Por otro lado, quiero reparar en una norma de este proyecto de ley, a la que se refirió el Senador señor Chahuán, la cual no comparto. La encuentro hipócrita, para serles franco. Eso, si no la entendí mal. En su minuto pediré una aclaración al respecto.



En la iniciativa se propone no poner publicidad de bebidas alcohólicas en prendas deportivas, salvo que sean para adultos. O sea, estaría prohibido para el caso de los menores. Ante ello, pregunto -con todo cariño-: ¿qué pasará si un niño tiene como ídolo de fútbol a un jugador de un equipo popular de primera división, quien lleva el número 9 en su espalda, es el goleador y en la parte delantera de su camiseta va el logo de una reconocida marca de cerveza, y recibe para Navidad o para su cumpleaños la camiseta de su ídolo pero sin la publicidad, lo que no la hace exactamente igual? Perdónenme que lo diga, pero ese chico reclamaría: “¡Esta es falsa!”.



Entiendo que se buscó una fórmula para regular la publicidad, pero, para ser franco, encuentro hipócrita la propuesta referida.



Yo no sé cuántos de los Senadores presentes en la Sala concurren al estadio o ven partidos por televisión. A mi juicio, se ve más fútbol por televisión que en el estadio. Y, en general, se transmiten preferentemente los partidos de la Primera División. De la Primera B, con dificultad. Y de las ligas menores, ninguno.



En consecuencia, dicha disposición es letra muerta desde el punto de vista publicitario, más allá de que yo admita que, cuando jueguen los equipos de la serie Quinta Infantil, no tendrán publicidad de alcohol en las camisetas. Pero estos son los menos.



En fin, los referidos son los temas de los que deberemos preocuparnos en la discusión en particular del proyecto, sin perjuicio de que estimo que su objetivo apunta en la dirección correcta. 



Y a quienes consideran que esta iniciativa atenta contra la libertad, les digo que, por el contrario, lo propuesto fortalece la libertad individual, porque se procura más información, se previene y se permite que las personas beban la cantidad de alcohol que deseen. De igual modo, los que quieran fumar que lo hagan. Solo deben asumir dos resguardos: no transgredir la ley y no perjudicar a terceros.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, parto haciendo la misma prevención que manifestó el Senador Pizarro: no puede interpretarse la solicitud de aplazamiento de la votación, que es un derecho reglamentario, como algo que busca entorpecer una propuesta legislativa orientada al bien público.



Yo soy de los que creen que las leyes no solucionan todos los problemas. Más que nada, se resuelven por la convicción de la gente, que piensa que una cosa es buena o mala de acuerdo con la formación de cada cual.



Soy partidario de legislar en esta materia, pero estoy convencido de que con una ley seca no vamos a remediar la situación. 

El señor DE URRESTI.- El proyecto no propone eso.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Lo sé. Pero es un punto de partida para llegar a una ley seca, que es el otro extremo: “Se prohíbe el consumo de alcohol”. Por supuesto que, en ese caso, el resultado será negativo.


Ahora decimos: “Vamos a prohibir la publicidad”. Bueno, habrá que revisar las disposiciones planteadas.



El artículo 2º establece lo siguiente: “La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas.  Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas”.



La norma pretende proteger a los menores, porque, seguramente, se cree que a esas horas ellos están durmiendo. Sin embargo, quienes consumen bebidas alcohólicas normalmente no son menores, sino mayores. Y, precisamente, en esos horarios está despierta la gente que bebe alcohol. 



Entonces, hay que revisar bien la lógica de la disposición.



Estimo que es mucho mejor establecer mecanismos de buena educación. Desde la escuela debe enseñarse al niño o a la niña que el consumo de alcohol en exceso no es bueno. Además, eso mismo es posible inculcarlo en el ámbito familiar. La ley puede ser complementaria. Pero no cabe pensar que por la vía legislativa vamos a impedir que las personas consuman alcohol.



En este país, hace 20 o 30 años teníamos tasas de alcoholismo muy elevadas en los adultos, sobre todo del sector rural. Sin embargo, cuando se introdujo la educación en el mundo rural, todos los que conocemos ese ámbito y hemos vivido en él vimos cómo disminuyó el alcoholismo. Al menos en mi zona, ya no ocurre lo que sucedía entonces: gente ebria circulando por los caminos. Hoy día se observan casos, pero son excepciones. 



¿Por qué se produjo tal cambio? Porque las personas tuvieron acceso a la educación. 



Entonces, debemos impulsar con más fuerza el aspecto educacional que la creencia de que, mediante una ley, limitaremos el consumo de alcohol.



Por otro lado, debo analizar el tema con relación a la zona que represento, que es productora de vinos y reviste importancia para la producción nacional. Tenemos que buscar la manera de no dañar este sector económico, pero ello no quiere decir que crea que haya que permitir cualquier tipo de exceso. 



En consecuencia, habrá que revisar con mucho cuidado las normas propuestas en cuanto a sus efectos. 



En todo caso, hay disposiciones en la iniciativa que, a mi juicio, son totalmente lógicas, como la prohibición de vender alcohol en las estaciones de servicio. Efectivamente esto no debe permitirse. Con relación a una mayor regulación respecto de los locales de venta y los horarios de expendio de bebidas alcohólicas, también estoy de acuerdo. 



Ahora, ¿qué va a pasar con el mundo del deporte si se queda sin la publicidad del alcohol? Me gustaría conocer el impacto de tal medida. Asumiendo que tendrá un efecto positivo en la reducción del consumo de alcohol, ¿qué daño provocará en los auspicios del deporte? 



Quiero saber el resultado de ese balance. 



Por tales razones, adhiero a la prevención hecha por el Senador Pizarro. Me parece bien el aplazamiento de la votación. No somos responsables de los años que la iniciativa lleva en el Senado. De hecho, ha estado en tabla en el último tiempo. 



Espero que, luego de su análisis en particular en Comisiones, ya de vuelta en la Sala, el proyecto venga con las correcciones que hayamos incorporado para despachar una buena legislación, que apunte en el sentido positivo de evitar que la gente consuma alcohol, convencida de que es dañino para la salud cuando se bebe en exceso, como todos los excesos. 



Al respecto, medio en broma y medio en serio, recuerdo lo que mi padre decía de lo que el doctor le había recomendado: tomar una copa de vino en el almuerzo y otra en la cena, porque era saludable. Quisiera saber si tal sugerencia está de acuerdo con los 0,3 gramos de alcohol por litro de sangre que hoy determina la ley como límite para conducir. 



Por eso, debemos ser razonables, prudentes, al momento de legislar sobre la materia.



Desde que el mundo existe, el consumo de vino ha sido una cosa recurrente. Incluso la Biblia se refiere a un episodio en que Jesús convirtió el agua en vino (las bodas de Caná). Por supuesto, ello está dentro de la realidad del ser humano. 



Lo importante -insisto- es evitar los excesos y buscar la forma de hacer que la gente, a través de la educación -también con la legislación complementaria pertinente-, tome la decisión de limitar su consumo de alcohol, por convicción personal y para su propio bien, y no porque se lo impone o prohíbe la ley.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, a mí me gusta el espíritu de este proyecto. 



Probablemente, formularemos indicaciones para que no se atente contra la libertad de quienes apoyan el deporte y se relacionan con empresas que venden, promueven o fabrican algún tipo de bebida alcohólica. 



Pero reitero que me agrada el espíritu de esta iniciativa, porque es coherente con la llamada “Ley de Tolerancia Cero”, normativa que sacamos adelante el año pasado, la cual no cambió conductas finales, pero ¡por Dios que ha modificado hábitos! Es cosa de mirar cuánto ha bajado la tasa de accidentes, sobre todo en conductores jóvenes y adultos jóvenes. 



¡Qué importante ha sido!



Recuerdo que en el Senado votamos a favor de ese proyecto mayoritariamente, en forma transversal. Sin embargo, en su minuto sostuvimos una discusión llena de dudas. Y creo que es bueno que haya sido así. No existen verdades reveladas en estas materias. Bueno, en ninguna, para muchos de nosotros. 



Considero muy muy importante contar con leyes que ayuden a generar hábitos de conductas. 



Reviste relevancia lo que transmiten los líderes de opinión -aquí alguien lo mencionó; creo que fue el Senador Lagos- en los matinales de televisión o en las radios -y tenemos ahora en nuestra Corporación a uno de ellos: el Senador Guillier-, que no son programas necesariamente de inducción política. Pero al final igual ayudan a generar leyes que motivan cambios de comportamiento hacia hábitos positivos. 



El proyecto en debate también promueve el ejercicio de la libertad, pero con responsabilidad. Quienes creemos en la libertad pensamos que ella siempre debe ir acompañada de la responsabilidad, para no afectar a un tercero. Debe practicarse dentro de los parámetros que implica la convivencia en un entorno social. 



Por esa razón, estimamos muy importante rescatar el espíritu de esta iniciativa. 



Yo votaré a favor de la idea de legislar, más allá de las indicaciones que después presentemos. Considero esencial la señal que demos como Senado sobre el particular. 



Este proyecto lleva muchos años de arrastre. Están en todo su derecho los señores Senadores que consideran que no es apremiante votarlo ahora. Sin embargo, creo que las señales que debemos dar también son muy significativas, sobre todo en un país como el nuestro. 



Es cierto que la Ley de Tolerancia Cero recibió grandes críticas, pero al final las estadísticas nos dieron la razón. Ello es bueno si queremos hacer que los líderes de opinión inviertan con sus palabras en la creación de hábitos positivos, como bajar el nivel de consumo de alcohol. 



Por supuesto que eso no se logra solo a través de una ley. Pero, si disponemos de una normativa que permita el desarrollo de ciertos hábitos y -lo más importante- procure el inicio de un proceso de educación temprana, en los niveles preescolares, con recursos del Estado -es lo que nosotros siempre hemos querido: ya comenzó el proceso en el Gobierno anterior y esperamos que la actual Administración lo haga prevalecer, para que los niños empiecen a generar hábitos y conductas adecuados-, creo que vamos en el camino correcto: legislación, educación y, también, creación y formación de hábitos. 



He dicho. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, me llama la atención la argumentación que se esgrime de forma permanente con relación a  las zonas que cada uno representa como productoras de pisco o de vinos. 



Me parece muy bien que los señores Senadores defiendan sus regiones. Es bueno que deseen que en ellas haya mayor y mejor producción; que protejan el empleo y las exportaciones; que procuren que existan remuneraciones dignas para los trabajadores, los temporeros y cada una de las personas que laboran en esas industrias. 



Pero no veo que eso tenga que ver con la iniciativa en debate. Esta se encuentra en segundo trámite constitucional y su título dice: “Establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas”. 



¿Por qué se vincula la necesidad de regular la publicidad en esta materia con la defensa de los derechos productivos de las regiones que representan los Senadores? No veo la contradicción. 



La Ley de Tolerancia Cero no ha significado disminución en la venta de alcohol. Al contrario. 



La normativa que prohíbe fumar en establecimientos cerrados, que aprobamos el año pasado, cambió las condiciones de sanidad de muchos ciudadanos, pero no afectó la actividad de ese rubro. 



¿Por qué mirar solo los intereses de las industrias y no los de la población en general? ¿Cómo es sostenible que existan parlamentarios que están de acuerdo con que las camisetas de los ídolos deportivos lleven propaganda de una bebida alcohólica y que, a través de un subterfugio, se establezca que solamente en determinada división o en el fútbol no profesional no puedan exhibirla? ¡Es realmente algo insostenible! ¿O que camisetas de determinada talla para niños puedan llevarla y no las de los adultos? ¡Pero, por favor! ¡Qué estamos haciendo!



¡Enfrentemos el problema de fondo, fomentemos y protejamos a nuestras industrias pisqueras y vitivinícolas! ¡Absolutamente! ¡Para eso están disponibles mis votos! ¿Pero por qué los niños tienen que ver a sus ídolos deportivos con camisetas que promocionan bebidas alcohólicas y luego les decimos que no es bueno consumir alcohol? ¿Dónde está la contradicción?



Deseo recordar que la Fórmula 1 hace un par de años era auspiciada exclusivamente por la industria tabacalera. ¡Todos los campeonatos internacionales de Fórmula 1 eran financiados por marcas de cigarrillos y de bebidas alcohólicas!



Se establecieron leyes internacionales para que eso no ocurriera, como señal. ¿Quebró la industria de la Fórmula 1? ¿Quebró la del alcohol o del tabaco? ¡No! Sin embargo, se dio una señal publicitaria: que eventos de esa naturaleza no podían ser auspiciados por bebidas alcohólicas.



A eso apunto: a que nos concentremos en esa situación.



¡Todo el apoyo a las industrias pisqueras y vitivinícolas para que les vaya bien a las empresas y a sus trabajadores, para que respeten los derechos laborales y paguen las remuneraciones que les corresponden!



Sin embargo, eso nada tiene que ver con la iniciativa en comento.



Nosotros lo que queremos hacer mediante este cuerpo legal es buscar que esa publicidad, esa exacerbación del alcohol no sean observadas como algo normal. ¡Yo no quiero que mi hijo vea a su ídolo deportivo con una camiseta que exhibe y promociona una marca alcohólica! ¡No lo quiero! Si alguien de acá lo quiere para sus hijos, para sus nietos, ¡perfecto! Pero no nos escudemos en la protección de la industria, de la actividad. ¡Protejámosla con buenas leyes laborales, con tratados internacionales que nos permitan cumplir ese objetivo!



Nos ponemos inconvenientes acá con relación a la rotulación de las bebidas alcohólicas y de los vinos en razón de su tamaño, no obstante que los vinos de exportación cumplen normas distintas.



Entonces, ¿de qué estamos hablando? ¡Una norma relajada para Chile que permite que la advertencia pase inadvertida, pero los productos que exportamos sí deben cumplir la norma internacional! 



¡Coherencia! ¡Pido coherencia en esta discusión para que no quedemos al arbitrio de los antecedentes de la industria! ¿Fortalecerla? ¡Absolutamente! 



Sin embargo, este proyecto no atenta contra la industria, sino que apunta hacia la protección y educación de la población.



Termino señalando que para nada esta es una ley seca. Muy por el contrario. ¡Total permisividad! Quien desee beber y es adulto, que lo haga. Quien desee fumar lo que quiera en este país, que lo haga. No tengo un espíritu de prohibición. Todo lo contrario.



Se habla de legalizar las drogas y que no sea el Estado el que se preocupe de ello. Me parece incoherente que aquí se refieran a estas situaciones aquellos que se niegan a legislar sobre la marihuana u otro tipo de drogas ilícitas. 



Aquí estamos frente a una droga lícita que regulamos: el alcohol. ¿Cuánta gente muere por alcoholismo en Chile? ¿Cuántas familias han quedado destruidas por el alcohol?



Un parlamentario señaló que la gente en los campos hoy día bebe menos. Serán una excepción mi región o las localidades que me toca visitar, porque el alcoholismo está instalado en importantes sectores de la población y, desgraciadamente, en toda la sociedad, sobre todo en niños de temprana edad. 



¡Eso quiero combatirlo! 



Por ello, voy a votar a favor de legislaciones que sancionen, que eduquen a los menores, no de aquellas que promueven el alcohol de determinada manera ni de leyes secas.



Sin embargo, no nos hagamos los lesos. No le cuidemos el bolsillo a las empresas. Ayudémoslas a que les vaya bien en sus exportaciones, en su productividad, pero no a través del fomento del consumo de alcohol en los menores.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está inscrito a continuación el Senador señor Chahuán, quien en este minuto no se encuentra en la Sala.



Ofrezco la palabra al Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, voy a votar a favor de la idea de legislar -me parece fundamental hacerlo-, porque este análisis no se puede realizar al margen de la realidad en materia de alcoholismo que afecta a nuestro país.



Recién veía una información acerca de lo que ocurre en otros países de la OCDE, organización de la cual Chile forma parte. El primer consumidor de alcohol en el mundo es Inglaterra, seguido por Dinamarca y Finlandia. Chile ocupa el cuarto lugar con un 25.9 por ciento de personas que declaran, especialmente los jóvenes, haberse emborrachado durante alguna etapa de su adolescencia. Es decir, estamos hablando de beber en forma excesiva. ¡Prácticamente un 30 por ciento!



Por lo tanto, me parece indispensable abordar este tema desde un punto de vista legislativo.



En consecuencia, solo me referiré a una temática en esta materia, porque frente a este tipo de cifras debemos hacer un esfuerzo por disminuir el consumo de alcohol, especialmente en adolescentes. 



Y la verdad es que dicho aspecto en esta iniciativa no se aborda, toda vez que apunta básicamente al expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.



Es por ello que me pregunto en qué parte del proyecto se plantea la prevención del alcoholismo, por ejemplo, a nivel escolar, a nivel de adolescentes.



Pienso que, de una vez por todas, tenemos que elaborar iniciativas integrales que produzcan al final el efecto deseado, máxime cuando aquí el énfasis está puesto en las medidas de publicidad, en regular ciertos aspectos vinculados a la comercialización y la producción.



Me parece indispensable, si queremos hacer una ley íntegra y completa para reducir los niveles de alcoholismo particularmente en los adolescentes, que incorporemos todo un capítulo en este proyecto, no en otro, que aborde seriamente la prevención del consumo de alcohol, sobre todo en los adolescentes.



Por eso, señora Presidenta, aprobaré la idea de legislar, pero anuncio la presentación de indicaciones con el objeto de que se establezcan dentro de un capítulo especial las medidas de prevención incorporadas a nivel escolar que permitan reducir el nivel de consumo de alcohol, sobre todo en los adolescentes.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, quiero referirme a algunas aseveraciones que se han hecho en el Hemiciclo y volver a reseñar aquellos aspectos de la ley en proyecto que sería importante explicitar.



Esta iniciativa sí se hace cargo de la prevención y es así como en el artículo 3º, que modifica la Ley de Alcoholes, se establece, entre otras materias, lo siguiente:



-Incorporar al currículum de enseñanza parvularia, básica o media la formación de hábitos de vida saludable. El artículo 4º fija el plazo de un año para dar cumplimiento a esta norma. Es decir, se trata de una materia que se halla contemplada. Obviamente, debemos hacer mucho más, porque los niveles de consumo de bebidas alcohólicas...

El señor ORPIS.- Perdón, colega. Pero no figura el artículo 3º en el informe que tengo en mi poder.

El señor CHAHUÁN.- Estaba en la iniciativa original. Vamos a revisar. 



Estoy leyendo un resumen del articulado de la ley en proyecto.



También -insisto- la iniciativa contiene normas que básicamente hoy día no están contempladas en la legislación vigente.



Decía que se modifica la Ley de Alcoholes para:



-Agregar entre sus disposiciones a los apart-hotel.



-Extender a meros tenedores y poseedores de patentes de alcoholes los mismos requisitos de identificación exigidos al dueño, y si es una persona jurídica, la identificación de sus administradores.



-Prohibir la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras y otros establecimientos emplazados en el mismo terreno. Particularmente, me refiero a los packs que hoy día se venden en las estaciones de servicio y que, en definitiva, permiten comprar una bebida cola con algún tipo de bebida alcohólica.



-Extender a todo espectáculo masivo la facultad del intendente para prohibir la venta en situaciones de riesgo en espectáculos de fútbol profesional.



-Prohibir el ingreso de menores a bares, cantinas, tabernas y discotecas en que se expenda alcohol. Esta prohibición no está contemplada todavía en la ley.



-Incorporar en el currículum, como ya lo señalé, la formación de hábitos de vida saludable. Vamos a revisar por qué finalmente en el comparado no se encuentra presente.



-Hacer vinculante para la dirección de establecimientos educacionales la decisión del centro de padres o apoderados sobre consumo de bebidas alcohólicas en determinadas ocasiones. Y se exige, además, la autorización de Carabineros y de la municipalidad.



-Prohibir a los menores comprar bebidas alcohólicas. Tampoco existe prohibición expresa para que ellos puedan adquirirlas.


-Permitir notificar válidamente las infracciones a cualquier adulto que se encuentre a cargo del local de expendio.



Como se puede apreciar, se trata de normas absolutamente razonables.



Y uno no se explica por qué este proyecto de ley, señora Presidenta, ha estado en la tabla durante tres años, ¡tres años!, y siempre desaparece de ella, ¡siempre desaparece de la tabla!



Por lo tanto, pido que tengamos la posibilidad de darle curso progresivo a los autos, es decir, que en definitiva se permita que esta iniciativa avance.



Ni siquiera estamos solicitando la aprobación en particular del proyecto. Deseamos que se  apruebe en general para perfeccionarlo.



Acaban de pedir aplazamiento de la votación. Esperemos que este tema finalmente se despache mañana, para posibilitar una normativa que sea razonable, ¡razonable!, y para hacerse cargo de un problema: el alto consumo de bebidas alcohólicas en nuestro país y los efectos que esto produce.



Y, por supuesto, vamos a revisar el comparado.



Hay que introducirle muchas indicaciones a la iniciativa en debate. Por supuesto, las que menciona el Senador Orpis deben ir en la vía antes aludida, y que fue el espíritu inicial del proyecto. Como se fusionaron cuatro mociones, hubo materias que quedaron fuera y otras que se incorporaron y que no eran del gusto de los autores de las distintas iniciativas.



Por lo tanto, señora Presidenta, lo único que uno pide es que en el Parlamento -muchas veces se cuestiona aquello- tengamos la posibilidad de debatir esta materia y, en definitiva, de llenar un vacío legal respecto del cual, por de pronto -insisto-, hasta los propios distribuidores y fabricantes de bebidas alcohólicas están dispuestos a que se legisle.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, quiero recordarle -quizás Su Señoría no se encontraba en ese minuto en la Sala- que, habiendo solicitado un Comité aplazamiento de la votación -por supuesto, está en su derecho-, se acordó que, si hay espacio mañana, en que debemos tratar primero con “discusión inmediata” el bono permanente, se considerará la iniciativa en análisis como segundo punto de la tabla. Y, si no lo hubiera, quedaría para el primer lugar del Orden del Día de la sesión del martes siguiente a la semana regional.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, pienso que un proyecto que busca proteger la salud pública, evitando el consumo excesivo del alcohol, que se preocupa especialmente de la protección de menores, de evitar accidentes de tránsito, de no reducir la producción laboral, es en sí mismo un texto legal bien planteado, con objetivos razonables. Y, en ese sentido, me sumo también a aprobar la idea de legislar.



Sin embargo, creo que la discusión que hemos tenido refleja un problema que no es fácil de resolver. Porque aquí está en juego, por una parte, la responsabilidad individual, la libertad de las personas para seguir un camino, y por otra, el interés público, social, de evitar los daños que produce el consumo desmedido de alcohol y, sobre todo, el excesivo consumo precoz en nuestros niños y adolescentes.



La forma de solucionar este problema es algo que debemos decidir bien.



Porque no basta simplemente ir resolviendo esto de una manera tal que se haga imposible -por así decirlo, llevándolo al extremo- la producción de vino, de pisco, de cerveza, de cualquier bebida alcohólica y, al mismo tiempo, considerar que el consumo de alcohol es una actividad lícita. Porque, si lo es, nosotros hemos de permitir que subsista su producción y su consumo. Si es una actividad ilícita, entonces prohibámosla derechamente.



Este es un punto donde debemos cuidarnos de tener cierto equilibrio.



A veces, cuando uno oye a algunos Senadores, no solo referirse a este tema, sino también a la comida chatarra, se plantea la necesidad de decir que esto es lo peor del mundo. Entonces, si eso es verdad, suprimámoslo.



Por otra parte, surgen quienes quieren abrir el espacio a consumir drogas más duras, por ejemplo, la marihuana, la cocaína y otras, como los ácidos.



Entonces, me parece que debemos tener un punto de vista equilibrado. Yo no me opongo a priori al consumo de la marihuana. Lo hago en la medida que eso sea considerado dañino para la salud por parte de los especialistas. Y le he oído al Senador Orpis, que tiene mucha experiencia, por sus actividades en el ámbito de la rehabilitación, que el problema de la marihuana hoy día se ha agravado porque no es la misma de antes, sino que se le han incorporado…

La señora PÉREZ (doña Lily).- Químicos.

El señor LARRAÍN.-… un tipo de ácidos, de químicos, que llevan a que, en definitiva, su consumo sea más dañino y más adictivo.



Entonces, no podemos avanzar en estas materias con mucha ligereza.



En tal sentido, algunas de las disposiciones quizás pueden ser un poco extremas, porque es posible que incidan no solo en la reducción del consumo de los menores -esto es muy atendible-, sino de todos en general, poniendo en riesgo, por esa vía, las industrias vitivinícola, cervecera, pisquera, que en mi concepto tienen legitimidad de acción, porque no está acreditado que el consumo moderado de los productos que elaboran ocasione daños graves.



En consecuencia, creo que esta discusión se zanja en la sintonía fina, en el debate en particular.



Por lo tanto, pienso que aprobando la idea de legislar podemos trabajar a través de indicaciones en buscar el mayor equilibrio posible, amparado por el sentido común, para que se cumplan los objetivos, de reducir efectivamente el consumo, sobre todo entre los menores; de entender que es una materia delicada y compleja, que mal utilizada puede producir daños, de los cuales la sociedad al final se debe hacer responsable, y, como señalaba el Senador Orpis, de que pongamos un énfasis especial en lo preventivo, en lo educativo, en lo cultural, porque es ahí donde se juega realmente este problema. No se trata solo de una cuestión publicitaria, es mucho más profundo que eso. Sin publicidad, el consumo de drogas duras -hoy día prohibidas- funciona activamente. Y tenemos un elevado y creciente consumo de esas drogas, tanto que muchos sostienen que es mejor legalizarlas para evitar el narcotráfico. Por consiguiente, no es solo una cuestión de publicidad.



Hay que llegar a una regulación que realmente nos permita cumplir los objetivos. Y en ese sentido probablemente este proyecto sea deficitario, porque no se está anticipando a las conductas nocivas, que llevan, sobre todo a los menores de edad y a los más niños, al consumo.



En consecuencia, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar y también la presentación de indicaciones para lograr, hasta donde sea posible, una postura equilibrada en una iniciativa que ha de compatibilizar la libertad de las personas respecto de una actividad lícita pero cuyo abuso, mal uso y consumo excesivo producen daños en las personas y, lamentablemente, en la sociedad en distintos ámbitos. Y al final el Estado termina haciéndose cargo o pagando la responsabilidad de aquellos, razón por la cual le asiste el derecho a regular esta materia de una manera sensata.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, esta normativa debiera llamarse “ley de la embriaguez permanente”. Porque cuando uno se embriaga -y todos lo hemos hecho en alguna oportunidad; no conozco a nadie que no haya pasado por esa experiencia, siendo adolescente o adulto- se nubla la razón en cuanto a cómo proceder frente a una calamidad nacional y mundial. 



El 25 de abril de 2006 ingresó el proyecto que “establece advertencia sobre consumo excesivo de bebidas alcohólicas” (boletín N° 4.166-11), patrocinado por mí y por otros Senadores. 



Tras nueve años, ¿en qué etapa se encuentra dicha iniciativa? 



Primero, se dispuso que la estudiara la Comisión de Salud. Luego, el 13 de junio de 2006 esta misma Sala, que hoy día quiere postergar el debate del proyecto que nos ocupa, acordó que también fuera informada por la Comisión de Agricultura. El 14 de noviembre de 2006 se despachó el primer informe de Salud. Y actualmente, ¡después de nueve años!, se encuentra pendiente en Agricultura (la presidía el Senador Coloma, ferviente defensor de los productores viñateros), porque en sesión celebrada el 28 de abril de 2009 se decidió postergar su estudio en particular hasta que las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud resolvieran los proyectos refundidos que estamos viendo ahora. 



La mencionada iniciativa -reitero- ingresó en 2006. Se resolvió en esta Sala el año 2009. Estamos en el 2014. Y aquí, una vez más, se pide postergar el debate.



Esto no es casualidad, señora Presidenta: acá se ha ejercido sistemáticamente un bloqueo a toda normativa legislativa que persiga poner en las bebidas alcohólicas lo mismo que se incluyó en las cajetillas de cigarrillos.



Hace cincuenta años el tabaco “era inocuo”. Las tabacaleras compraban a los científicos, quienes elaboraban informes donde se afirmaba que no hacía daño. Y hoy día, medio siglo después, se sabe que provoca cáncer. Pero esta sociedad se ha dado cuenta de ello tardíamente, cuando hay miles y miles de fallecidos por cáncer pulmonar y el problema cuesta miles y miles de millones de dólares al mundo entero.



Señora Presidenta, yo quiero hacer un llamado a esta Sala.



¡Hasta cuándo se va a bloquear este proyecto de ley!



¿Hay voluntad o no para etiquetar las bebidas alcohólicas?



Por cierto, cuando se exportan desde nuestro país a Madrid, a Nueva York, a Sidney, van con una leyenda: “El consumo excesivo de bebidas alcohólicas puede producir daño a la salud”. Empero, cuando las consumen nuestros jóvenes no hay etiqueta; cuando van a las mesas chilenas no hay etiqueta. Como si aquí su consumo abusivo no provocara daño: ¡solo a los extranjeros...!



Entonces, Chile vende tipos particulares de pisco, de vino, que únicamente dañan la salud de los habitantes del mundo desarrollado. Al connacional no le hacen nada. Porque, en definitiva, aquí se niega la advertencia.



Señora Presidenta, el alcohol está presente en el mundo entero desde hace más de 30 mil años. De ahí datan los primeros registros. 



Ahora, el daño que ocasionan las bebidas alcohólicas ha sido corroborado por muchos estudios de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile.



Al final, uno dice: “El que quiera chupar, que chupe”. “Con la mía nomás”, reza el viejo y típico refrán. Por lo tanto, cuando uno grita “¡Borracho!” y el otro le responde “¡Con la mía nomás!”, se podría sostener: “Si tiene dinero, que consuma alcohol”. 



¿Pero qué señala la referida Facultad? 



Su análisis demuestra que cada año se pierden 2 mil 969 millones de dólares por problemas derivados del consumo de alcohol: aproximadamente, 2 mil 830 millones por baja en la productividad laboral y 110 millones por atenciones de salud. Esto equivale a 300 mil viviendas básicas o 4 mil 500 consultorios equipados.



¿Y cuánto recupera nuestro país en impuestos?



Porque los otros dicen: “Nosotros pagamos impuestos”.



Como en el tabaco: el viejo debate.



¡La recuperación llega a 813 millones de dólares!



O sea, ¡las pérdidas en productividad laboral y atenciones de salud ascienden a 3 mil millones de dólares y recuperamos 813 millones...! 



¡Flor de negocio para Chile...! ¡Gran negocio...! 



Es un negocio para los productores. 



Por cierto, señora Presidenta, el alcohol es tolerado socialmente. Se habla del “bebedor social”. 



Tengo en mis manos el detalle extenso de las patologías derivadas del consumo de alcohol. ¡Es terrorífico! ¡Si alguien lo leyera! 



Sin embargo -y puedo decirlo por experiencia familiar-, ningún alcohólico se reconoce a sí mismo como tal. Es imposible, porque se trata de una enfermedad. 



Considerar a un alcohólico como persona que se divierte y goza de beber constituye un error: es un enfermo y debe ser tratado en consecuencia.



En la lucha contra el alcoholismo, las asociaciones de alcohólicos anónimos, que tanto bien le hacen al país cuando recuperan a los consumidores excesivos, y la iglesia evangélica, que ha sacado del alcoholismo a miles de hombres y mujeres para reinsertarlos en la sociedad, deben recibir apoyo. Y el mejor respaldo que pueden tener es el reconocimiento del alcohol como veneno cuando se ingiere de manera desmedida.



¿Qué genera el consumo de alcohol en aquella forma? Entre las patologías neurosiquiátricas: depresión, trastorno de ansiedad, trastorno de conciencia. Entre las hematológicas: inmunopatías, desórdenes de la coagulación. Entre las reproductivas: infertilidad, impotencia, síndrome de alcoholismo fetal. Además, anorexia, desnutrición. 



Entonces, uno se pregunta: si el alcohol provoca todo aquello, ¿quién lo defiende y por qué?



¿Por qué el proyecto que presenté en 2006, ¡hace nueve años!, sigue todavía en la Comisión de Agricultura? ¡Por suerte no lo habían archivado...! Acabo de rescatarlo. ¡Ahí está! 



Señora Presidenta, aquí hay daños económicos para nuestro país. No es “Con la mía nomás tomo”. ¡No! “Con la nuestra tenemos que cuidarte y sanarte, y a costos elevadísimos".



El 50 por ciento de los adolescentes comienza a beber antes de los 17 años, y el 5 por ciento, antes de los 12.



Entonces, ¡que nuestro ídolo tenga la camiseta con la cerveza de moda, que la publicidad esté en los estadios...! 



Esta iniciativa busca regular, y está rozando algunos intereses.



Tenemos el proyecto de ley sobre lobby, que no me gusta del todo, porque al final nos pone a los parlamentarios como objetos de él. Pero de algo servirá. Y espero que en lo que sigue del debate, cuando lleguen los productores de todo tipo de alcoholes, quede registrado a qué vienen al Congreso Nacional. 



Y ojalá podamos terminar de una vez por todas con las donaciones secretas a las campañas. Porque, claramente, ello daña a la democracia, daña a la credibilidad en la política y en instituciones tan importantes como el Parlamento.



Por lo tanto, voy a votar a favor de este proyecto de ley. Porque el año 2009 se postergó la iniciativa presentada en 2006. Dijeron: “Cuando se apruebe este haremos Comisiones unidas con el proyecto de Navarro, que se halla en la Comisión de Agricultura”.



Recuerdo la última vez que concurrí a dicho órgano técnico: fui derrotado una vez más, cuando expresaron: “La verdad es que deseamos discutirlo, pero cuando lleguen los proyectos refundidos de la Comisión de Salud”. 



2009, 2010, 2011, 2012, 2013, 2014: ¡seis años! Y aquí, en la Sala -no sé quién lo pidió-, una vez más se solicita postergar la votación. 



La conciencia nacional y miles y miles de familias nos van a agradecer si el Senado de la República avanza un milímetro en la lucha contra el flagelo del alcoholismo. 



Acá, de quienes están porque no haya legalización en el caso de la marihuana y rasgan vestiduras por ello espero una actitud coherente en el ámbito del alcohol. 



Aquí votamos los proyectos de ley regulatorios del consumo de tabaco.



Los fumadores pasivos sufrimos mucho durante la dictadura: uno iba a las reuniones del partido y se encontraba con una nube de humo. ¡Y ay de quien osara criticar para que un fumador apagara su cigarrillo, porque era expulsado! ¡Todos fumábamos...!



Hoy día tenemos a los consumidores afuera de los edificios, pasando frío, sufriendo la ventolera: ¡que algo les cueste el vicio...! Y los fumadores pasivos, la inmensa mayoría, algo han ganado: no se contaminan con el humo generado por los demás, que es más pernicioso para aquellos.



Señora Presidenta, pido que se vote. Voy a pronunciarme a favor. Es una gran idea advertir sobre las consecuencias de la ingesta de alcohol; informar al consumidor, y, sobre todo, generar políticas tendientes a desincentivar el consumo en Chile, pero no solo en los jóvenes, sino en la población entera. Porque al final pagamos todos.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, en mi segundo discurso -y voy a ser muy breve-, debo señalar que aquí ha habido tres tipos de argumentaciones, muy distintas entre sí. Y me gustaría, a pesar del escaso tiempo de que dispongo, poder diferenciarlas.



La primera es apocalíptica: andan buscando, en el ojo ajeno naturalmente -porque no ven la paja en el propio-, todo tipo de intereses, mala fe, malas intenciones, o atribuyéndonos fortalezas o poderes que francamente, en lo personal, me encantaría tener.



Alguien ha manifestado que es culpa de un Senador que un proyecto lleve nueve años en tramitación.



¿No será por inepcia de quienes lo formularon? ¿O acaso porque existe una discusión muy de fondo que ha hecho que su texto haya cambiado muchas veces, por estar mal planteado?



¡No cuesta nada tirar insultos mirando a la tribuna o decir que ellos son los salvadores del imperio de la libertad o de la democracia, versus alguien que modestamente ha ejercido sus derechos para señalar algo muy distinto!



Yo he sostenido que este proyecto de ley está mal formulado, particularmente en el artículo 2°. En el resto tiendo a concordar; y el Senador Orpis se ha referido al punto en su intervención.



En mi concepto, si queremos enfrentar de verdad el problema del alcoholismo, sobre todo en los niños, debemos determinar cómo enfocamos lo relativo a la formación, a la educación.



Pero aquí, en vez de eso, se entra en el reino de las prohibiciones, de las negaciones, de los buenos y los malos. Y ellos, por cierto, siempre en la posición de los buenos.



A quienes argumentan de esa manera les digo que primero deben mirarse a sí mismos.



Alguien hizo referencia a la Fórmula 1. Yo estaba mirando la información: la gran discusión es porque la Fórmula 1 pasó -diría yo- del alcohol a la Red Bull, porque logró terminar con ese tipo de patrocinio.



Entonces, cuando se habla de “intereses” o de “lógica de atrás”, ¡momentito!



¡No acepto insolencias o insinuaciones de esa índole! ¡Yo estoy planteando -y se lo aclaro a todos- conceptos!



A mi juicio, reviste gran importancia entender que esta materia debe enfocarse en la lógica educacional y no en la lógica represiva, ni menos en la de instalar de hecho una prohibición sobre algo que es lícito.



Además, en la situación expuesta -también lo aclaro-, se trata de trabajadores que legítimamente desempeñan una labor. Y para quienes están muy mal informados: ¡no son grandes en el mundo del vino! 



Como bien expresó el Senador del Maule con quien compartimos representación, no son grandes productores, sino pequeños productores que llevan a cabo un emprendimiento lícito, legítimo. Pero hoy día se afirma que son todopoderosos y, adicionalmente, que su actividad debe prohibirse.



Hay una segunda argumentación que me parece razonable, señora Presidenta.



Se dice: “Es preciso generar una iniciativa nueva”. Ello, como si la ley resolviera siempre todos los conflictos.



Esa lógica me parece bastante especial; es muy propia de este Parlamento. Pero la acepto como razonable.



A diferencia de la primera, que considero ilegítima, pienso que, conforme a ella, algunos pueden sostener que por el camino indicado se entra a una sociedad feliz. Son los mismos a quienes generalmente identifico como el Gran Hermano: desde arriba quieren que todas las actividades de las personas estén cauteladas, controladas, fiscalizadas.



Yo soy más partidario de armonizar adecuadamente la libertad con la educación. No me parece que sea una ética tan difícil de implementar.



Señora Presidenta, yo creo que somos capaces de llegar a un acuerdo. 



Empero, la idea de legislar -y lo señalo brevemente- tiene un sentido. No se trata de que uno diga “Que se legisle: después lo arreglamos”.



¡Momento: cuando uno aprueba la idea de legislar está aceptando los conceptos!



Eso es lo que reclamo en el caso particular del artículo 2°, pues estimo que hay en él un concepto equivocado: el remplazo de la educación por la prohibición, de la legitimidad por la ilegitimidad.



Me parece que aquello es equivocado y perturbador.



En todo caso, considero que ha sido muy interesante este debate, pues de alguna manera ha permitido plantear las legítimas posiciones diferentes. Pero, ¡por favor!, no nos creamos catones. ¡De catones este país está cansado!



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, yo pensaba hablar en la sesión de mañana, durante la discusión del proyecto que otorga un bono permanente. Consideraba más apropiado hacerlo en esa oportunidad, por tratarse de mi primera intervención en el Senado.



Sin embargo, después de escuchar este debate siento la necesidad de efectuar un par de reflexiones con respecto a la materia que ocupa a la Sala.



Yo no tomo ni fumo, pero no tengo ningún complejo con respecto a las personas que lo hacen. A mí me preocupan la señal que da este Parlamento y el sentido constructivo y de buena fe de la ley en proyecto, en el sentido de que esté inspirada en el bien común y en la idea de proteger la salud de la ciudadanía.



Eso lo entiendo, y es lo que me motiva a votar a favor de esta iniciativa.



No obstante, tengo una inquietud.



Quien está en la Cámara de Diputados piensa que llegar al Senado significa entrar a una institución que marca un poco la diferencia, por su seriedad. Pero me causa extrañeza el haber escuchado a algunos parlamentarios manifestar dudas por el hecho de haberse demorado tanto la tramitación de un proyecto.



¡Si vieran lo que pasa en la Cámara Baja podrían hablar de la existencia de una serie de intereses cruzados!



Más allá de lo que se pueda sostener durante esta discusión, debo decir que pocas veces estoy de acuerdo con el Senador Navarro en alguna materia (en la buena fe, en el sentido inspirador). Sin embargo, se entorpece el debate cuando se ponen en tela de juicio las actuaciones de los demás parlamentarios.



Yo creo que el Senado marca la diferencia. Quien es Diputado siempre entiende que aquí hay un sentido distinto para el análisis de los diversos temas, una perspectiva de mayor seriedad cuando de votar se trata.



A mi entender, todos los que estamos aquí queremos proteger a los ciudadanos y procurar su mejor salud. 



Coincido con algunos planteamientos del Senador Navarro. No obstante, mi Honorable colega nubla todo cuando, al terminar su exposición, habla de la nueva Constitución, de las represas. Entonces, al final, un punto serio como el que estamos analizando se politiza, lo cual hace perder sentido a mi concordancia con Su Señoría. 



Uno puede tener muchas diferencias, señora Presidenta, pero también, concordar con algunos planteamientos serios.



Yo he venido al Senado a defender, no los intereses de alguien en particular, sino los intereses de todos los chilenos, independiente de su religión o color político.



Y esta no es una arenga por tratarse de mi primer discurso en esta Alta Corporación. Mi comportamiento lo voy a demostrar en el transcurso -y por qué no decirlo- de los próximos dieciséis años.



Anuncio que votaré favorablemente este proyecto de ley. Y espero perfeccionarlo, mejorarlo, cuando se inicie el proceso de indicaciones. 



Si contamos con una vara especial para medir las repercusiones del consumo de tabaco, podemos hacer lo propio en el caso del alcohol. Pero tampoco se trata de demonizarlo, porque detrás de él hay una actividad digna y con legítimo derecho a seguir subsistiendo.



Gracias, señora Presidenta.



--Queda aplazada la votación general del proyecto.
ESTABLECIMIENTO DE MEDIDA DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde proseguir la segunda discusión general del proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9036-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.


Discusión:



Sesiones 85ª, en 14 de enero de 2014 (queda para segunda discusión); 86ª, en 15 de enero de 2014 (queda pendiente la segunda discusión general).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El proyecto fue informado en su momento por la Comisión de Constitución, la que lo aprobó, tanto en general cuanto en particular, por 3 votos a favor y 2 en contra.



La primera discusión se realizó el 14 de enero de este año, ocasión en la que se solicitó segunda discusión, la cual se inició al día siguiente.



Quedaron inscritos para hacer uso de la palabra los Senadores señores García, Tuma, Walker (don Patricio), Walker (don Ignacio), señora Allende y señores Navarro, Lagos, García-Huidobro y Chahuán.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Continuando con la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este proyecto, que modifica la Ley Orgánica de Carabineros de Chile, pretende establecer la medida de control preventivo de identidad. 



La idea central es facultar a los funcionarios de Carabineros de Chile para que realicen el control preventivo de identidad y cotejen la existencia de órdenes de detención de cualquier persona en determinadas circunstancias.



Cuando se hacen encuestas, cuando visitamos nuestra región, cuando nos juntamos con las organizaciones vecinales, uno de los principales temas que plantean los chilenos, señor Presidente, es el de la seguridad ciudadana. Piden que haya mayor presencia de Carabineros. Y esta iniciativa tiene por objeto entregar herramientas a esta institución -tan prestigiada, por cierto- para que pueda llevar a cabo su labor.



Creo que es necesario facultar a los funcionarios de Carabineros para que, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, realicen el control preventivo de identidad y cotejen la existencia de órdenes de detención de cualquier persona, en cualquier lugar o zona donde por circunstancias fundadas sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales. Se trata, por lo demás, de una práctica o atribución que tienen todas las policías del mundo civilizado. 



Si uno analiza lo que acontece en los países con los cuales nos gusta compararnos (principalmente los que integran la OCDE), constata que en todos ellos las policías cuentan con estas facultades.



Por lo mismo, es indispensable aprobar el proyecto que nos ocupa sin los temores que algunos han planteado. 



Soy de aquellos que creen que Carabineros de Chile sigue siendo una de las instituciones más prestigiadas en todo el mundo, y no solo por lo que dicen las encuestas. Cuando uno visita alguna de las naciones cuyas policías se han formado al alero de nuestra institución, siempre escucha buenas opiniones acerca de su labor.



Yo siento que este es un proyecto necesario, que hay que darle esta atribución a Carabineros, porque de esta manera le permitiremos llevar adelante un trabajo que, sin duda, es difícil, sacrificado, en una sociedad donde se exigen muchos derechos, pero donde no se respetan los deberes.



A mi juicio, el control de identidad está destinado a evitar la ejecución de un determinado delito en aquellos casos en que existan indicios que hagan temer la ocurrencia de este tipo de hechos; pretende fortalecer las facultades preventivas de la institución, y solo se otorga a través de su personal en servicio. En concreto, consiste, como ya hemos indicado, en solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención de cualquier persona, en cualquier lugar o zona donde por circunstancias fundadas sea previsible la ocurrencia de delitos, y concluye inmediatamente después de que la persona controlada se identifica.



No tengo ninguna duda de que esta es una herramienta que Carabineros necesita. Como dije, hay países desarrollados como Alemania, España, Estados Unidos, Italia, Francia e incluso Perú, donde todas las policías poseen esta facultad.



Por eso, considero indispensable aprobar esta herramienta, que le permitirá a la policía uniformada cumplir sus funciones aún de mejor manera de lo que ya lo está haciendo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, hoy día el control de identidad ya existe en nuestra legislación. Se halla establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal.



¿Qué dispone dicho precepto? Que, en casos fundados y según las circunstancias, se podrá efectuar control de identidad en cuatro situaciones: primero, cuando existan indicios de haberse cometido un delito; segundo, cuando se intente cometer un delito, simple delito o falta; tercero, cuando se suministre información útil, y cuarto, cuando una persona se encapuche para ocultar o dificultar su identidad.



Esos son los cuatro casos que contempla el actual artículo 85 del Código Procesal Penal, referido al control de identidad.



¿Qué hace el proyecto de ley, señor Presidente? Agrega un artículo 85 bis que apunta a que la policía cumpla un rol preventivo respecto del control de identidad, cuestión que no se halla contemplada en el actual artículo 85. 



El artículo 85 bis señala que el objeto es “precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público”. Ahí se podrá solicitar la identificación. 



En mi concepto, es muy importante la facultad para cotejar la existencia de órdenes de detención de cualquier individuo que se encuentre en lugares o zonas en que por circunstancias fundadas, primero, sea previsible que se cometa un hecho delictual, o segundo, que pongan en riesgo la seguridad o el orden público.



¿Por qué hago hincapié en que encuentro relevante la facultad que se agrega en el artículo 85 bis? 



Por dos razones. 



Es sabido que en nuestro país el 50 por ciento de quienes cumplen condena lo hacen en libertad. Adicionalmente, más del 50 por ciento de ellos reinciden en la comisión de delitos. Es decir, tenemos una población condenada que en alto número cumple su pena en libertad y, paralelamente, existen elevados niveles de reincidencia.



Frente a tales niveles de reincidencia, me parece fundamental otorgar esta facultad a Carabineros, porque seguramente van a existir muchas órdenes de detención respecto de personas que, cumpliendo su pena en libertad, vuelven a delinquir.



Por eso, señor Presidente, creo muy importante incorporar esta facultad adicional en el artículo 85 bis, pues hay lugares o zonas -esto se halla demostrado de manera absoluta por estudios policiales cada vez más profesionales- en donde se concentran los delitos.



Y eso no solo pone en riesgo la seguridad de las personas, sino que también afecta al orden público. Todos sabemos que hay encapuchados que se infiltran en marchas pacíficas. Sin embargo, hoy resulta difícil cuantificar tal situación solo en función del actual artículo 85. De tal manera que las propuestas me parecen medidas de control de identidad necesarias para complementar el actual precepto del Código Procesal Penal, cuyas dos primeras hipótesis apuntan a indicios de haberse cometido un delito o se refieren a un ilícito frustrado. Las otras dos dicen relación con el suministro de información y con el ocultamiento de la identidad.



De ahí que considero fundamental que cada vez las policías vayan cumpliendo un rol preventivo mayor, para lo cual resulta importante agregar esta nueva facultad en el artículo 85 bis del Código Procesal Penal.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, le ofrezco la palabra al Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, este proyecto se enmarca dentro de la denominada “Agenda de Seguridad Ciudadana” que impulsó el ex Presidente Sebastián Piñera. Su sentido o alcance es dotar a Carabineros de Chile de una facultad conocida como “control preventivo de identidad”. Sin embargo, incurriendo, a mi juicio, en un error de diagnóstico, parte de la base de que la policía preventiva no tendría tal facultad.



No obstante, al observar el artículo 85 del Código Procesal Penal vigente en nuestro país, al cual se le han introducido al menos siete modificaciones a partir del año 1998, cuando se derogó la detención por sospecha, uno advierte que él contempla de manera expresa la facultad de Carabineros para realizar el denominado “control de identidad”. Y establece ciertas consideraciones o elementos objetivos para que la policía pueda realizarlo.



Alguien se preguntará: ¿Por qué esta facultad tiene que reunir condiciones objetivas? Primero, porque la libertad ambulatoria es un derecho garantizado por la Constitución Política. Y cuando el constituyente estableció el derecho a la libertad, dejó consignado que solo por el marco señalado en una ley podía ser limitado. Esta limitación legal generalmente se concreta a través de una norma que autoriza a un órgano intermedio -es decir, el juez- para limitar un derecho fundamental. Es cuando el juez no participa -como en el caso de los controles de identidad preventivos, sin autorización judicial- que se requiere una norma muy determinada y muy precisa. De lo contrario, se saca del ámbito jurisdiccional la limitación de un derecho fundamental como la libertad.



El artículo 85 del Código Procesal Penal actualmente faculta a Carabineros para realizar control de identidad en dos circunstancias. En primer lugar, cuando existan indicios de que la persona ha cometido un delito o se apresta a cometerlo. En este caso, como digo, se requieren indicios. Pero hay una hipótesis -agregada en la agenda corta antidelincuencia el año 2007 o 2008- que ni siquiera exige indicios: cuando una persona se encuentre embozada, encapuchada u oculte su identidad. Es este caso, la policía, incluso sin que exista ningún tipo de indicios de que alguien ha cometido o se apresta a cometer un delito, se halla facultada para efectuar control de identidad.



Entonces, mi reflexión es que hoy día no tenemos un vacío legal, sino una policía que no ejerce una facultad. Habría que preguntarle por qué no la ejerce, pero la facultad legal existe.



El mensaje plantea la idea de agregar un artículo 85 bis por la necesidad -a mi juicio, equivocada- de incorporar una facultad que, como acabamos de ver, ya existe. Y cita como ejemplo las legislaciones alemana, norteamericana y española. Pero olvida decir que todas y cada una de ellas establecen condiciones objetivas para que la policía pueda ejercer dicha facultad.



Es más, en el caso del mal citado stop and frisk de Estados Unidos, basado en la Cuarta Enmienda, no se señala nada en cuanto a que las vestimentas únicamente pueden ser revisadas de manera superficial y para el solo efecto de comprobar si esconden armas.



En consecuencia, señor Presidente, este es un proyecto que, a mi juicio, adolece de un error de diagnóstico y que, lo que es peor, busca la solución en un lugar donde no la vamos a encontrar. Es decir, su aprobación no va a generar un mejoramiento en los niveles de seguridad, menos aún cuando la facultad que entrega queda circunscrita a ciertos lugares.



Por tanto, la policía ya no solo tendrá la posibilidad de determinar, eventualmente, cuáles son los indicios, sino que además podrá ejercer el control de identidad únicamente en ciertos lugares. ¿Por qué va a ser más importante que una persona, no siendo sospechosa, esté parada frente al Palacio de La Moneda o frente a una empresa y no frente a una casa que pueda atacar?



A mí me parece que la solución que plantea el proyecto no es la más adecuada, señor Presidente, y por eso voy a votar en contra de este.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, creo que este tema, muy interesante, marca una diferencia -legítima, particularmente en democracia- respecto de cómo enfrentar quizás uno de los problemas más relevantes del Chile de hoy: la seguridad.



Y me parece que esta legislación, contra lo que plantea el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, sí puede representar un punto de inflexión bastante importante en la forma de enfrentar la seguridad pública y la delincuencia, tal como lo señalé en la primera parte de esta discusión, que en verdad comenzó hace un mes, un poco antes del cambio parlamentario. Ahora estamos en la segunda parte.



Desde mi perspectiva, aquí hay dos visiones: aquellos que creen que hoy día está todo hecho o todas las herramientas entregadas en materia de delincuencia, o que de repente miran al cielo pensando: “Bueno, la cosa se arreglará sola cuando se abuene un conjunto de personas que más bien están llamadas a delinquir”; y aquellos otros que consideramos que se advierte debilidad en muchas instituciones. 



A mi juicio, una de las grandes carencias o deudas sociales que existen hoy es, precisamente, la manera como se enfrenta el tema de la seguridad pública. Hay responsabilidades en la forma de investigar los delitos, de la Fiscalía, de Carabineros, de los distintos gobiernos. No me cabe duda. Pero creo que también hay debilidades legislativas. 



Y ahí es donde aparece un punto que, a mi modo de ver, es superdiscutible: o está todo bien hecho, o efectivamente faltan normas que permitan a Carabineros actuar mejor. Sin embargo, si los resultados actuales instalan el tema de la seguridad como el problema número uno, por lejos, significa que algo no está funcionando tan bien. Alguien podría levantar la mano y decir: “No podemos más en esta materia; estamos al máximo”. Pero yo pienso que no es así.



El proyecto contiene una idea que me parece superrazonable. Cada vez que he conversado con representantes de Carabineros de mi región o de juntas de vecinos donde se hace seguimiento del Plan Cuadrante, ha surgido el tema de cuáles son las herramientas con que cuenta Carabineros para operar, para solicitar la identificación de personas ubicadas en lugares de peligro, tal como los define este articulado. Se trata de lugares objetivos -instalaciones de abastecimiento, de agua potable, de gas- o “donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público”.



Algunos afirman, al igual que como se planteó anteriormente, que hoy no se necesita norma para aquello. Bueno, ¡por algo Carabineros la ha pedido muchas veces! Si existiera, no estaríamos, creo yo, instalando este tema. Pero, como no existe, es muy importante operar del modo en que lo está proponiendo el proyecto.



Adicionalmente, señor Presidente, este persigue un triple propósito: primero, prevenir; después, dar curso a órdenes pendientes, en el caso de que las hubiera, y tercero, hacer cumplir las sentencias judiciales, como un efecto indirecto de lo anterior.



Estimo que está bien planteada la argumentación contraria, pero me cuesta entender, sobre todo por la lógica de por qué se ha presentado esta iniciativa, que se vote en contra de una facultad que se está pidiendo para Carabineros, de la naturaleza mencionada, sujeta a regulaciones, restricciones y con una tipificación bien precisa. Yo, al contrario, considero que es una de las cosas que realmente se necesitan para el bien de Chile. Hasta ahora las facultades del artículo 85 del Código Procesal Penal no han sido suficientes. ¡Si no, estaríamos viviendo en un país distinto del que yo percibo día a día!



Creo que Carabineros da garantías en esta materia respecto al uso racional y positivo del elemento que se le pretende entregar.



Teóricamente, existe una norma sobre el particular, pero eso lo niegan justamente quienes se oponen a este proyecto, lo cual a mí por lo menos no me hace sentido.


Por eso le doy gran importancia al establecimiento de medidas de control preventivo de identidad, en la forma como se plantea. Me gustaría que se diera una señal potente en esa dirección. No sé a quién daña, para ser bien franco. Por el contrario, creo que ayuda mucho a favorecer la acción de Carabineros y avanzar hacia la seguridad pública.



Votaré a favor.

)-------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Antes de dar la palabra nuevamente, quiero saludar, en el día de su cumpleaños, a nuestro querido Senador señor Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PROKURICA.- ¡Se reserva el derecho a decir la edad…!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no iba a hablar; pero ya que me hace este reconocimiento, quiero decir que, como se lo señalé en la mañana a la primera persona que me llamó, ¡quienes me llaman para felicitarme son mis enemigos…! ¡Mis amigos se olvidan de hacerlo…!

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¡Este Presidente no lo ha llamado, sino que le ha formulado un reconocimiento…!

)-----------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, deseo expresar que este proyecto de ley se enmarca dentro de lo que se conoció como “medidas de seguridad pública con el objeto de evitar la ocurrencia de los delitos cometidos con ocasión de manifestaciones”, que fue profusamente difundido por el ex Ministro del Interior y el entonces Presidente de la República. Y, a mi juicio, incurre en un serio error conceptual, porque no fija el punto real del problema.



Si uno mira con detención y lee con bastante cuidado el artículo 85 del Código Procesal Penal se da cuenta de que las atribuciones de Carabineros para actuar son amplísimas. En la práctica, no tiene limitación respecto del control de identidad.



El artículo 85 bis, nuevo, propuesto se pone en una hipótesis que, a mi entender, es conceptualmente errada. ¿Por qué? Porque hace presumir que alguien cometerá un delito por el solo hecho de estar presente en determinado lugar. Esto, además, atenta contra la doctrina de nuestro Derecho Penal, pues los delitos se sancionan no por dónde se encuentre determinada persona, sino por los actos que ella comete, siempre y cuando se trate de un hecho típico antijurídico y culpable.



Entonces, con la nueva norma que se pretende introducir al Código Procesal Penal se rompe esta estructura lógica del ordenamiento jurídico penal y más bien se entrega a Carabineros una atribución que, a mi parecer, puede ser errada y llevar a una interpretación bastante restrictiva de lo que es en sí el artículo 85. Ello, además de que lo dispuesto en el artículo 85 bis, sin duda afecta garantías constitucionales, toda vez que, al hacer aplicable el artículo 85 original, en sus incisos tercero y siguientes, permite a Carabineros proceder a la detención de una persona por hasta 8 horas, con el objeto de determinar y verificar efectivamente su identidad.



Lo anterior, sin duda, significa una conculcación de derechos constitucionales, como el relativo a la libertad de las personas.



En el mensaje se mencionan -algo señalaba el Senador Felipe Harboe- otras legislaciones. Pero el Ejecutivo omitió las diferencias existentes.



Por ejemplo, en el caso de la legislación americana, tal vez la más llamativa, existen las reglas del stop and frisk, según las cuales el funcionario policial puede proceder al registro de un individuo, pero solamente con el objeto de determinar si porta armas.



Debemos recordar que, a diferencia de nuestro país, en Estados Unidos el porte de armas es bastante más recurrente y tiene un marco legal mucho más laxo. En Chile es muy limitado el número de personas que pueden portar armas de fuego.



Y lo que busca esa norma norteamericana es evitar que el policía que realice un control de identidad o ejerza una acción policial se encuentre con un sujeto armado.



Esa disposición de la legislación estadounidense solo permite la acción para ese fin concreto y no como se plantea en el caso chileno.



Otro tema relevante es que el hecho de que se señale que el funcionario policial estará sujeto a responsabilidad penal y administrativa carece de sentido. Es una norma básica del Derecho Administrativo nacional que, si cualquier funcionario público, de lo cual no se excluyen los policías, comete abusos o delitos en el ejercicio de su función, queda sujeto a responsabilidad administrativa y penal.



Expresarlo en el proyecto de ley carece de sentido, a mi juicio, porque se trata de una garantía que poseen los ciudadanos cuando un funcionario público actúa mal -en este caso, un policía-, en orden a poder recurrir tanto al ente administrativo como al jurisdiccional, de existir la comisión de un delito.



A consecuencia de ello, colocar esta responsabilidad de los funcionarios policiales ex post en caso de que realicen un control de identidad no ajustado a la ley o fuera de la normativa no tiene razón de ser porque ya se encuentra en la legislación actual.



Por otro lado, esta iniciativa hace alusión, más que al tipo penal o a la posibilidad de que se esté cometiendo un delito, a que se podrá ejercer el control de identidad en determinados lugares en que se encuentren las personas.



Eso constituye, según yo, un disvalor y un concepto errado.



Me pregunto qué sentido tiene, por ejemplo, establecer en el proyecto que Carabineros podrá ejercer esta atribución, entre otros lugares, frente a un domicilio particular, donde quizás puede ser mucho más grave la ocurrencia del hecho.



En consecuencia, aquí se genera, asimismo, una diferencia que considero absolutamente injustificada.



Un dato no menor que cabe hacer presente es que, de todas las detenciones que se producen en nuestro país y que son controladas por los juzgados de garantía, no más de 2 por ciento son declaradas ilegales. Ello da cuenta de que en la gran mayoría de los casos los funcionarios policiales actúan con el debido resguardo, conforme a la ley.



Finalmente, quiero decir, señor Presidente, que insisto en lo que manifesté en la Cámara de Diputados: el problema de los encapuchados en las protestas no tiene que ver con las normas procesales, sino con una cuestión de inteligencia y de investigación policial.



Esta disposición no va a terminar con los encapuchados. En consecuencia, es mala y rompe la estructura armónica del Código Procesal Penal, razón por la cual voy a votar en contra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este proyecto tiene enorme importancia para el control de la delincuencia. Si algo nos pide la ciudadanía diariamente en nuestras conversaciones con juntas de vecinos, con adultos mayores, con diversas organizaciones de la comunidad, es que le devolvamos a Carabineros toda su autoridad para controlar la delincuencia, a fin de evitar que este flagelo atemorice a nuestra población, a nuestros niños, a nuestros pobladores y todos podamos usar las plazas, los lugares públicos y gozar de ellos, y llegar a nuestros hogares y lugares de trabajo con seguridad y tranquilidad.



Por eso, siento que todo lo que hagamos con el objeto de dotar a Carabineros de mayores atribuciones, facultades y herramientas para efectuar un control preventivo va en una buena dirección, en un buen camino.



Escuché con atención la intervención del Senador Harboe. Él señala, en lo grueso, que vota en contra porque le parece innecesario crear esta atribución nueva, pues ya la tendría Carabineros; no habría vacío legal.



Sin embargo, se pregunta por qué no se ejerce la potestad del artículo 85 del Código Procesal Penal.



En verdad, cuando uno conversa con carabineros nos dicen: “No tenemos la facultad para hacer un control preventivo de identidad en la forma como aquí se propone”.



Señor Presidente, el artículo en cuestión plantea: “en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla, en la forma establecida en el inciso siguiente”.



Y tal inciso agrega: “La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse”.



Por lo tanto, señor Presidente, la atribución de que se trata constituye una nueva herramienta destinada al control preventivo de identidad, con el fin de dar mayor seguridad a la población. Y no es una facultad excesiva, sino la estrictamente necesaria para avanzar mejor en la protección de nuestros conciudadanos.



Insisto: esta es una norma necesaria. En las demandas que nos hace la ciudadanía en nuestros contactos con ella, lo que con más frecuencia nos pide, lo que más nos reclama es que hagamos todo lo posible para frenar la delincuencia. 



Yo siento que esta iniciativa es una herramienta que va en ese sentido y, por ende, el apoyarla implica, finalmente, entregarle a Carabineros de Chile una atribución que, según nos han dicho, hoy no tiene y que necesita.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, a mi juicio, este debate, que ya efectuamos semanas atrás y que ahora reiteramos, genera una suerte de contradicción entre lo que uno vive en las localidades de las diversas regiones y lo que plantean los parlamentarios de la Concertación con respecto a la acción de Carabineros frente a las comunidades.



Se observa una voluntad y un trabajo permanente para llevar a las comunas de nuestro territorio más comisarías, más retenes, más carabineros. Y creo que en los últimos años nadie ha estado ajeno a ese esfuerzo del país.



Por eso, es importante preguntar si queremos la presencia de carabineros en las distintas regiones, barrios, etcétera, con facultades o no. Porque podemos realizar toda una discusión teórica acerca de si la policía uniformada posee las atribuciones que requiere, pero fueron las propias autoridades de Carabineros de Chile quienes plantearon aquí, en el Senado -yo asistí a la Comisión de Constitución, pese a no ser miembro de ella, cuando concurrieron allí el General Director y otros Generales de la institución-, las dificultades que enfrentan para efectuar el control de identidad de personas e incluso de individuos sospechosos.



Por lo tanto, en la práctica las normas no son todo lo eficaces y eficientes que se necesita. Y por eso me llama profundamente la atención la argumentación de algunos Senadores en el sentido de que esta iniciativa afectaría cierta garantía constitucional: la libertad de las personas.



Eso no se hace presente frente a una institución como Carabineros de Chile. Y tampoco se le quiere dar la atribución pertinente para que sus integrantes practiquen el control preventivo de identidad, en circunstancias de que esos mismos carabineros, en cualquier parte, pueden hacer parar un automóvil, pedirle al conductor su licencia de conducir, la cédula de identidad y los antecedentes del vehículo. Y, si estos últimos no son correctos, puede incluso requisar o retener el auto. 



Nadie ha dicho que tal atribución afecta libertades constitucionales, pues todo el mundo entiende que esas facultades de los carabineros tienen por finalidad prevenir accidentes y, en consecuencia, acepta que en una carretera, en un barrio, en una avenida o en una calle puedan detener un vehículo y pedir la documentación correspondiente.

Entonces, ¿por qué el mismo carabinero que posee dicha atribución, que todos aceptamos y celebramos como parte de una acción para prevenir un accidente, no puede tenerla también para prevenir delitos que con mucho mayor vigor y dolor afectan a las familias?



Si un carabinero usa esa atribución, o cualquier otra, de manera abusiva, se le sancionará mediante la aplicación de normas generales o especiales. Pero no hay duda de que para prevenir delitos; evitar que alguien cometa una acción delictiva; dañe a otras personas o la propiedad pública o privada, resulta indispensable entregar a Carabineros de Chile facultades que le permitan llevar adelante sus funciones de manera adecuada.



Por eso, señor Presidente, me cuesta entender la argumentación de que este proyecto afectaría una garantía constitucional como la libertad de las personas. Más bien creo que detrás de aquella se esconde el hecho de que esta iniciativa debe rechazarse por haber sido presentada por determinado Gobierno; que no se tiene que darle a este el respectivo mérito.  



¡Pensemos en las cosas por las que todos hemos luchado!

Yo he visto a parlamentarios de la Concertación, en mi región, trabajar con gran entusiasmo y muchas veces obtener éxito y lograr la instalación de comisarías en barrios y en sectores rurales y una mayor dotación de carabineros, que es un requerimiento y una solicitud permanente de la comunidad. Sin embargo, en el momento en que se propone concederles a esos carabineros una atribución, se dice: “No, pues afecta la libertad de las personas”.



Eso claramente no resiste análisis. Porque -reitero- los carabineros pueden, en cualquier momento, detener un automóvil y pedirle al conductor no solamente la cédula de identidad, sino también la licencia de conducir y los antecedentes del vehículo.



La norma propuesta es una más en la lucha contra la delincuencia. No es la panacea; a lo mejor no es lo que va a resolver ese problema. Pero, sí, permitirá tener policías que realicen una labor preventiva, con las facultades pertinentes. Y me parece que debiéramos aprobarla.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero entregar a la Sala una información que pasaré a detallar, pues creo que los parlamentarios de la Concertación cometen un tremendo error al rechazar este proyecto, del cual creo que se van a arrepentir. No dudo que lo hacen con los fundamentos que consideran adecuados; pero se equivocan y voy a explicarles por qué, desde mi punto de vista.



Las distintas legislaciones en el mundo contienen o no algunas normas que permiten a la policía, en lugares con alta intensidad de delitos, pedirle a una persona que se identifique aun cuando ningún acto de ella se encuentre vinculado a la comisión de un delito. 



Expreso lo anterior, porque lo primero que uno debe despejar es si la disposición en análisis se halla dentro de las normas de aplicación general en los países que han tenido relativo o pleno éxito en la lucha contra la delincuencia.



En el informe de nuestra Comisión figura la legislación de Alemania, Francia e Italia.



Nadie puede sostener que dichos países no son democráticos; que no tienen Estado de Derecho o que sus leyes son excesivas.



Bueno, en esas tres naciones la policía tiene la facultad, sin limitación alguna, de aplicar el control de identidad a una persona y pedirle que exhiba la respectiva documentación, aun cuando no aparezca vinculada a ningún hecho ilegal o delito.



En Alemania el procedimiento se efectúa con el solo propósito de evitar determinado peligro a la seguridad y el orden público y para remediar su perturbación. O sea, es una medida preventiva que no requiere ninguna exigencia en particular.



En Francia se lleva a cabo para prevenir una alteración al orden público. Es decir, con el fin de “prevenir” le pueden requerir su identificación a una persona.



En el caso de Perú -fíjense: Perú-, ocurre exactamente lo mismo. 



En Italia existe la obligación general de identificarse cuando la autoridad así lo pide.



Señor Presidente, esos países, que han tenido relativo éxito en la lucha contra la delincuencia, incorporaron una norma que permite a las policías, simplemente, solicitarle a una persona su identificación -¡su identificación!- para saber si tiene órdenes de detención, con el propósito de que individuos vinculados al mundo de la delincuencia que en ese instante no están cometiendo un delito puedan ser objeto de control.



Se ha sostenido que en Chile existiría esa disposición. Pero, en verdad, es un profundo error. La policía tiene, efectivamente, la facultad de pedirle a una persona que se identifique, en tres hipótesis: 1) cuando ha cometido un delito, lo cual resulta evidente, porque debería detenerla; 2) cuando ha intentado cometer uno, y 3) cuando se dispusiere a cometerlo.



Pero la pregunta es la siguiente.



¿Puede la policía en Chile -como lo dijo el General Director de Carabineros-, en un barrio específico donde por la noche transitan personas que no están cometiendo ningún delito, pero donde también lo hacen algunos que -todos lo sabemos-, como se dice en la jerga delictual, “sapean” los barrios de distintos sectores -robos y asaltos se producen porque personas circulan por esos lugares-, decirles a esos individuos: “Señores, facilítenme su cédula de identidad”?



Los carabineros no tienen facultades para registrarlos. Carecen de toda atribución, salvo la de pedir a una persona que exhiba su carné.



Efectivamente es una limitación al derecho de los ciudadanos: nadie debería controlarlos cuando circulan libremente por las calles. 



Pero surge la pregunta: ¿acaso no es conveniente pagar el costo de solicitar a una persona que se identifique si para ello existen fundados antecedentes, como dice la norma -o sea, no se trata de un acto arbitrario-, y se trata de lugares que han sido definidos como de alta intensidad delictual?



¿Por qué alguien se va a sentir afectado u ofendido si, llegando a su casa, un policía le pide por favor que se identifique?



¿Me puede dar un minuto más, señor Presidente, para terminar?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Continúe, señor Senador.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Consultaba por qué alguien podría molestarse por esa atribución policial. 



Yo les aseguro que la gente está dispuesta a aceptarlo si eso aleja de sus barrios a los delincuentes. Estos se pasean por los distintos sectores a fin de conocer los movimientos de los locales comerciales y de los vecinos para luego delinquir.



Dicha facultad existe en todas partes del mundo, señor Presidente. Sin embargo, hoy día no la tiene nuestra policía.



Deseo agregar un antecedente adicional. 



En Chile se otorgó esta misma atribución preventiva en el inciso cuarto del artículo 7 A de la Ley de Violencia en los Estadios, que dice: “El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad preventivos, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal…”. O sea, hoy día es posible hacerlo.



Asimismo, Carabineros puede detener un vehículo, aunque el conductor no esté haciendo absolutamente nada, para realizar un control de identidad. ¡Nadie alega!



Si usted va al estadio, le pueden pedir el carné. ¡Y nadie alega, aunque el afectado no esté haciendo nada!



Lo único que estamos planteando ahora es que, en determinadas zonas definidas por la autoridad como de alto nivel delictual, se permita que la policía…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Concédame 30 segundos más, por favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor ESPINA.- ¿Por qué la policía no puede pedirle a una persona simplemente que se identifique?



Carabineros de Chile está solicitando contar con esa facultad. Lo requirió reiteradamente en la Comisión. ¿Por qué a un policía no le es posible decirle a un ciudadano: “Muéstreme su carné de identidad”?



Alguien señaló que los carabineros van a abusar con esa prerrogativa. Señor Presidente, si así fuera, ese oficial tendría que ser sancionado. Habrá mecanismos de control. 



Pero esta herramienta ¡existe en todas partes! En países democráticos como Alemania se aplica abiertamente.



Por último, les voy a decir una cosa a quienes son Gobierno: se van a arrepentir de haber rechazado esta propuesta legislativa, porque la facultad que se propone da mucha tranquilidad a la ciudadanía, que va a estar conforme con su implementación. Pregunten en sus circunscripciones si la gente no está dispuesta a mostrar su carné de identidad si con eso se impide que cometan delitos las personas que andan merodeando por sus barrios.



Por eso, les pido que voten a favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, como este proyecto toca garantías fundamentales de las personas, obviamente, uno debe ser cuidadoso sobre el particular, por cuanto puede implicar una limitación de tales derechos.



Al respecto, deseo recordar que, a comienzos de los noventa, por lo menos en los medios de comunicación, hubo un gran debate acerca de la detención por sospecha. Aquello terminó en el Congreso, donde se hicieron modificaciones para limitar la arbitrariedad que en la práctica significaba el uso de ese ejercicio, el cual estaba asociado a aspectos raciales, sociales e, incluso, personales. Y se llegó a una situación claramente abusiva.



Quiero que recordemos esa situación.



Por lo tanto, es legítimo -y nada es en contra de la policía- que uno tenga la aprensión de proteger lo que está garantizado en la Constitución. Porque para eso estamos aquí.



En segundo lugar, si uno revisa la propuesta, observa que se pretende tomar una atribución que figura en el artículo 85 del Código Procesal Penal y circunscribirla específicamente a determinados lugares. Por consiguiente, se plantea efectuar una aplicación parcial de una norma más general.



Pero, por la redacción del texto de la iniciativa, se desprende que se busca aumentar el control no en las poblaciones donde vive la gente que requiere y demanda justicia y protección social, sino, más bien, en edificios públicos que podrían tener determinada connotación política en ciertas circunstancias.



Por la misma razón, cabe suponer que hay lugares físicos en donde las personas tienen ciertos derechos y otros, en los cuales viven y trabajan, que contarían con un estatus inferior, toda vez que la policía tendría mayores limitaciones para actuar en ellos. En cambio, estaría mucho más facultada para ejercer controles en sectores con una especie de protección privilegiada.



Me parece que ello introduce una desigualdad que no es razonable.



Por otro lado, se corre el riesgo de confundir el mensaje que se pretende dar por ley con relación a derechos garantizados en la Constitución. Ello, porque se establece cierto grado de arbitrariedad para ejercer un control de identidad que debería ser universal y parejo. No hay ninguna razón que justifique el que la policía piense que en una población puede relajarse, pero enfrente de determinado edificio público deba ser más celosa en el desempeño de sus funciones.



Asimismo, me da la impresión de que el artículo propuesto está un poco suelto. Pareciera que, más que controlar la delincuencia común o los peligros que enfrentan los particulares, guarda relación, en algunas circunstancias, con movilizaciones sociales o hechos de naturaleza política y con un mayor control sobre la población, lo cual retrotrae el argumento a lo que señalé al comienzo, en cuanto a que esto se vincula con las garantías fundamentales de las personas.



Por consiguiente, materias tan delicadas como los referidos derechos deben responder a leyes y a principios más generales, y no derivar en situaciones que terminan introduciendo tal nivel de excepciones a la norma que, incluso, puede implicar algún grado de arbitrariedad de parte de la autoridad.



Y me avalo en lo que ya indiqué: una situación similar ya la vivimos a comienzos de los noventa. Es cosa de recordar los precedentes sobre el asunto y el hecho de que este mismo Parlamento tuvo que intervenir.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señor Senador.



Ofrezco la palabra al Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, sin perjuicio de que el Comité PPD va a pedir aplazamiento de la votación, quiero referirme a lo que plantea este proyecto de ley. 



Ya cinco Senadores, varios abogados expertos en Derecho, son incapaces de ponerse de acuerdo en cuanto a lo que dice la legislación: ¿Carabineros cuenta o no con la facultad mencionada? 



Y creo que nadie está argumentando de mala fe. Escuché al Senador Espina, y encuentro que las cosas que dijo tienen mucho sentido. También oí al colega Harboe, y comparto sus palabras. Lo mismo respecto al Senador Pedro Araya, cuya exposición fue clarísima.



Entonces, no estamos hablando sobre aspectos doctrinarios ni acerca de algo que no pueda comprobarse. Se trata de cómo interpretamos textos legales. Para eso fuimos llamados a argumentar.



Ante ello, yo digo: “¿Sabe qué? Estimo que aquí estamos errando el tema”. 



En el fondo de esta propuesta legislativa hay una preocupación por controlar delincuentes -entre comillas- en lugares “especiales”. Se busca ver cómo hacer frente a movilizaciones sociales, donde sí hemos visto a gente que se excede. Lo que está detrás de este proyecto de ley es facultar a Carabineros para controlar a las personas que asistan a ciertos lugares.



Eso es lo que se percibe en la expresión corporal de la iniciativa.



Y me salto la interpretación jurídica, porque ya varios Senadores la han realizado, y muy buenas, en uno y otro sentido. Creo que en ese punto no nos vamos a poner de acuerdo.



Sería bueno saber qué perseguía el Gobierno anterior al introducir los cambios que realizó vía indicaciones al proyecto, que tiene mucho tiempo de tramitación.



Lo único que planteo, señora Presidenta, es que, tal como está redactada la norma y según lo que he escuchado, la iniciativa presenta una mirada un poquito más represiva que garantista. Y eso es algo a que siempre nos hemos visto enfrentados acá.



Se trata de miradas distintas.



A mi juicio, habíamos avanzado muchísimo en esta materia al eliminar la detención por sospecha. Entiendo y me hacen sentido los argumentos jurídicos que señalan que Carabineros hoy día cuenta con elementos para hacerse cargo de quienes con malas prácticas o malas artes perjudican la convivencia de la sociedad.



Desde esa perspectiva, cabe preguntarse: ¿es necesaria esta propuesta legislativa? Pareciera que no.



Ahí surge otra interrogante: ¿qué hay detrás de esta iniciativa? La mirada de ciertos sectores que piensan que, tal vez, de esta forma se interpreta al resto de la ciudadanía. Yo tengo mis dudas respecto de si ese es el mejor camino para hacerlo, sinceramente. 



Desde ese punto de vista, anuncio que voy a votar en contra del proyecto. 



Con todo, el aplazamiento de la votación tal vez nos brinde la posibilidad de realizar un mejor debate y de reposar las miradas sobre el particular. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, creo necesario intervenir a efectos de clarificar algunos aspectos de la discusión. 



Básicamente, en las exposiciones de los colegas observo una confusión entre la detención por sospecha, que se hallaba vigente en la década del noventa, y el control de identidad, herramienta que la iniciativa pretende entregar a Carabineros para que pueda chequear los antecedentes de una persona, a través de los instrumentos que establece el artículo 85 bis, inciso segundo. 



Además, también existe una confusión respecto del texto original de la norma. En efecto, los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, en particular los Honorables señores Guillier y Lagos, argumentaron haciendo lectura de la propuesta inicialmente planteada. Pues bien, les quiero señalar que eso fue rechazado por la Comisión de Constitución, la que sugirió en su reemplazo la inclusión del artículo 85 bis, nuevo, en el Código Procesal Penal, que no hace referencia a lugares públicos o a sus inmediaciones, “tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas”. 



Tal alusión fue completamente erradicada por los integrantes de la Comisión. 



En consecuencia, el texto que hoy día se propone tiene por objeto entregar una herramienta -¡una sola herramienta!- a Carabineros de Chile para que pueda realizar un control de identidad.



Más aún, el inciso final del artículo 85 bis que se pretende incorporar en el Código Procesal Penal dispone: “El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.



Por consiguiente, me parece que están absolutamente salvaguardados los derechos de los ciudadanos, a la vez que se entregan facultades mínimas -¡mínimas!- a Carabineros para hacer bien la labor que la Constitución le ha encomendado con relación a la seguridad y al orden públicos. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señora Presidenta, este debate lleva varios años en el Congreso. Si no saco mal la cuenta, son 24 años. Y durante ese lapso algunos parlamentarios han argumentado sobre la base de un supuesto: que una gran limitación al ejercicio de la función policial es no poder controlar a los ciudadanos en determinados lugares. 



¿Y qué se ha hecho al respecto? Se terminó con la detención por sospecha, porque atentaba contra derechos fundamentales, y se estableció el control de identidad, norma a la que se le han hecho, por lo menos, cuatro cambios. 



Todo apunta ahora a perfeccionar nuevamente esa figura, respecto de la cual siempre se ha creído que genera un efecto muy significativo en la función policial. 



Los argumentos dados aquí los hemos oído muchas veces. Más aún, Carabineros ha participado en la redacción de todos los textos que aprobamos antes. Desde el primer proyecto -el General Cordero en varios momentos ha estado presente-, se ha acogido lo solicitado por dicha institución. 



Yo leo esta iniciativa y trato de ver qué aporta. Y me parece que, si algo positivo tiene, es bastante marginal. Además, implica riesgos. 



La verdad es que está en la línea de lo que ya existe. Me gustaría que alguien me explicara cuál es el agregado en esta propuesta que permitiría concluir que, a partir de ella, la acción policial será más eficaz, sin considerar la discusión sobre el eventual efecto en ciertos derechos. 



En mi opinión, la figura que se persigue ya existe en lo fundamental; por tanto, estimo que este no es el punto central que limita el papel de las policías en la actualidad. 



Todos sabemos que Carabineros ha aumentado mucho su dotación; ha aumentado mucho su equipamiento; han aumentado mucho sus recursos. Nunca antes había tenido a su disposición tal cantidad de fondos, ya sea para inversión, ya sea para ir cambiando sus equipos permanentemente. Incluso, los recursos para inversión se aportan más rápido que la capacidad de ejecutarlos por parte de la institución. 



En consecuencia, creo que el Parlamento en algún momento deberá discutir qué pasa en Carabineros. Digamos las cosas como son: ¿cuánto ha avanzado a partir del mayor equipamiento disponible y qué limita su acción? 



A mi juicio, Carabineros es una institución fundamental. Yo la respeto; sé que tiene toda una historia en Chile. Pero hay que efectuar un debate en serio sobre el particular, el cual no debe centrarse en perfeccionar la figura que permita detener personas en determinados lugares. 



Al respecto, cabe preguntarse si Carabineros cuenta con capacidad para diagnosticar las dinámicas sociales delictuales. ¿Logra captar lo que está ocurriendo en diferentes sectores y bajo distintas circunstancias?



Personalmente, creo que la realidad es muy cambiante y dinámica. Los delincuentes aprenden harto a cada momento y buscan nuevas maneras de ejecutar sus acciones; pero Carabineros queda muy atrás en la percepción de tales cambios. 



Sé que ello no es solo un problema de dicha institución. Basta ver lo que pasa en el Ministerio Público: ¿qué capacidad de diagnóstico posee para actuar de manera más eficaz?



A mi juicio, hay dificultades en todo nuestro sistema. 



Por eso, me parece muy bien lo que ha planteado el actual Gobierno en torno al STAD (Sistema Táctico de Análisis Delictual). Creo que eso va a ayudar muchísimo. Sin duda, se debe ir profundizando esta herramienta, como se ha planteado recientemente, para que tenga mayor capacidad de análisis cualitativo y no solo sistematice determinadas informaciones. 



Hay que comprender la realidad.



En el centro de Santiago, lo que hoy día ocurre se relaciona muy poco con lo que sucedía hace cinco años, porque las cosas van cambiando y adquiriendo otra dinámica. Y lo mismo pasa en los distintos sectores de la ciudad. 



Yo me pregunto si el Plan Cuadrante -con todo lo que lo valoramos, en fin- cuenta con un diagnóstico para cada territorio, con una estrategia adecuada y con un plan de metas, a fin de avanzar en el control de la delincuencia. Me parece que no. 



El gran problema no radica en la existencia de dicho Plan, sino en la forma en que opera. Y eso supone formar a los carabineros de otra manera. El General Vera intentó hacerlo. Trató de incorporar muchos elementos técnicos, pero, al final, la institución se resistió al cambio. 



En definitiva, señora Presidenta, este proyecto no realiza un aporte significativo y presenta el riesgo, como lo han dicho distintos parlamentarios, de atentar contra derechos fundamentales, aunque se encuentra en la línea de las anteriores modificaciones legales aprobadas por el Congreso. 



El asunto de fondo estriba en cómo evaluamos lo que ocurre realmente con la función policial; en cuál es nuestra visión de ella, y en cómo aportar para que Carabineros se ponga más a la altura de los actuales tiempos y sea más eficaz. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, sin duda, el debate sobre esta materia, como han dicho aquí todos los colegas, es muy sensible. 



Cuando el proyecto de ley en análisis se plantea como una necesidad fundamental para que Carabineros pueda ejercer su función en el control preventivo de identidad, uno debe preguntarse si lo propuesto es efectivamente necesario. 



Frente a esa primera interrogante, la respuesta de varios Senadores, en forma mayoritaria en el Senado, es que resulta innecesario. 



Se ha señalado, más encima, que la iniciativa no aporta mucho -nada nuevo- a lo que ya existe. Lo que sí era una novedad, como explicó el Senador Chahuán, fue sacado de la propuesta inicial. Me refiero a la norma que establecía la detención preferente en lugares que podían ser considerados de riesgo de comisión de delitos, como hospitales, edificios públicos y una serie de otras instalaciones. 



Entonces, uno dice: “Bueno, ¿en qué se traduce lo ahora propuesto?”. 



A mi juicio, para encontrar justificación a este proyecto, uno debe retrotraerse al momento en que el anterior Gobierno lo presenta. En ese minuto se procuraba entregar una forma de solución frente al problema de la delincuencia y a la imposibilidad de Carabineros de controlar el orden público o de actuar de manera más eficaz frente a hechos delictivos. 



Carabineros dispone hoy día de las facultades pertinentes. Cuando necesita actuar, lo hace. Tiene las herramientas, los elementos, la capacitación, la información. Sabe exactamente dónde están los mayores índices de violencia y qué tipo de delitos se cometen. 



Por lo tanto, uno debe preguntarse por qué Carabineros no está siendo eficaz en la acción contra la delincuencia. Y son múltiples las razones -a algunas de ellas se refirió el colega Montes; no me extenderé por motivos de tiempo- por las cuales hoy día Carabineros no puede dar como excusa frente a la ineficacia de la acción policial en la represión contra la delincuencia el hecho de carecer de facultades -sí las tiene- para detener y controlar a personas que se encuentran en acción sospechosa o cometiendo derechamente un delito.



Y ahí es donde viene, entonces, el problema más grave: si estamos siendo eficaces o no en la definición de políticas de Estado o de instrumentos que permitan encarar la inseguridad ciudadana y el drama de la delincuencia que se vive en el país.



En consecuencia, uno llega a la conclusión de que este proyecto es una solución de parche, una estrategia comunicacional o un instrumento a través del cual un Gobierno equis, cualquiera que este sea, pretende dar la señal a la opinión pública de que se halla muy interesado en buscar una solución al problema, pero en la práctica no es nada eficaz.



Y en la medida en que se siga encarando la delincuencia y la inseguridad ciudadana solo desde el punto de vista de qué podemos hacer para reprimir, estamos mal enfocados si no abordamos definiciones en todos los niveles que resultan fundamentales para atacar ese flagelo, las cuales tienen que ver con la prevención frente a la comisión del delito mediante el trabajo en educación, en deporte, en vida saludable, en organización ciudadana, en ocupación de los espacios públicos, en una labor de control policial mucho más eficaz y coordinada con el resto de las instancias del Estado o la ciudadanía organizada, en la buena administración de justicia, otro blanco al cual uno siempre apunta desde el momento en que se tiende a echarle la culpa cuando uno se pregunta por qué la acción contra los delincuentes no es lo suficientemente eficaz.



Sin embargo, el problema más grave también es que no hacemos nada serio, consciente, responsable, consistente en materia de rehabilitación -esos cuatro elementos juntos- y no la encaramos simultáneamente como una política de Estado sostenible en el tiempo.



Ahí es donde se producen las mayores diferencias de evaluación en el Senado, en la sociedad o en aquellas autoridades que en un momento determinado les toca ejercer el Gobierno.



Esa es la razón por la cual muchos de nosotros calificamos esta iniciativa legal como una manera de reponer la detención por sospecha que, en la experiencia histórica de nuestra sociedad, significó discriminación, significó represión, significó que los jóvenes fueran los más perjudicados por la forma como las policías usaban y abusaban de dicho recurso. 



No era casualidad que el 90 por ciento de los detenidos por sospecha fueran jóvenes, porcentaje del cual casi ninguno aparecía como culpable de algún delito, o sea, no registraban antecedentes de ninguna especie. 



Entonces, claramente esta iniciativa legal entra en contradicción con lo que debe ser la preservación de los derechos y las libertades individuales y la definición de una política pública en esta materia.



Por último, señora Presidenta, quiero consultar si el proyecto se votará ahora.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No, Su Señoría. Tal vez mañana.

El señor PIZARRO.- Entonces mañana emito mi pronunciamiento.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En realidad, ignoro si será mañana porque -como usted bien sabe- figuran en la tabla otros proyectos cuyo tratamiento ya anticipamos y lo más probable es que dejemos el que nos ocupa para después.



Estaba dispuesta a darle un minuto más, Senador señor Pizarro, para que finalice su intervención.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias, señora Presidenta. Ya es suficiente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, la verdad es que cuando uno oye argumentaciones como la del Senador Pizarro entiende que parte del recelo que despierta el proyecto en debate tiene un origen histórico: la detención por sospecha.



Y me parece razonable que despierte suspicacias y se piense que el proceso que se vivió durante un tiempo en nuestro país pueda, si se repite, dar lugar a abusos policiales en la detención de personas, porque la mera sospecha, los prejuicios -estamos llenos de ellos-, el hecho de ver a alguien chascón o con barbita altiro nos suscitan inquietudes, en circunstancias de que puede tratarse de una persona muy decente, honorable, que merece todo nuestro respeto y admiración...

El señor COLOMA.- ¡Para qué mira al Senador Navarro...!

El señor PROKURICA.- ¡Ahora entiendo lo del pelo largo...!

El señor LARRAÍN.- Es efectivo que esos prejuicios en un momento dado de nuestra historia, durante el período militar, generaron abusos.



Sin embargo, es curioso: no nos olvidemos de que, con las mismas atribuciones que otorgaba dicho recurso policial, en los primeros años del Gobierno de Patricio Aylwin disminuyeron las detenciones en un porcentaje abrumador.



No recuerdo exactamente las cifras -no las tengo a la mano-, pero solo el 18 por ciento de las detenciones eran por sospecha y en los primeros años del Gobierno del entonces Presidente Patricio Aylwin, antes de que se modificara esta norma legal, menos del 1 por ciento de los detenidos obedecían a dicha atribución.



Entonces, creo que aquí están en juego cosas adicionales.



Entremedio se experimentó con la eliminación de la detención por sospecha, que era muy subjetiva, y se pasó a un control de identidad simple que en la práctica, por ser demasiado objetivo, no ha producido efecto alguno ni ha sido un elemento que ayude a las policías en su proceso preventivo.



Hemos escuchado en nuestra Comisión la opinión de las policías, con sus fundamentos, quienes realmente sienten que tienen las manos amarradas y que las atribuciones de que hoy día disponen no son suficientes.



Además, dado que existe un juicio público muy severo acerca de los carabineros cada vez que se exceden o abusan en el ejercicio de sus funciones, con mayor razón ellos se retacan y no utilizan las facultades que les son propias, pues no resultan lo suficientemente claras.



El Gobierno anterior presentó un proyecto que no nos pareció el más adecuado, tanto es así que se sustituyó por el texto que finalmente se somete a nuestra consideración. Por ello, al menos yo quiero leerlo y ojalá todos puedan hacerlo sin tener en mente la detención por sospecha. 



Con más de alguno de ustedes yo he conversado que, pasados los años, mi principal sustento ideológico es el sentido común -no digo el mío porque no siempre es el mejor- y que la legislación, en su mayor relevancia, debe ser cercana a ese principio.



Hemos tenido problemas no por las movilizaciones sino por el aprovechamiento de ellas. El fenómeno de los encapuchados ha perturbado la buena línea, la justificación o la legitimidad de las movilizaciones, porque muchos se aprovechan para desplegar acciones que nada tienen que ver con aquellas  o, aunque así sea, representan visiones más extremistas.



¿Qué plantea la iniciativa legal en comento? El artículo 85 bis dice que “en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público,” -es decir, al inquirírsele a Carabineros por qué intervino debe responder que tiene en su poder antecedentes que justifican la existencia de hechos que lo hicieron actuar de determinada manera- “Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona” -¿en qué situaciones?- “que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas,” -nuevamente estamos hablando de hechos objetivos: Carabineros tendrá que asegurar que hay circunstancias fundadas; no el solo hecho de que una persona está frente al Estadio Nacional o La Moneda. ¡No! Debe ser un lugar donde haya circunstancias fundadas que permitan pensar...

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le daremos un minuto más.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señora Presidenta.



Decía que deben mediar circunstancias fundadas donde “sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla”.



¿Cómo se acredita la identificación? Mediante cualquier forma oficial, pero verosímil. Dice el artículo: “documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad.” -por ejemplo, un carné escolar- “El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.”.



 Por lo tanto, solo en caso de negativa y en ese único escenario, la persona podrá ser llevada a la comisaría. Si no, y acreditada la identificación, el procedimiento acaba ahí, salvo que tenga una orden de detención, caso en el cual podrá hacerse efectiva.



Por último, y por cierto, el abuso en el ejercicio de las facultades estará sujeto a las sanciones que correspondan.


En consecuencia, tengo la impresión de que no estamos frente a una situación de terrorismo o abuso policiales, sino ante la posibilidad de dar a la policía instrumentos para que pueda ejercer un mejor control preventivo. No me parece que esta iniciativa sea un exceso, y es posible avanzar en esta instancia corrigiéndola mejor todavía.



Hicimos un esfuerzo de corrección, de redacción para que pudiéramos llegar con una proposición adecuada, pues entendemos que el fantasma de la sospecha siempre ronda detrás de este tipo de discusiones. 



Sin embargo, al mismo tiempo tenemos que ser responsables ante el país y procurar contar con una legislación que le permita a Carabineros cumplir su función preventiva para brindar seguridad, tranquilidad y mejorar el orden público de nuestro país.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha llegado a su término el Orden del Día.



Cerrado el debate de esta iniciativa y su votación queda aplazada, como fue solicitado.


--Queda aplazada la votación.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a la petición de oficio que ha recibido Secretaría.

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor OSSANDÓN:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que informe acerca de CONTINUACIÓN DE PROGRAMA DE RECUPERACIÓN DE CONDOMINIOS SOCIALES SEGUNDA OPORTUNIDAD.






)----------------(


--Se levantó la sesión a las 19:25.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE APORTE FAMILIAR PERMANENTE DE MARZO Y AJUSTA NORMA QUE INDICA

(9273-05)

Oficio Nº 11.166
VALPARAÍSO, 13 de marzo de 2014.
Con motivo del mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que concede aporte familiar permanente de marzo y ajusta norma que indica, correspondiente al boletín N° 9273-05, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Del Aporte Familiar Permanente de Marzo

Artículo 1º.- 
Concédese, por una vez cada año en el mes de marzo, un aporte familiar permanente a quienes al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a su otorgamiento sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley Nº 18.020; y a quienes, a dicha fecha, sean beneficiarios de asignación familiar o asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban dichas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Asimismo, recibirá este aporte familiar permanente cada persona o familia que al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento, sea usuaria del subsistema “Seguridades y Oportunidades”, creado por la ley N° 20.595, independientemente de si perciben a esa fecha transferencias monetarias por esta causa, y las familias que, a esa fecha, estén participando en el subsistema “Chile Solidario”, siempre que se trate de familias que no sean beneficiarias de alguno de los subsidios o asignaciones a que se refiere el inciso anterior.

El aporte familiar permanente será de $40.000.- por cada causante de subsidio familiar o de asignación familiar que el beneficiario tenga al 31 de diciembre del año anterior a su otorgamiento. En el caso del inciso segundo, dicho aporte ascenderá a $40.000.- por familia.
El referido aporte familiar no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Artículo 2º.- 
Cada causante sólo dará derecho a un aporte familiar permanente, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento, se preferirá siempre a la madre beneficiaria.
En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el beneficiario que perciba el aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo anterior estará obligado, en un plazo máximo de treinta días contado desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 31 de diciembre del año anterior se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. Igual obligación tendrá respecto de quien tenga derecho a alimentos decretados judicialmente a favor de los causantes de asignación familiar que den origen al aporte familiar a que se refiere el inciso primero del artículo 1º de esta ley.

Artículo 3º.- 
El monto del aporte familiar permanente se reajustará el 1 de marzo de cada año, en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior al pago del aporte familiar a que se refiere esta ley.

Artículo 4º.- 
El aporte familiar establecido en esta ley será de cargo fiscal y su pago se efectuará por el Instituto de Previsión Social, en una sola cuota, durante el mes de marzo de cada año. 

Con todo, tratándose del personal de las instituciones públicas centralizadas y descentralizadas, con excepción de aquellas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 32 del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que en su calidad de empleadores participen en la administración del sistema de asignación familiar, el pago del aporte familiar permanente lo efectuarán directamente a su personal, o a quien corresponda, de conformidad con lo dispuesto por la Superintendencia de Seguridad Social. El pago se realizará conjuntamente con la remuneración correspondiente al mes de marzo de cada año, recuperando los montos involucrados a través del mismo procedimiento establecido en el artículo 32 del aludido decreto con fuerza de ley Nº 150, para el caso de las asignaciones familiares.

Artículo 5º.- La Superintendencia de Seguridad Social proporcionará al Instituto de Previsión Social las nóminas de los beneficiarios y sus causantes del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, de la asignación familiar y de la asignación maternal establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que tengan derecho al aporte familiar permanente. A su vez, el Ministerio de Desarrollo Social remitirá al Instituto de Previsión Social las nóminas de beneficiarios del aporte familiar en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1°.

Artículo 6º.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del aporte familiar permanente que establece esta ley, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.
Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del aporte familiar permanente, en aquellos casos de su competencia. Tratándose de los beneficiarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley, estas facultades corresponderán al Ministerio de Desarrollo Social. 

Artículo 7º.- A quienes perciban indebidamente el aporte familiar permanente que establece esta ley, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas, o la institución que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.
Artículo 8º.- 
El plazo para reclamar por el no otorgamiento del aporte familiar permanente a que se refiere esta ley será de un año, contado desde el mes de abril del año en el cual corresponde pagar el beneficio.
En tanto, el plazo para el cobro del precitado aporte familiar será de nueve meses contado desde la emisión del pago.

Título II

Del Bono de Invierno

Artículo 9º.- 
Sustitúyese el inciso final del artículo 20 de la ley N° 20.717 por el siguiente: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.”.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- 
El pago del aporte familiar permanente correspondiente al año 2014 se efectuará a más tardar a contar del día 1° del mes subsiguiente a la publicación de esta ley. Tratándose del personal a que se refiere el inciso segundo del artículo 4º de la presente ley, el pago se efectuará conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 

Durante el año 2014, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago del aporte familiar permanente.

Artículo segundo.- 
El primer reajuste del monto del aporte familiar permanente se efectuará el 1 de marzo de 2015, según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de abril y diciembre de 2014. 

Artículo tercero.- 
El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo a los recursos contemplados en la asignación 24-03-122 Provisión para Distribución Suplementaria del Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE COMPLEMENTA LA REGULACIÓN DE LOS CENTROS DE ACOPIO QUE INDICA

 (9047-21)


Oficio Nº 11.167


VALPARAÍSO, 13 de marzo de 2014

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que complementa la regulación de los centros de acopio que indica, correspondiente al boletín N°9047-21, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase el artículo 2° transitorio de la ley N°20.434 por el siguiente:

“Artículo 2°.- Prohíbese el otorgamiento o renovación de autorizaciones para la operación de centros de acopio de peces, como asimismo el otorgamiento y la renovación de las concesiones marítimas de playa de mar, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos, cuyos proyectos no cumplan con las exigencias, condiciones y tecnología que aseguren que no se produzca la diseminación de patógenos, conforme al reglamento que dicte la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO, EN MATERIA DE TRANSPORTE DE PASAJEROS Y SUS DERECHOS 

(4595-15 y 4764-15 REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en Mociones refundidas de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín Nº 4.595-15), y del Honorable Senador señor Gómez y de los ex Senadores señores Vásquez, Ávila, Naranjo y Zaldívar, don Adolfo, que modifica el Código Aeronáutico, estableciendo un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas (Boletín Nº 4.764-15).
- - - - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Felix De Vicente y del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchon.

- - - - - - 


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones que introdujo la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Honorable Senado en primer trámite, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó el siguiente proyecto de ley:


“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º. – Introdúcense, en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII, por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos


Artículo 131.- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición;


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores;


c) Puntos de partida y de destino;


d) Precio y clase del pasaje, y 


e) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contemplados en esta ley.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Artículo 132.- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas discapacitadas, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133.- El transportador aéreo que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje tuviere espacio previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado, a elección del pasajero, al reembolso del importe pagado o a embarcarlo en el primer vuelo disponible que acepte.


En este último caso el transportador estará obligado, además, a proporcionar al pasajero las prestaciones que señale el reglamento, las que como mínimo deberán incluir:


a) Comunicaciones telefónicas que necesite efectuar;


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo;


c) Alojamiento, cuando el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera;


d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, y


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Las prestaciones anteriores son sin perjuicio de las acciones de indemnización que correspondan.


Si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.


De igual modo deberá ofrecerles, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:


a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;


b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;


c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido, y


d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


Artículo 133 bis.- El transportador que, con retardo injustificado respecto de la hora estipulada, iniciare un vuelo que no pueda arribar al punto de destino a la hora indicada en el billete de pasaje, deberá prestar a los pasajeros las mismas compensaciones que se señalan en el artículo 133.


El transportador que cancele injustificadamente un vuelo estará obligado a proporcionar a los pasajeros las mismas prestaciones señaladas en el artículo 133.


Artículo 133 ter.- Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.


2.- Suprímese el artículo 147.


Artículo 2º.- Agrégase, al artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional sustituyó este proyecto de ley, por el siguiente:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase en su artículo 127 el siguiente inciso tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá informar a cada pasajero los derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque, de acuerdo a las condiciones previstas en el presente capítulo.”


2.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos.


Artículo 131. El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición.


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores.


c) Puntos de partida y de destino, precio y clase del pasaje.


d) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos contemplados en el presente capítulo.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Con todo, el transportador estará obligado a tener a disposición de los pasajeros folletos informativos con especificación de sus derechos, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores de los aeropuertos.


Artículo 132. El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento del Ministerio de Defensa Nacional establecerá las condiciones técnicas y de seguridad bajo las cuales se autorizará el transporte de personas con discapacidad, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133. Denegación de Embarque. En el evento que el transportador prevea que tendrá que denegar el embarque de uno o más pasajeros por sobreventa, los cuales se hubieren presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado, deberá pedir en primer lugar que se presenten voluntarios que renuncien a sus reservas a cambio de determinadas prestaciones y reparaciones que se acuerden entre los voluntarios y el transportador. Si el número de voluntarios es insuficiente para que los restantes pasajeros con billetes confirmados puedan ser embarcados en el respectivo vuelo, el transportador podrá denegar el embarque a uno o más pasajeros contra su voluntad, para lo cual deberá:


1.- A elección del pasajero:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo;


b) Reembolso del monto total pagado por el billete, si el pasajero se desiste del contrato de transporte aéreo y éste no hubiera comenzado su ejecución, o


c) Si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y,o conexión, el transportador deberá ofrecer, a elección del pasajero, cualesquiera de las siguientes opciones:


i.- Embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo.


ii.- Reembolso de la porción no utilizada.


iii.- Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


2.- Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá ofrecer al pasajero afectado con la denegación de embarque una suma equivalente a:


a) 2 unidades de fomento para vuelos de menos de 500 kilómetros.


b) 3 unidades de fomento para vuelos de entre 500 y 1000 kilómetros.


c) 4 unidades de fomento para vuelos de entre 1.000 y 2.500 kilómetros.


d) 10 unidades de fomento para vuelos de entre 2.500 y 4.000 kilómetros.


e) 15 unidades de fomento para vuelos de entre 4.000 y 8.000 kilómetros.


f) 20 unidades de fomento para vuelos de más de 8.000 kilómetros.


El pasajero que acepte dichas compensaciones no podrá con posterioridad ejercer acciones contra el transportador por el mismo hecho.


3.- Si, conforme al número 1 letra a) del presente artículo, se embarca al pasajero en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, y la diferencia en la hora de salida respecto a la prevista para el vuelo inicialmente reservado es inferior a dos horas y media, no procederá compensación alguna conforme al número anterior.


4.- Por “viaje con escala y,o conexión” se entiende aquel cuya llegada al punto de destino contempla un punto de partida y uno o más puntos intermedios de escala y,o conexión, cuando formen parte de un mismo contrato.


5.- Del Derecho a Prestaciones. Si el pasajero decide perseverar en el contrato ante una denegación de embarque, el transportador estará obligado a las siguientes prestaciones asistenciales:


a) Comunicaciones telefónicas que necesite efectuar, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a dos horas y media.


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a dos horas y media.


c) Alojamiento para pasajeros con vuelo de retorno y para pasajeros con vuelo de ida que se les deniega el embarque en un punto de conexión, no residentes en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, en caso de que se les ofrezca un nuevo vuelo cuya salida sea como mínimo al día siguiente de la salida programada en el billete de pasaje, y siempre que el pasajero deba pernoctar una o varias noches y el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera.


d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, en caso que fuere aplicable.


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


6.- Por “noche” se entenderá desde la medianoche hasta las 6 horas a.m.


7.- Para los efectos de este artículo, se entenderá que un billete de pasaje se encuentra confirmado, con respecto a los puntos de partida y destino indicados en el mismo, incluyendo puntos intermedios de conexión o escala, en la medida que conste que la reserva o el billete de pasaje ha sido aceptado y registrado por el transportista aéreo o por su agente autorizado.


8.- Sin perjuicio de otros servicios adicionales que puedan ofrecer los transportistas, de acuerdo con las circunstancias y la especial condición del pasajero, en caso de denegación de embarque el transportador deberá embarcar de manera prioritaria a los niños no acompañados, a personas con discapacidad, a los pasajeros de edad avanzada o delicados de salud y, en general, a los pasajeros que, por razones humanitarias calificadas por el transportador, deban ser embarcados con prioridad, como aquellos que viajen por motivos de fallecimiento o enfermedad de un miembro de su familia.


Artículo 133 bis. 1. Del Retraso de Vuelos. En caso de retraso de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derechos en la forma prevista en las letras a) y c) del número 1 del artículo 133.


b) Derecho a prestaciones, conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 133.


c) En caso que el retraso se deba a causa imputable al transportador y sea superior a cuatro horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje, derecho a indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato y el retraso es superior a cuatro horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje, el derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada, según fuere el caso.


Lo dispuesto en las letras a) y b) de este número no será aplicable respecto de atrasos y cancelaciones que sean causados por uno o más eventos que motiven la declaración de un estado de excepción constitucional.


2. De la Cancelación de Vuelos. En caso de cancelación de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derechos en la forma prevista en las letras a) y c) del número 1 del artículo 133.


b) Derecho a prestaciones, conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 133.


c) En caso que la cancelación del vuelo se deba a causa imputable al transportador, el derecho a indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147, salvo que se informe al pasajero de la cancelación y se le ofrezca tomar otro vuelo que le permita salir con no más de cuatro horas de retraso con respecto a la hora de salida prevista.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato, el derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada, según fuere el caso.


e) Para los efectos de lo dispuesto en la letra c) precedente, el pasajero, al efectuar la reserva o compra de su billete de pasaje, informará al transportista, en forma directa o a través de sus agentes autorizados, sus datos de contacto, tales como dirección, teléfono y correo electrónico.


Lo dispuesto en las letras a) y b) de este número no será aplicable respecto de atrasos y cancelaciones que sean causados por uno o más eventos que motiven la declaración de un estado de excepción constitucional.


3. Del Derecho a Devolución de Tasas  Aeronáuticas. En caso de no verificarse el viaje, ya sea por causas imputables al transportador, al pasajero o por razones de seguridad o de fuerza mayor sobrevinientes, las tasas, cargas o derechos aeronáuticos que hubiere pagado el pasajero deberán restituirse a su solo requerimiento en cualquier oficina del transportador o a través del sitio web del transportador aéreo.


4. Del Derecho a Reparación del Transportador. El Transportador que pague cualquier indemnización o proporcione prestaciones o asistencia a un pasajero por causas o circunstancias que se deban en todo o parte al hecho o culpa de un tercero cualquiera, siempre tendrá el derecho de exigir de tal tercero la indemnización de los perjuicios sufridos por el transportador, incluyendo los costos o gastos de tales compensaciones, prestaciones y asistencias de acuerdo a las reglas generales del Derecho.


Artículo 133 ter. En caso que el transportador acomode a un pasajero en una clase superior a la que había pagado, y esto se deba a cualquier causa ajena a la voluntad del pasajero, tal como la falta de espacio en la clase primitiva, no podrá el transportador exigir pago suplementario alguno.


Artículo 133 quáter. Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.


3.- Reemplázase el artículo 147 por el siguiente:


“Artículo 147. La indemnización por retardo en la ejecución del transporte de pasajeros no excederá de doscientas cincuenta unidades de fomento por cada uno de ellos.


Sin embargo, no procederá esta indemnización si el transportador probare que adoptó las medidas necesarias para evitar el hecho causante del retardo o que le fue imposible adoptarlas.


La indemnización a que se refiere este artículo es sin perjuicio de los derechos que le corresponden al pasajero conforme al número 1 del artículo 133 bis.”.


Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 12° del decreto con fuerza de ley N°241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, por el siguiente:


“Artículo 12°. Las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a proporcionar los antecedentes que les solicite la Junta de Aeronáutica Civil para los efectos de elaborar las estadísticas de tráfico aéreo.


Toda información proporcionada por los operadores en relación a los costos de operación tendrá el carácter de reservada.


La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por 
cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales, en forma desagregada e individual por cada vuelo. Esta información deberá ser publicada para fines estadísticos y de información general.”.


Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 43 de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, el siguiente inciso final:


“Se exceptúan de lo anterior los contratos de transporte aéreo de pasajeros, en que por incumplimiento de las obligaciones del transportador, el pasajero podrá ejercer acciones en contra del intermediario o del transportador, sin perjuicio de su derecho a repetir.”.”.


En discusión esta enmienda se señaló que este proyecto de ley tiene por objetivo modificar el Código Aeronáutico con la finalidad de establecer la inclusión de derechos en aspectos relativos a mayor información, sobre retrasos y cancelaciones de vuelos y sobreventa de pasajes. Establecer la obligación para el transportador de informar a la Junta de Aeronáutica Civil sobre los itinerarios y cualquier suspensión, retraso o cancelación de un vuelo, indicando específicamente las causas que lo originen; y a publicar en su sitio web cada una de estas situaciones. A su vez, la Junta de Aeronáutica Civil deberá mantener un registro público de todas las comunicaciones que reciba del transportador acerca de las suspensiones, retrasos o cancelaciones de vuelos. Esta información deberá publicarla además en su sitio web. Por último, se incorpora en la ley de protección de los derechos de los consumidores una situación de excepción a la regla general en que tratándose de los contratos de transporte aéreo de pasajeros, el prestador real del servicio y el intermediario responderán solidariamente, pudiendo el consumidor ejercer la acción respecto de cualquiera de ellos por el total.


En seguida se informó que en la Honorable Cámara de Diputados fue aprobado el informe de su Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo que sustituye el texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, en sesión de fecha 23 de enero de 2014, con 67 votos a favor.

Previo al estudio de las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro, acordó oficiar al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo para conocer las implicancias de las modificaciones propuestas.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su preocupación por la modificación legal propuesta en el artículo 3º del proyecto de ley, relativa al artículo 43 de la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en el sentido de que no es conveniente atribuir responsabilidad a los intermediarios, que son las agencias de viajes, que no tienen incidencia en el transporte áereo, sólo se limitan a vender los pasajes de los transportadores de acuerdo a las normas que los rigen.


En seguida, el señor Senador señaló que en la actualidad, no existen los billetes de pasaje, sino que el pasajero sólo recibe un código de reserva puesto que la compra de los pasajes se realiza en forma electrónica. 


En su oportunidad, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Felix De Vicente, explicó que este proyecto de ley modifica el Código Aeronáutico y otros cuerpos legales para establecer derechos en favor de los pasajeros de vuelos aéreos comerciales. En particular, se destaca la inclusión de derechos en aspectos de mayor información, retrasos y cancelaciones de vuelos y sobreventa de pasajes.


Las principales modificaciones son:


1. Establece el deber de informar a los pasajeros sobre sus derechos y condiciones comerciales de su pasaje.


2. Establece derechos para los pasajeros en caso de denegación de embarque por sobreventa de pasajes (overbooking), que incluyen el embarque en el siguiente vuelo o el reembolso del pasaje, más prestaciones asistenciales, incluidas acceso a teléfono, refrigerios y alojamiento (en ciertos casos) y más una compensación económica, según una tabla acorde a la distancia de los vuelos.


3. Establece derechos para los pasajeros en caso de retrasos o cancelaciones de vuelo, a todo evento, que incluyen prestaciones asistenciales y el embarque en el siguiente vuelo o el reembolso del pasaje.


4. Establece la obligación de las líneas aéreas de devolver las tasas de embarque si es que el pasajero no efectúa el vuelo, a su sola solicitud.


II. Contenido: El proyecto incluye las siguientes modificaciones:


1. Derecho de Información del Pasajero. El transportador tiene la obligación de: 


(i) informar a cada pasajero los derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque;


(ii) incluir en el billete una explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de los derechos del pasajero; y


(iii) tener a disposición de los pasajeros folletos informativos con especificación de sus derechos, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores de los aeropuertos.


2. Transbordo de Personas Enfermas. Un reglamento del Ministerio de Defensa Nacional establecerá las condiciones técnicas y de seguridad bajo las cuales se autorizará el transporte de personas discapacitadas, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


3. Denegación de Embarque. En el evento de sobreventa de pasajes, el transportador deberá pedir en primer lugar que se presenten voluntarios que renuncien a sus reservas a cambio de determinadas prestaciones y reparaciones que se acuerden entre los voluntarios y el transportador. 


Si el número de voluntarios es insuficiente, el transportador podrá denegar el embarque a uno o más pasajeros, pero en tal caso el pasajero tendrá derecho a lo siguiente: 


3.1. Embarque en Siguiente Vuelo o Reembolso. A elección del pasajero, el transportador deberá: 


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible, o


b) Reembolso del monto total pagado por el billete, o


c) Si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y/o conexión, derecho a: i) embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible; ii) reembolso de la porción no utilizada; o iii) retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje. 


3.2. Compensación Económica. El transportador deberá ofrecer al pasajero una suma equivalente a:


a) 2 UF, para vuelos de menos de 500 kilómetros;


b) 3 UF, para vuelos de entre 500 kilómetros y 1000 kilómetros. 


c) 4 UF, para vuelos de entre 1.000 y 2.500 kilómetros;


d) 10 UF, para vuelos de entre 2.500 y 4.000 kilómetros;


e) 15 UF, para vuelos de entre 4.000 y 8.000 kilómetros, y


f) 20 UF, para vuelos de más de 8.000 kilómetros.


El pasajero que acepte dichas compensaciones no podrá con posterioridad ejercer acciones contra el transportador por el mismo hecho.


3.3. Prestaciones Asistenciales. En el evento que el pasajero decida perseverar en el contrato ante una denegación de embarque, el transportador estará obligado a las siguientes prestaciones asistenciales:


a) Comunicaciones telefónicas que necesite efectuar, desde las 2,5 horas de retraso;


b) Comidas y refrigerios, desde las 2,5 horas de retraso;


c) Alojamiento, para pasajeros con vuelo de retorno y para pasajeros con vuelo de ida que se les deniega el embarque en un punto de conexión; 


d) Movilización desde y hacia el aeropuerto; y


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje.


4. Retraso de Vuelos. En caso de retraso de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derecho a embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible o si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y/o conexión, derecho a: i) embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible; ii) reembolso de la porción no utilizada; o iii) retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje. 


b) Derecho a las prestaciones asistenciales antes referidas.


c) En caso que el retraso se deba a causa imputable al transportador y es superior a 4 horas, derecho a indemnización.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato y el retraso es superior a 4 horas, derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada. 


5. Cancelación de Vuelos. En caso de cancelación de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derecho a embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible o si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y/o conexión, derecho a: i) embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible; ii) reembolso de la porción no utilizada; o iii) retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje. 


b) Derecho a las prestaciones asistenciales antes referidas.


c) En caso que la cancelación del vuelo se deba a causa imputable al transportador, el derecho a indemnización, salvo que se informe al pasajero de la cancelación y se le ofrezca tomar otro vuelo que le permita salir con no más de 4 horas de retraso.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato, el derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada. 


6. Derecho a Devolución de Tasas Aeronáuticas. En caso de no verificarse el viaje, las tasas, cargas o derechos aeronáuticos que hubiere pagado el pasajero deberán restituirse a su solo requerimiento en cualquier oficina del transportador o a través del sitio web del transportador aéreo.


7. Derecho a Reparación del Transportador. El transportador que pague cualquiera indemnización, o que entregue prestaciones o asistencia a un pasajero por causas o circunstancias que se deban en todo o parte al hecho o culpa de un tercero cualesquiera, siempre tendrá el derecho de exigir de tal tercero la indemnización de los perjuicios sufridos.


8. Derecho a No Sufrir Costo si el Pasajero es Acomodado en una Clase Superior. En caso que el transportador acomode a un pasajero en una clase superior por la cual había pagado no podrá exigir pago suplementario alguno.


9. Información de Retrasos y Cancelaciones por Vuelo. La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales.
- - - - - - 

VOTACIÓN


- En votación la sustitución propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.
- - - - - 


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de recomendaros que aprobéis la enmienda introducida por la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Honorable Senado, que consiste en su reemplazo total.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 5 de marzo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto. 

Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
4

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE REMUNERADO DE ESCOLARES

(8329-15)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 7 de enero de 2014.
- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Ninguno.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: La signada con el Nº 1.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.

IV.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.

V.- Indicación retirada: Ninguna.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 


La Comisión se abocó al estudio de la indicación presentada al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fue objeto, como asimismo de la disposición en que ella incide y de los acuerdos adoptados sobre la misma.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que mediante dos literales modifica la ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.

ARTÍCULO ÚNICO

El artículo único aprobado en general por el Honorable Senado incorpora las siguientes modificaciones en la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares:


a) Reemplázase en el artículo 3° la expresión “al conductor” por la siguiente: “al conductor o conductores y sus acompañantes,”.

b) Incorpóranse en el artículo 4° los siguientes incisos segundo y tercero: 


“No será admisible la inscripción como  conductores y acompañantes para las personas cuyo certificado de antecedentes para fines especiales, emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, contenga anotaciones relativas a los delitos previstos en los párrafos 2°, 3°, 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro II del Código Penal, y en los artículos 142, 372 bis, 374 bis y 411 quáter del mismo Código.


Para el caso en que los Secretarios Regionales Ministeriales tomen conocimiento de que un conductor o acompañante inscrito ha sido condenado por uno o más de los delitos referidos en el inciso anterior, estos deberán oficiar inmediatamente al Servicio de Registro Civil e Identificación para que informe, en el más breve plazo posible, sobre la existencia de anotaciones prontuariales referidas a los delitos aquí señalados. El Secretario Regional Ministerial, una vez certificada la situación por el Servicio de Registro Civil e Identificación, procederá a la cancelación de la respectiva inscripción.”.”.

Es decir, se establece que no podrán ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares, aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que hayan sido condenadas, por cometer delitos de índole sexual contra los menores de edad. Al mismo tiempo, se otorgan facultades expresas a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones, para cancelar las inscripciones, una vez constatado el incumplimiento de los requisitos habilitantes, establecidos en la ley o el reglamento.
- - - - - - 


A este artículo único se presentó una indicación.

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Letelier, para introducir un literal c), nuevo, del siguiente tenor:

“c) Intercálase en el artículo 6°, a continuación del vocablo “aplicables”, el siguiente texto: “asimismo, tendrá la obligación de certificar que sus choferes y acompañantes están habilitados para desempeñarse como tales, de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 4°. Si con posterioridad a dicha certificación alguno de sus choferes y/o acompañantes incurre en la causal de denegación del registro a la que se refiere el artículo señalado precedentemente, el empresario deberá informar inmediatamente a la Secretaría Regional Ministerial respectiva”.


Durante el análisis de esta indicación realizado en la sesión de fecha 21 de enero del año en curso, el Asesor Jurídico del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, informó que la indicación presentada establece en un privado la función de certificación y no queda claro su alcance.


De la simple lectura de la indicación se deduce que el propietario del transporte escolar deberá certificar que sus conductores y acompañantes estén habilitados para desempeñarse como tales, sin embargo, debe tenerse presente que el Servicio del Registro Civil e identificación es el organismo que debe efectuar estas certificaciones, sin que sea necesario que lo realicen los empresarios.


En opinión del Ejecutivo, esta indicación es reiterativa de las exigencias legales, incluso podría entenderse que el incumplimiento de las capacidades dependería de las certificaciones que realice en empresario.

- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Kuschel.


Con posterioridad, el Honorable Senador señor Letelier solicitó reapertura de debate para tratar nuevamente esta indicación.


Reabierto el debate, en sesión realizada con fecha 4 de marzo de 2014, el Ejecutivo reiteró por escrito su oposición a la indicación presentada, haciendo presente que lo importante de esta iniciativa legal es habilitar a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transporte para cancelar o denegar las inscripciones.


La redacción propuesta podría dar lugar a que se interprete que es de cargo del empresario certificar o informar sobre el cumplimiento de los requisitos, en circunstancias que es función del Secretario Regional Ministerial de Transporte requerir los antecedentes.


Sin perjuicio de lo anterior, considerando el loable objetivo de la indicación que es mejorar el flujo de información, el Ejecutivo propuso que el texto de la indicación se incorpore en el decreto supremo Nº 38 del año 2003, reglamento que regula todos los aspectos operacionales de la inscripción.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que el propietario de una flota de transporte escolar está prestando una especie de servicio público y es lógico que exista corresponsabilidad en la contratación de los conductores y acompañantes.


En la actividad del transporte escolar existe una alta rotación de conductores y acompañantes, por lo que el empresario debe verificar los antecedentes de sus empleados. El transporte escolar es una actividad delicada puesto que involucra a menores de edad y en el caso que se produzca un delito en contra de quién van a recurrir los padres y apoderados? Normalmente será en contra del empresario del transporte escolar y no en contra del Estado.


Tampoco resulta adecuado que sea responsabilidad exclusiva de los padres y apoderados verificar en el Registro los antecedentes de los conductores y acompañantes de los transportes escolares. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, señaló que comparte los fundamentos de la indicación, no obstante, en su opinión, sería preferible que la obligación de certificar que los choferes y acompañantes están habilitados para desempeñarse como tales, se consigne en el decreto supremo Nº 38 del año 2003.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro.
- - - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO

Introducir un literal c), nuevo, del siguiente tenor:

“c) Intercálase en el artículo 6°, a continuación del vocablo “aplicables”, el siguiente texto: “asimismo, tendrá la obligación de certificar que sus choferes y acompañantes están habilitados para desempeñarse como tales, de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 4°. Si con posterioridad a dicha certificación alguno de sus choferes y/o acompañantes incurre en la causal de denegación del registro a la que se refiere el artículo señalado precedentemente, el empresario deberá informar inmediatamente a la Secretaría Regional Ministerial respectiva”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 1)

- - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.831, que crea el registro nacional de servicios de transporte remunerado de escolares:


a) Reemplázase en el artículo 3° la expresión “al conductor” por la siguiente: “al conductor o conductores y sus acompañantes,”.


b) Incorpóranse en el artículo 4° los siguientes incisos segundo y tercero: 


“No será admisible la inscripción como  conductores y acompañantes para las personas cuyo certificado de antecedentes para fines especiales, emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, contenga anotaciones relativas a los delitos previstos en los párrafos 2°, 3°, 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro II del Código Penal, y en los artículos 142, 372 bis, 374 bis y 411 quáter del mismo Código.


Para el caso en que los Secretarios Regionales Ministeriales tomen conocimiento de que un conductor o acompañante inscrito ha sido condenado por uno o más de los delitos referidos en el inciso anterior, estos deberán oficiar inmediatamente al Servicio de Registro Civil e Identificación para que informe, en el más breve plazo posible, sobre la existencia de anotaciones prontuariales referidas a los delitos aquí señalados. El Secretario Regional Ministerial, una vez certificada la situación por el Servicio de Registro Civil e Identificación, procederá a la cancelación de la respectiva inscripción.”



c) Introdúcese el siguiente literal c), nuevo, del siguiente tenor:

“c) Intercálase en el artículo 6°, a continuación del vocablo “aplicables”, el siguiente texto: “asimismo, tendrá la obligación de certificar que sus choferes y acompañantes están habilitados para desempeñarse como tales, de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 4°. Si con posterioridad a dicha certificación alguno de sus choferes y/o acompañantes incurre en la causal de denegación del registro a la que se refiere el artículo señalado precedentemente, el empresario deberá informar inmediatamente a la Secretaría Regional Ministerial respectiva”.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Carlos Ignacio Kuschel Silva (Carlos Cantero Ojeda) y 4 de marzo de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto. 

Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 164 DE LA LEY DE TRÁNSITO CON EL OBJETO DE SANCIONAR A LOS CONDUCTORES Y ORGANIZADORES DE CARRERAS DE VEHÍCULOS NO AUTORIZADAS POR LA AUTORIDAD COMPETENTE, COMO RESPONSABLES DE LOS DELITOS QUE SEÑALA

(8919-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Chahuán y Zaldívar.
- - - - - - - -


Se deja constancia, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general esta iniciativa legal, no obstante, ser de artículo único.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Prohibir las carreras clandestinas y sancionar al conductor con multas de 4 a 12 unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir. En caso de que como consecuencia de estas carreras se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y si se causare la muerte de una o más personas, el conductor será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales e inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.
- - - - - - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


1.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


- Artículos 144 y 164.


2.- Código Penal.


- Artículo 397, Nº 1.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción en estudio señala que si bien la normativa del tránsito, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, contempla normas precisas sobre la prohibición de conducir un vehículo a una velocidad mayor de la que sea razonable y prudente, bajo las condiciones existentes, debiendo considerar los riesgos y peligros presentes y los posibles (artículo 144), estableciendo límites máximos de velocidad para zonas rurales y urbanas, no existe norma alguna que prohíba y sancione a conductores que realicen carreras clandestinas, las que por cierto son cada vez más comunes.


Este tipo de competiciones exponen temerariamente no sólo a los pilotos que participan en ellas, sino a personas que sin tener nada que ver, habitualmente circulan por dichas pistas, elevando con ello en forma considerable la posibilidad de accidentes, muchos de ellos con consecuencias fatales.


La falta de prohibición de estas carreras implica que la autoridad competente, esto es, Carabineros de Chile, carezca de atribuciones, más allá de la multa asociada al exceso de velocidad, para sancionar a los organizadores y participantes de estas carreras, los que utilizan las distintas calles de nuestra ciudad, sin que exista ninguna medida de seguridad asociada, ni menos la posibilidad de castigar con severidad a quienes inconsciente y deliberadamente ponen en riesgo sus vidas y las de terceros inocentes.


En este contexto, y tomando como base la solicitud del Consejo Municipal de la Comuna de Santa María, se propone la prohibición de estas carreras clandestinas, penalizando como se indica en caso de que se infrinja dicha prohibición.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


La Moción presentada está estructurada sobre la base de un artículo único que propone introducir las siguientes modificaciones al artículo 164 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.290, de Tránsito:


El artículo 164 prescribe que los alcaldes no podrán autorizar actividades deportivas en la vía pública, sin previo informe de Carabineros de Chile.


Su inciso segundo agrega que en el caso de las carreras de automóviles o de otras competencias de vehículos motorizados se deberá exigir a los organizadores de la prueba un seguro de accidentes personales, por los daños que puedan ocasionar a terceros no transportados en los vehículos en competencia.


Su inciso tercero indica que cuando las actividades se desarrollen en las vías de la red vial básica, la autorización deberá concederse por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y en el caso de aquellas que se efectúen en caminos públicos, por el Ministerio de Obras Públicas.


El inciso cuarto que se propone agregar establece que las carreras que no cuenten con las autorizaciones señaladas estarán prohibidas y se presumirá la responsabilidad del conductor y del organizador, que serán sancionados con la pena de multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por dos años. En caso de reincidencia además de la multa se le suspenderá la licencia por cinco años.


El inciso quinto que se propone añadir prescribe que si a consecuencia de estas carreras se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y cuando se cause la muerte de una o más personas, la pena será presidio mayor en su grado mínimo a medio. En ambos casos, procederá una multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales y la inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.
DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el Honorable Senador señor Pizarro hizo presente la necesidad de analizar las penas que se pretenden imponer para sancionar a los conductores y organizadores de carreras de vehículos no autorizadas, en relación al aumento de penas para la conducción bajo la influencia del alcohol o de sustancias sicotrópicas.


Agregó el señor Senador que es importante determinar si las conductas que se pretenden sancionar son asimilables entre las que se aplican al que está en estado de ebriedad y conduce un vehículo motorizado y el que sin estar bajo la influencia del alcohol o de sustancias sicotrópicas, decide libremente participar en una carrera de vehículos no autorizada, lo que en su opinión es más grave.


En la actualidad, estas carreras ilegales sólo son sancionadas con multas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, señaló que las penas deberían asimilarse para ambas situaciones.


A continuación, recordó que en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se efectuó un estudio relativo a las penas con motivo de la tramitación de la denominada Ley Emilia y se determinó que cuando un conductor lo hace en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas causando la muerte de un tercero, por la proporcionalidad de las penas no debería recibir una pena inferior a 5 años y 1 día.


De esta forma, el conductor que a sabiendas toma el riesgo de participar en una carrera clandestina y causa lesiones o la muerte de un tercero, debe ser sancionado al igual que el que lo hace en estado de ebriedad. 


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que es muy grave la realización de estas carreras clandestinas y consultó si existen lugares para que personas que no están afiliadas a alguna federación deportiva puedan efectuar estas carreras. El hecho de efectuar carreras en la ciudad es muy difícil de acreditar ante los Juzgados de Policía Local, siempre el infractor se defenderá diciendo que sólo iba sobrepasando al otro vehículo.


En seguida, consultó si el Rally Dakar está autorizado porque causan graves daños al patrimonio arqueológico del país.


Se explicó que la prueba de vehículos autorizados para participar en carreras se puede efectuar bajo ciertas normas puesto que existen federaciones y clubes de automovilismo que cuentan con reglamentación para estas carreras y con lugares habilitados para ello en diversas regiones del país.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que ambas situaciones representan el descontrol del que conduce y estas acciones se deberían sancionar con las mismas penas cuando se causan lesiones, la suspensión o cancelación de la licencia de conducir y además establecerse el comiso del vehículo que participa en estas carreras ilegales y su traslado a un depósito municipal para desincentivarlas. 


Como consecuencia del debate anterior, la Comisión acordó, a proposición del Honorable Senador señor Girardi oficiar al Consejo Nacional de Monumentos para que informe si existe un catastro de los daños patrimoniales causados por el Rally Dakar.

- - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro.
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- lntrodúcense las siguientes modificaciones a el DFL N° 1, del año 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito:


1. Para agregar al artículo 164 los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:


“Las carreras que no cuenten con la autorización a que se refieren los incisos precedentes estarán prohibidas y se presumirá la responsabilidad del conductor y/o organizador, quienes serán sancionados con la pena de multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales, además de la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de dos años. En caso de reincidencia además de la respectiva multa se le suspenderá la licencia por el término de cinco años.


Si a consecuencias de las carreras a que se refiere el inciso anterior se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y si se causare la muerte de una o más personas será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio. En ambos casos, procederá multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.”.
- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE UNA VELOCIDAD MÍNIMA GARANTIZADA DE ACCESO A INTERNET

(8584-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Quintana y Uriarte.
- - - - - - - 


Se deja constancia, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general esta iniciativa legal, no obstante, ser de artículo único.

- - - - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar la Ley General de Telecomunicaciones, con la finalidad de establecer la obligación para las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad fija o de conectividad móvil, de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet de acuerdo a lo ofrecido en sus distintos planes comerciales.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. Incorporar tres artículos nuevos a continuación del artículo 24 J, signados como artículos 24 K, 24 L y 24 M.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Los autores de la Moción expresan que según indicadores presentados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el nivel de penetración y crecimiento de Internet en Chile ha pasado de un 13,7% el 2009 a un 34,2% en junio de 2012.


Esto ha generado que el mercado de las telecomunicaciones se ha diversificado de tal forma que existen distintas vías de acceso de Internet (ya sea a través de conectividad fija o por medios inalámbricos o móvil), por lo que han proliferado las ofertas comerciales de acceso a Internet, diferenciando dichos valores en planes que se basan especialmente en la velocidad de acceso a Internet ofrecidas por las compañías de telecomunicaciones.


Por otro lado, la ley Nº 20.453 que consagra el Principio de Neutralidad de la Red, publicada el 26 de agosto de 2010, modificó la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, fijando principios y estableciendo derechos a favor de los usuarios de Internet y obligaciones a los proveedores de acceso a Internet.


Con la entrada en vigencia de la Ley de Neutralidad de la Red, la ley estableció las facultades a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para la fiscalización de tal normativa.


Uno de los principios fijados y perseguidos por la ley fue la de transparentar el mercado de telecomunicaciones en cuanto a los proveedores de acceso de Internet, fijando la obligación, entre otras, de publicar en sus respectivos sitios web, “toda la información relativa a las características del acceso a Internet ofrecido, su velocidad, calidad del enlace, diferenciando entre las conexiones nacionales e internacionales, así como la naturaleza y garantías del servicio”.

En el mismo sentido, se fijó el artículo 24 J que señala: “Un reglamento establecerá las condiciones mínimas que deberán cumplir los prestadores de servicio de acceso a Internet en cuanto a la obligatoriedad de mantener publicada y actualizada en su sitio web información relativa al nivel del servicio contratado, que incorpore criterios de direccionamiento, velocidades de acceso disponibles, nivel de agregación o sobreventa del enlace, disponibilidad del enlace en tiempo, y tiempos de reposición de servicio, uso de herramientas de administración o gestión de tráfico, así como también aquellos elementos propios del tipo de servicio ofrecido y que correspondan a estándares de calidad internacionales de aplicación general. Asimismo, dicho reglamento establecerá las acciones que serán consideradas prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet, acorde a lo estipulado en el artículo 24 H.".

El Decreto Nº 368 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del 15 de diciembre de 2010, fija el Reglamento que regula las características y condiciones de la Neutralidad de la Red en el Servicio de Acceso a Internet, en la cual, en relación a la velocidad de acceso a Internet, sólo establece obligación de publicidad.


Con la puesta en funcionamiento de los indicadores de calidad del servicio y publicitado los resultados por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a través del estudio denominado “1° Radiografía de Internet en Chile” (disponible en http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20120906/asocfile/20120906110533/radiografia_internet_06septiembre2012.pdf), la calidad de servicio de los Proveedores de Internet, específicamente en cuanto a la velocidad de acceso ofrecida  en sus respectivos planes v/s la velocidad real de acceso, tanto a nivel nacional como internacional, incumplen absolutamente, entregando en promedio sólo un 30% de velocidad de acceso a Internet, en conectividad internacional, que conforman los sitios a los que el 80% de los usuarios de Internet accede.


Con estos indicadores, se demuestra que los proveedores de acceso a Internet no cumplen con una calidad razonable y se justifican señalando que sólo garantizan acceso a sus nodos nacionales y no a los internacionales, afectando un mercado competitivo y transparente, y no existiendo incentivos que tiendan a mejorar la calidad del servicio a Internet ofrecido hoy en día.


Sin que exista una velocidad mínima de acceso a Internet garantizada por ley, se mantendrá lo que en la actualidad sucede, y es que realizan una verdadera "publicidad engañosa". Lo anterior, debido a que es una práctica habitual que los distintos proveedores de acceso a Internet anuncien velocidades que normalmente tienen poca relación con lo que los usuarios consiguen en la práctica.


Finalmente, las elevadas tasas de reventa de los servicios de acceso a Internet publicadas por parte de las empresas, gracias a la ley de Neutralidad de la Red, refleja que los usuarios de Internet, en la práctica no obtendrán la velocidad que efectivamente están pagando.


Por último, es importante reconocer que la tecnología utilizada para acceder a Internet, ya sea por conectividad fija o móvil, influye en la velocidad real a la cual pueden acceder los usuarios, por lo que es necesario realizar un tratamiento diferenciado. Sin perjuicio de lo anterior, no es comprensible que exista diferencia entre los distintos tipos de acceso de Internet, para establecer “cuotas de descarga” o limitaciones de  utilización del servicio, para disminuir la velocidad de acceso a Internet que ha sido contratada, por lo que no se ve justificable esta medida.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Esta iniciativa legal se encuentra estructurada en un artículo único que agrega en el Título III “De la Explotación y Funcionamiento de los Servicios de Telecomunicaciones y de los Aportes de Financiamiento Reembolsables, tres artículos nuevos, signados como artículo 24 K, artículo 24 L y artículo 24 M, en la Ley General de Telecomunicaciones.


El artículo 24 K señala que las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad fija, deberán garantizar al menos un 70% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional y deberán cumplir con al menos un 50% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicarán las sanciones establecidas en esta ley y deberán compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado. 


El artículo 24 L señala que las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad móvil, deberán garantizar al menos un 60% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional  y deberán cumplir con al menos un 40% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicarán las sanciones establecidas en esta ley y deberán compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado.


Al mismo tiempo, estará prohibido establecer en ofertas comerciales condiciones de degradación de velocidad de acceso a Internet, en base a la utilización de sus servicios.


El artículo 24 M indica que para la determinación del cumplimiento del porcentaje mínimo garantizado por los proveedores de acceso a Internet, se fijará un catástro de sitios y servicios basados en Internet a través de un Reglamento, considerando especialmente los más visitados y utilizados por usuarios de Internet, respecto a los cuales se efectuarán las mediciones de velocidad de acceso a Internet, tanto a nivel nacional, como internacional.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, los señores Senadores coincidieron con los objetivos de la Moción en el sentido de establecer la obligación para las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso de Internet, de una velocidad mínima garantizada.

- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro.
- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agréganse los siguientes artículos 24 K, 24 L y 24 M en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


24 K: “Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad fija, deberán garantizar al menos un 70% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional  y deberán cumplir con al menos un 50% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicarán las sanciones establecidas en esta ley y deberán compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado. 


24 L: “Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad móvil, deberán garantizar al menos un 60% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional  y deberán cumplir con al menos un 40% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicarán las sanciones establecidas en esta ley y deberán compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado.


Al mismo tiempo, estará prohibido establecer en ofertas comerciales condiciones de degradación de velocidad de acceso a Internet, en base a la utilización de sus servicios.


24 M: Para la determinación del cumplimiento del porcentaje mínimo garantizado por los proveedores de acceso a Internet, se fijará un catástro de sitios y servicios basados en Internet a través de un Reglamento, considerando especialmente los más visitados y utilizados por usuarios de Internet, respecto a los cuales se efectuarán las mediciones de velocidad de acceso a Internet, tanto a nivel nacional, como internacional.”.
- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier.

Sala de la Comisión, a 6 de marzo de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REBAJA A UN AÑO EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN A QUE SE REFIERE EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 24 DE LA LEY N° 18.297 

(9121-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica.
- - - - - -


Se deja constancia, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir en general y en particular, a la vez, este proyecto de ley, que es de artículo único.

- - - - - -
OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO


Reducir de tres a un año contado desde la fecha de la anotación el plazo de prescripción para las multas no pagadas. 
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


- Artículos 3º y 24. 


2.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


- Artículos 114 y 200.


3.- Decreto 307, de 23 de mayo de 1978, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de los Juzgados de Policía Local. 

- Artículo 54.

4.- Decreto 900, de 18 de diciembre de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con fuerza de ley del MOP Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas.


- Artículo 42.


5.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 26 de julio de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.


- Artículo 14, inciso segundo, Nº 6.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Según expresan los autores de la Moción, la ley Nº 15.231, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado sobre la organización y atribuciones de los Jueces de Policía Local, se contiene en el Decreto Supremo Nº 307, del Ministerio de Justicia de 1978, establece en su artículo 54, que “las sanciones impuestas por infracciones o contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la sentencia condenatoria”.

No obstante el claro tenor de esta disposición, que debe aplicarse a todas las causas de que conocen los Jueces de Policía Local, es del caso señalar que el artículo 24 de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante dichos tribunales, establece un plazo distinto de prescripción, para determinadas infracciones.

En efecto, dicha norma prescribe lo siguiente: “Tratándose de las denuncias señaladas en el inciso tercero del artículo 3º, el Secretario del Tribunal, cada dos meses, comunicará las multas no pagadas para su anotación en el Registro de Multas del Tránsito No Pagadas. Mientras la anotación esté vigente, no podrá renovarse el permiso de circulación del vehículo afectado. El plazo de prescripción será de tres años, contado desde la fecha de la anotación”

El inciso tercero del artículo 3º a que dicha disposición alude, establece lo siguiente: “Tratándose de una infracción a las normas de tránsito o de transporte terrestre, si el infractor no se encontrare presente, la citación se dejará en el vehículo, sin adherirla. Si el denunciado no compareciere, el juez le citará por carta certificada que dirigirá al domicilio que tenga anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros o en otro registro que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. De la misma forma se procederá cuando la citación no hubiere sido dejada en el vehículo por encontrarse éste en movimiento. El último domicilio que el propietario de un vehículo inscrito tuviere anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente carta certificada, entendiéndose practicada la diligencia, cuando sea entregada en dicho domicilio”

La mayoría de dichas infracciones están constituidas por el no cumplimiento al pago del “TAG” o “Televía”, que es el nombre con que el Ministerio de Obras Públicas denomina al dispositivo que permite el funcionamiento del sistema de cobro de peaje automático en las autopistas urbanas de la ciudad de Santiago.

La obligación de contar con este dispositivo se encuentra contemplada en el artículo 114 de la Ley de Tránsito, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2009, al disponer que “en los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico habilitado u otro sistema complementario que permita su cobro”.

La misma norma prescribe que “la infracción a esta prohibición será sancionada con una multa de una unidad tributaria mensual y para todos los efectos se entenderá como una infracción grave de conformidad al artículo 200 Nº 7 de la presente ley”. 

Cabe señalar que esta última disposición señala que constituyen infracciones graves al mencionado cuerpo legal, el no respetar los signos y demás señales que rigen el tránsito, que no sean la luz roja de las señales luminosas del tránsito o la falta de detención ante el signo "PARE".

Considerando que la ley que regula el tránsito en nuestro país, debe contener normas objetivas para resguardar la conducción segura de cualquier tipo de vehículo, velando asimismo por la seguridad de sus ocupantes y los peatones que circulen por las aceras y caminos destinados al tránsito vehicular, parece poco razonable en nuestro concepto que en virtud de una norma, se considere como infracción grave a la normativa de tránsito el no cumplir con la obligación de portar un dispositivo electrónico para pagar peajes en los caminos públicos.

Debe tenerse en cuenta por otra parte, que las autopistas en que opera un sistema de cobro electrónico de dichas tarifas, son entregadas en concesión a distintas empresas que operan dichos sistemas, de manera que se está sancionando como infracción grave al cuerpo normativo que regula el tránsito, el incumplimiento de un pago, y por tanto, es la mera falta de cumplimiento de una obligación de carácter pecuniario.

Al tenor de todas estas consideraciones, nos encontramos que se sanciona como infracción a la Ley de Tránsito, la falta de un pago, imponiéndosele la multa correspondiente a una infracción de carácter grave, condenándosele asimismo al pago de lo debido a la empresa concesionaria de que se trate, todo ello, de acuerdo al procedimiento contenido en el artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas.

A todo lo anterior, debe agregarse que el plazo de prescripción por este tipo de faltas, es de tres años, el que se cuenta desde la fecha de la anotación en el Registro de Multas No Pagadas. Si se considera que en la mayoría de los casos los Secretarios de los Juzgados de Policía Local comunican a dicho registro las multas no pagadas, en un plazo bastante mayor al de dos meses establecido en el artículo 24 de la ley Nº 18.287, resulta indudable que el referido plazo de prescripción también se extiende.

En tal virtud, estimamos que dicho plazo de prescripción debe reducirse a un año, al igual como lo contempla el artículo 54 de la ley Nº 15.231, contado desde la fecha de la anotación de la multa impaga en el Registro de Multas No Pagadas.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción presentada está estructurada sobre la base de un artículo único, que propone modificar el inciso primero del artículo 24 de la ley Nº 18.287, estableciendo en un año el plazo de prescripción para las multas anotadas en el Registro de Multas del Tránsito no pagadas.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Durante el análisis de esta iniciativa legal el Honorable Senador señor Letelier manifestó su preocupación por los denominados “Partes de Cortesía” que actualmente cursa el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones por el uso de las vías exclusivas y en los que se han desembolsado más de $ 30.000.000 a la fecha. 


A juicio del señor Senador, el uso de las vías exclusivas por parte de vehículos particulares constituye una infracción grave que debe castigarse con una sanción mayor y estas multas deben ser imprescriptibles.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, precisó que la moción en estudio sólo tiene por finalidad reducir el plazo de prescripción de las multas originadas en la infracción de circular por los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sin contar con un dispositivo electrónico u otro sistema complementario que permita su cobro.


- En votación, fue aprobado en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.
- - - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-  Modifíquese el inciso primero del artículo 24 de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, sustituyéndose el texto de su oración final, por el siguiente:


“El plazo de prescripción será de un año, contado desde la fecha de la anotación.”.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín, y Juan Pablo Letelier Morel.

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2014.
(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 66 A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, EN MATERIA DE REELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

(9232-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores Gómez, señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma y Walker, don Patricio.


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único. Asimismo, acordó, de manera unánime, proponer que la Sala de la Corporación lo trate del mismo modo.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa asistieron el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Eliminar la prohibición de que los integrantes del Comité de Auditoría puedan ser reelegidos en sus cargos una vez concluido el período de seis años para el cual fueron designados, según lo prescribe el artículo 66 B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS


Está relacionada directamente con este proyecto la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2. DE HECHO


La Moción que da origen a esta iniciativa  recuerda que el Comité de Auditoría Parlamentaria constituye un servicio común del Congreso Nacional, integrado por tres miembros elegidos por los 3/5 de los senadores y diputados en ejercicio, y dotado de competencias y atribuciones propias, las que ejerce conforme a su Reglamento y a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Seguidamente, agrega que las competencias legales y sustantivas que le corresponden a este organismo son:


1) Auditar el uso de los fondos públicos que las Cámaras destinen a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.


2) Revisar las auditorías que de sus gastos institucionales efectúen el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional, en forma previa al examen que les corresponde realizar a las Comisiones Revisoras de Cuentas.

Informa que la creación del Comité de Auditoría Parlamentaria surgió por iniciativa del propio Congreso Nacional, a fin de imprimir mayor transparencia a la actividad parlamentaria, perfeccionar los procesos de rendición de cuentas de los gastos de senadores y diputados, y realizar auditorías periódicas al uso y destino de las asignaciones parlamentarias.

A continuación, destaca que la acción fiscalizadora del Comité y la emisión de sus informes de auditoría, constituyen actividades relevantes en el proceso de validación del uso de los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria; relevantes, tanto desde el punto de vista de los procedimientos institucionales internos, como desde la percepción pública sobre los controles que el Parlamento se ha autoimpuesto.

Sostiene que desde el momento de su instalación (marzo de 2011), el Comité de Auditoría ha respondido a su finalidad de ser un organismo estrictamente técnico. El accionar de sus miembros se inspira en criterios técnicos, que se materializa a través de instrumentos técnicos y que finalmente arriba a conclusiones técnicas. La práctica ha puesto de manifiesto una gestión profesional e imparcial de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.

Advierte que su labor no se ha agotado en la mera fiscalización del cumplimiento de la norma regulatoria en materia de asignaciones parlamentarias. El Comité también ha asumido un rol de acompañamiento técnico en la consolidación de este nuevo proceso de mayor transparencia institucional. Al efecto, los miembros del Comité han agregado valor a su gestión, por la vía de constituir a este organismo además en una instancia de asesoría técnica transversal en materia de auditoría al interior del Congreso Nacional, cuando así ha sido requerido; pero siempre con pleno respeto de las competencias de los demás órganos internos del Parlamento y sobre todo de acatamiento de sus propias funciones y límites.

A continuación, precisa que el ya mencionado Comité se ha constituido en un importante organismo del Congreso Nacional, estableciendo nuevos procedimientos técnicos, promoviendo sanas prácticas de auditoría, orientando permanentemente el correcto uso de los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, y apoyando técnicamente a los parlamentarios y a las máximas autoridades del Congreso Nacional cuando ha sido convocado para ello.

Indica que resulta evidente que en el desarrollo de este proceso se ha venido acumulando una importante experiencia técnica en materia de auditoría y procedimientos al interior del Congreso Nacional. A la vez, se ha instalado un permanente diálogo técnico entre los miembros del Comité y las diferentes autoridades del Parlamento, y finalmente, se han venido construyendo y desarrollando valiosos objetivos en materia de transparencia. En definitiva, se ha producido una sana y sólida instalación de la nueva institucionalidad en materia de auditoría parlamentaria, que es necesario preservar y continuar.

Seguidamente señala que la continuidad de este proceso por la senda que hasta ahora ha recorrido, requiere una precisa modificación en la normativa vigente -tendiente a su perfeccionamiento y a asegurar que no se afecte lo avanzado- y que consiste en suprimir, en el respectivo artículo de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el texto que impide la renovación o reelección de los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria; modificación que se concretaría por la simple fórmula de suprimir el vocablo “no” de la expresión “no podrán ser reelegidos”.

Puntualiza que esta modificación mantendría inalterables las restantes atribuciones que el Congreso Nacional tiene en el proceso de nombramiento y evaluación de los miembros del Comité de Auditoría, en especial, la atribución relativa a su remoción en cualquier momento por acuerdo de las Cámaras, frente a incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones de tales miembros.

Asimismo, explica que la modificación que se propone, sólo pretende eliminar del texto legal la forzosa necesidad del cese de funciones de los miembros del Comité por el mero cumplimiento del plazo (“no podrán ser reelegidos”), posibilitando a cambio que el Congreso Nacional pueda efectuar -al término del período del Comité- un examen evaluativo del desempeño de dichos profesionales, proponiendo a las Salas de ambas Cámaras, o la renovación de su nombramiento o el cese de sus funciones, conforme arroje el resultado de dicha evaluación.

Por último, menciona que esta simple modificación perfecciona el sistema vigente y en nada altera, como se señaló, las actuales atribuciones que el Congreso Nacional tiene sobre el Comité de Auditoría Parlamentaria.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que la iniciativa en estudio consta de artículo único, razón por la cual procede discutirla en general y en particular, a la vez.

Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, el Honorable Senador, señor Larraín, don Carlos estimó que el plazo de seis años consagrado en la Ley Orgánica del Congreso Nacional es un período de tiempo razonable, tomando en consideración las funciones que ejecutan los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria. Precisó que le parecía que podría ser excesivo que dicho lapso pueda extenderse por otros seis años, si sus integrantes son reelegidos. 


Advirtió que si bien la regulación del Comité no es comparable a las sociedades anónimas abiertas, en ellas, se fuerza una rotación  de quienes ejercen labores de auditoría externa, porque se produce un cierto acostumbramiento en las funciones, lo que no es positivo. 


Manifestó que estaría de acuerdo con la reelección de los actuales integrantes del Comité de Auditoría, siempre y cuando, ellos deban concursar nuevamente para acceder a los  mencionados cargos. En todo caso, precisó que tal vez debería restringirse el plazo por el cual podrían ser reelegidos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio consideró legítimo lo planteado por el Honorable Senador Larraín, don Carlos.


Agregó que era partidario que los integrantes del Comité puedan ser renovados o reelegidos, pero previa evaluación de su desempeño por el Congreso Nacional. Recordó que en el caso del Comité, estamos ante un servicio de auditoría interna, a diferencia de lo que ocurre con las sociedades anónimas abiertas, en que los auditores son empresas externas. El Comité tiene, además, autonomía para el ejercicio de las competencias que le entrega la ley y el reglamento que regula su funcionamiento


Sostuvo que no era partidario de una rotación muy alta de los integrantes del Comité, ya que quienes desarrollan esta labor de fiscalización, deben entender a cabalidad el trabajo parlamentario y el funcionamiento administrativo de las Cámaras. Sería ilógico impedir el nombramiento de personas que, a juicio del Congreso Nacional, han desarrollado una labor profesional inobjetable.


El Honorable Senador señor García Huidobro planteó que tal vez este proyecto podría ser tratado en el próximo período legislativo.


El Honorable Senador Walker, don Patricio consideró que esta iniciativa era razonable y, por lo tanto, no era necesario postergar la decisión sobre este asunto. Añadió que el proceso de selección de los integrantes del Comité de Auditoría era muy riguroso, toda vez que en su designación participa el Sistema de Alta Dirección Pública.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, señaló que era partidario de legislar en esta materia, adoptando el resguardo de que el proceso de selección de los próximos integrantes del Comité, se siga realizando por concurso público. 


Concluido el análisis de esta iniciativa, el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a votación esta iniciativa de ley. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio, aprobó, en general y en particular, este proyecto de ley.

- - -


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión tiene el honor de proponer la aprobación en general y en particular  del siguiente

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO ÚNICO.- En el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, suprímase el vocablo “no” que encabeza la expresión “no podrán ser reelegidos”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero y, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro (Hernán Larraín Fernández); Carlos Larraín Peña, y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, 28 de enero de 2014.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA EXHIBICIÓN Y EJECUCIÓN ARTÍSTICA EN LOS BIENES NACIONALES DE USO PÚBLICO

(8335-24)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.


A las sesiones en que la Comisión discutió este proyecto asistieron:


- Del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el, a la sazón, Ministro Presidente señor Roberto Ampuero; el ex Subsecretario, señor Carlos Lobos y los asesores ministeriales, señorita Karen Soto y señor Carlos Araneda.


- De Artistas Urbanos, el encargado nacional, señor Sergio Araneda; el Jefe de Prensa, señor Andrés Bermúdez y el Coordinador Legislativo, señor Juan Carlos Silva. 


- De la Asociación de Municipalidades de la Región de Valparaíso, el Presidente y Alcalde de dicha comuna, señor Jorge Castro.



- El Presidente del Sindicato de Trabajadores Independientes de Artesanos y Venta de Artesanía Artemar, señor Manuel Guzmán.


- La señora Brigitte Aubel, en representación de los Artistas Pro Ecología. 


De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Agustín Briceño. 


De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Investigadores, señora Francisca Greene y señor Luis Castro. 


De la oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Nicolás Santibáñez. 


Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Juan Pablo Castillo. 


De la Bancada del Partido Comunista: el Asesor, señor Reynaldo Lacamara. 


De la Asociación Gremial Itinerarte: la Presidenta, señora Claudia Navarro y el Vicepresidente, señor Carlos Miranda.


Del Sindicato de Cantores Urbanos, SICUCHA: la Presidenta, señora Angélica Carreño. 


La artesana, señora Nathia Rojas. 


De Llufken Antu: la Tesorera, señora Andrea González.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley busca propiciar ciertas condiciones que permitan a los artistas populares hacer uso del espacio público con dignidad, ofreciendo una alternativa de solución al dilatado conflicto que han tenido con los administradores de los espacios públicos, a fin de lograr un equilibrio donde, el uso de dichos espacios permita una convivencia armónica y de mutuo beneficio entre el desarrollo de las distintas expresiones artísticas y todos los demás agentes de la sociedad.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se deja constancia que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el artículo 9° del proyecto es de carácter orgánico constitucional, por lo requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Ley N° 18.287, de 1984, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


- Artículo 589 del Código Civil.


- Decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial.


I.ANTECEDENTES.

El Mensaje que da vida a la iniciativa de ley en estudio señal que las distintas disciplinas artísticas que conforman la cultura popular y que se expresa a través de músicos, bailarines, cirqueros, actores, instrumentalizas, coros, elencos teatrales, mimos, titiriteros, volantineros, estatuas vivientes, payasos, artesanos y otros, son parte de un diálogo constante al interior de la sociedad, el cual da cuenta una y otra vez, que la cultura es algo vivo y que está en constante evolución y movimiento.
Dentro de este contexto, resulta manifiesto que el artista popular es quien tiene una de las relaciones más directas con la realidad y el cotidiano de las personas, transformando a la expresión artística en un componente cercano y accesible, constituyendo un aporte relevante en el desenvolvimiento cultural de la sociedad.
En consecuencia, cabe señalar como una medida relevante en pos del reconocimiento y valoración de los artistas urbanos, la firma de un Convenio de Colaboración Cultural entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Asociación Chilena de Municipalidades, Carabineros de Chile y ciertas agrupaciones representativas de artistas, mediante el cual se han buscado potenciar acciones concretas en favor del desarrollo de los artistas, que posibiliten un mayor y mejor acceso a los espacios públicos, donde puedan realizar sus actividades artísticas.
Establecidas las ideas anteriores, el Ejecutivo subraya que reconocer y valorar el aporte que nuestros artistas populares realizan diariamente a nuestro país nos permite mirar nuestro espacio público con otros ojos: habrán más colores, sonidos y movimientos que continuarán siendo la expresión y huella de nuestra identidad nacional, haciendo más cercana la cultura y efectuando una importante contribución a nuestra memoria histórica.
II.CONTENIDO DEL PROYECTO

Subraya el Mensaje que este proyecto de ley propone consagrar, de manera no taxativa, las disciplinas artísticas que se desarrollan en bienes nacionales de uso público, denominando a sus cultores como artistas populares. Establece, a su vez, la obligación de las Municipalidades de dictar una ordenanza especial a fin de regular el funcionamiento y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas y culturales desarrolladas por los artistas populares.  

Se dispone que las Ordenanzas que se dicten, deberán incorporar y considerar, entre otras materias: la creación de permisos para los artistas populares -los cuales podrán ser gratuitos-, individualizar los bienes de uso público en que la municipalidad otorgará permisos a los artistas populares y establecer las limitaciones a las que éstos deben ajustarse, conforme a la normativa vigente.
Detalla Su Excelencia el Presidente de la República que junto con ello, en caso de cobrarse derechos por los permisos que se otorguen, las municipalidades podrán eximir, total o parcialmente, de este pago a los artistas populares que hayan sido reconocidos por su contribución al desarrollo, promoción y difusión de la cultura y el arte nacional, en conformidad a las disposiciones vigentes.
Asimismo, hace presente que la declaración de determinadas actividades artísticas y culturales que efectúe el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes como de interés patrimonial, en conformidad con lo señalado en la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco, podrá servir como antecedente pero no será determinante para establecer dicha exención.
Por último, señala que las municipalidades no podrán supeditar o limitar el otorgamiento de los permisos para el uso de los espacios públicos, en atención a cualquier forma injustificada de distinción, exclusión, restricción, preferencia o consideraciones artísticas de las creaciones e interpretaciones, cuya exhibición o ejecución pública se solicite autorizar.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL
Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el , a la sazón, Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Roberto Ampuero, destacó el hecho que los artistas populares no cuentan con un espacio reconocido para el desarrollo de sus actividades, encontrándose sujetos  al  arbitrio de la autoridad respectiva, y que es precisamente lo que se quiere evitar.

Así, enfatizó que dentro de los antecedentes que motivan el proyecto está el Convenio de Colaboración Cultural celebrado entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Asociación Chilena de Municipalidades, Carabineros de Chile y ciertas agrupaciones representativas de artistas, mediante el cual se ha buscado potenciar acciones concretas en favor del desarrollo de los artistas, que posibiliten un mayor y mejor acceso a los espacios públicos, donde puedan realizar sus actividades artísticas.
Se trata, dijo, de reconocer y valorar el aporte que los artistas populares realizan diariamente a nuestro país, lo que a su vez  permite mirar el espacio público con otra perspectiva ya que se busca que haya más colores, sonidos y movimientos que sean la expresión y huella de la identidad nacional, haciendo más cercana la cultura y efectuando una importante contribución a la memoria histórica.
Dado que el  instrumento antes señalado no ha funcionado como se esperaba, subrayó que el objetivo de la iniciativa en discusión es por una parte, fomentar la creación o interpretación artística que se exhibe o ejecuta en bienes nacionales de uso público, y por otra, regularla.
Siguiendo esta línea, señaló que el ámbito de aplicación de esta ley recaerá en espectáculos culturales y artísticos, y toda expresión artística, ya sea en forma unipersonal o grupal a través de shows, presentaciones, representaciones y cualquier otra actividad de esta índole, siempre y cuando:
- Se desarrollen en bienes nacionales de uso público, tales como parques, plazas, puentes, caminos, entre otros; y

- Se relacionen con la municipalidad a la cual corresponde la administración del bien nacional de uso público donde se desarrolle la actividad artística.
Continuando con su exposición, precisó que quedarán comprendidos dentro de la expresión “artistas populares” los músicos, bailarines, cirquero, actores, instrumentalista, coros, elencos teatrales, mimos, titiriteros, volantineros, estatuas vivientes, chinchineros, payasos, artesanos y cualquier otra forma de expresión resultante de la combinación de destrezas físicas y/o artísticas.
En cuanto a la regulación de la actividad artística, resaltó que el proyecto de ley establece una obligación para las municipalidades, quienes deberán dictar una ordenanza específica en la materia, a fin de regular de manera precisa tanto el funcionamiento como las condiciones y requisitos de la actividad señalada, porque en la actualidad se da una situación muy inestable que no beneficia a nadie.

A este respecto, agregó que de acuerdo a la normativa propuesta, la ordenanza deberá, dentro de sus contenidos mínimos consagrar permisos para el ejercicio de las actividades artísticas, en bienes nacionales de uso público, indicando su carácter gratuito o bien, estableciendo el monto de los derechos correspondientes; singularizar el o los bienes municipales o nacionales de uso público, en los que la municipalidad otorgará permisos a los artistas populares, los horarios en que dichas actividades estarán permitidas, y las ocasiones, horarios o lugares en que no se permitirá su ejercicio, y establecer las limitaciones a las que, en virtud de la normativa vigente, deben ajustarse los artistas populares.

En este escenario, el personero de Estado subrayó que el proyecto otorga la posibilidad que las municipalidades puedan eximir, total o parcialmente, del pago de derechos a aquellos artistas populares que hayan sido reconocidos por su contribución al desarrollo, promoción y difusión de la cultura y el arte nacional. Con todo, aclaró, la declaración del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes de determinadas actividades artísticas y culturales como de interés patrimonial, podrá servir como antecedente pero no será determinante para otorgar dicha exención.
A lo anterior, recalcó que los municipios no podrán supeditar o limitar el otorgamiento de los permisos para el uso de los espacios públicos, en atención a cualquier forma injustificada de distinción, exclusión, restricción, preferencia o consideraciones artísticas de las creaciones e interpretaciones.
Por otro lado, hizo presente que las denuncias que se formulen por contravenciones a lo prescrito en la presente ley, se entablarán ante el juzgado de policía local de la comuna donde se haya verificado la infracción que se denuncia, en conformidad a lo dispuesto en la ley N°18.287 que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
Por último, advirtió que si bien el proyecto de ley no soluciona todos los problemas, constituye un paso en la dirección correcta al buscar la convivencia armónica entre artistas populares, la ciudadanía y las autoridades locales. Además, enfatizó, reconoce a los primeros su calidad de artistas y les proporciona cierta estabilidad laboral.  


Concluida la presentación del señor Ministro, hizo uso de la palabra la Honorable Senadora señora Von Baer quien inquirió mayor información respecto de la situación actual en esta materia. 

Asimismo consultó acerca de las razones por las qué las municipalidades no han dictado las normas que den solución a los conflictos que ha generado la presencia de estos artistas en los bienes nacionales de uso público.

Por su parte, el ex Senador señor Cantero subrayó que esta materia está regulada en la legislación y corresponde a una facultad de las municipalidades.

En este sentido, dijo que si bien está de acuerdo con los principios orientadores de la iniciativa en discusión, a su juicio no se aborda el problema de fondo que es que los artistas en general quieren ocupar  determinadas zonas de la ciudad (céntricas).

Con lo anterior a la vista, recalcó que le preocupa la  forma de resolver la materia en lo que dice relación con la determinación de las ubicaciones, dado que ello no implica sólo un  asunto de cultura, sino que se trata más bien de un problema de mercado, es decir, los artistas  buscan que la cultura sea rentable.

Seguidamente, el Honorable Senador Walker, don Ignacio, si bien manifestó su voluntad de votar a favor la iniciativa dado que le parce que es una solución rápida para la situación que viven los artistas populares, no estuvo de acuerdo que se trate con la urgencia que actualmente tiene (discusión inmediata) y estimó necesario oír a los distintos afectados, tanto municipios como artistas. 

El Honorable Senador señor Quintana estuvo de acuerdo con algunas de las opiniones vertidas, en el sentido que el proyecto de ley es claro respecto de los espacios que se pueden utilizar y aquéllos que no, sin embargo también estimó necesario oír a los afectados.
Llegado este punto, el señor Ampuero insistió en que esta situación de tensión y arbitrariedad es una realidad que sufren artistas ciudadanía y autoridad, de manera que requiere de una respuesta que pase por una normativa, toda vez que los acuerdos no han fructificado como se esperaba.

Recogiendo parte de las inquietudes planteadas, agregó que el proyecto no pretende inmiscuirse  en las facultades de las municipalidades, pero que si se busca regular las condiciones y requisitos para que los artistas populares desarrollen su actividad.

En relación con las observaciones formuladas por el ex Senador señor Cantero, reconoció que efectivamente existe una gran demanda por determinados espacios dentro de las ciudades, pero ello, según dijo, ha sido resuelto por algunos municipios, por lo que no es necesario que la iniciativa consagre ese nivel de regulación tan específica.
A raíz de algunas dudas surgidas en el seno de la Comisión, tomó la palabra la Asesora ministerial, señorita Karen Soto quien enfatizó que las municipalidades son autónomas para dictar las ordenanzas a favor de los artistas urbanos, de tal modo que si bien en años anteriores distintas municipalidades han reglamentado este tema, es perfectamente posible que en años posteriores no lo hagan, ya que no existe obligación de hacerlo ni de aplicar el convenio señalado. Puso de relieve sobre el particular, que, de esta manera, los artistas populares quedan entregados al arbitrio de la autoridad. 

En relación con este tema la Honorable Senadora señora Von Baer consultó a la asesora respecto de los efectos y sanciones que se derivarían de la no dictación de esta ordenanza, a lo cual, la profesional respondió que no hay sanciones ya que la iniciativa de ley sólo insta a la dictación de tal ordenanza. 

El ex Ministro agregó a este respecto que instar a la autoridad  municipal en el ámbito de la cultura es una situación bastante usual, a modo de ejemplo señaló que se insta a las municipalidades a destinar el 2% de su presupuesto a estas actividades, las que van logrando una cierta distinción en la medida que se cumplan.

Tomando la palabra, el ex Senador señor Cantero destacó que la norma es imperativa y por ende, debe llevar aparejada ciertas consecuencias frente al incumplimiento, de modo que solicitó aplazar la votación de este proyecto a objeto de oír a los involucrados.

Si bien se manifestó a favor de  incentivar y regular el arte popular, enfatizó que ello debe combinarse con el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación acústica, por lo que estimó de suma importancia la definición de los espacios públicos a utilizar, diversificándolos de tal manera que permitan a los artistas obtener  también un beneficio económico.

El Honorable Senador señor Quintana también manifestó su voluntad en orden a legislar sobre este tema, pero consideró igualmente importante y necesario poder contar con las opiniones de los distintos afectados, al tiempo que destacó que el proyecto hará factible la regulación de la actividad y evitará discriminaciones. 

Continuando con la discusión en general de esta iniciativa, el ex Senador señor Cantero reiteró sus planteamientos en el sentido de que si bien resulta indispensable promover el desarrollo de la cultura y las artes en el ámbito urbano, hizo ver la necesidad de no olvidar el derecho de las personas a vivir en un ambiente libre de contaminación. Profundizando sus comentarios, relató que Antofagasta, ciudad representada por él en esta Cámara, debido al considerable aumento de artistas presentes en sus calles, se ha transformado en un lugar en donde los niveles de contaminación acústica han crecido enormemente. En consecuencia, hizo ver la necesidad de encontrar el equilibrio adecuado entre el fomento de la creación e interpretación artística en los bienes nacionales de uso público y el citado derecho.

Por su parte, el ex Subsecretario de Cultura, señor Carlos Lobos, recordó que el proyecto de ley es fruto de una fuerte demanda de los artistas urbanos. Así, recordó que el primer antecedente de esta iniciativa fue el convenio de colaboración cultural entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Asociación Chilena de Municipalidades, Carabineros de Chile y ciertas agrupaciones representativas de artistas en el cual se buscó potenciar acciones concretas en favor del desarrollo de estos últimos, posibilitando un mayor y mejor acceso a los espacios públicos donde pudieran desarrollar sus actividades. Añadió que el convenio anterior derivó en la presentación, el año 2012, de esta propuesta legal en la Cámara de Diputados, instancia que la aprobó de manera prácticamente unánime.

Deteniéndose en la aprehensión del Honorable Senador señor Cantero, hizo presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del proyecto en estudio, las ordenanzas especiales que deberán dictar las municipalidades a fin de regular el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas deberán incorporar, entre otras materias, limitaciones a las que deberán ajustarse. Agregó que, entre las referidas limitaciones, se dispone expresamente que no se podrá emitir sonidos con amplificación o que superen los niveles máximos permitidos. A la luz de lo anterior, aseguró que la propuesta en debate contempla los resguardos necesarios para evitar problemas como los descritos por el Honorable Senador citado.

Por último, solicitó poner en votación el proyecto dado el consenso existente entre el Ejecutivo, la Asociación Chilena de Municipalidades y las diversas organizaciones de artistas urbanos, y en virtud de la imperiosa necesidad que tienen los artistas de contar con un cuerpo legal que regule la creación e interpretación artística en los bienes nacionales de uso público a lo largo del país.

Dando cumplimiento a lo señalado por el Honorable Senador señor Quintana, la Comisión escuchó los planteamientos de las organizaciones directamente relacionadas con las regulaciones propuestas en la iniciativa en informe.

El Presidente de la Asociación de Municipalidades de la Región de Valparaíso, señor Jorge Castro, puso de relieve que el escenario cultural ha cambiado en los últimos años, toda vez que las expresiones artísticas son más variadas y ha cambiado sustancialmente la manera en que se realizan. Agregó que desde dicho aspecto, los artistas populares se han sentido siempre con el derecho de ocupar aquellos espacios que tienen el carácter de bienes nacionales de uso público, generando, en el ejercicio de dicho derecho, conflictos con los derechos y actividades de otros usuarios. Además, recalcó, se ha agravado el problema con la incorporación de tecnologías a dichas actividades, con la cantidad de personas que concurren y por los horarios en que se realizan. Un caso decidor, continuó, es el que ocurre en medios de transporte como el metro, donde algunos artistas irrumpen bulliciosamente mientras los pasajeros que prefieren un viaje tranquilo se sienten invadidos en su derecho al silencio.

En relación con la misma idea, sostuvo que particularmente complejo es el tema de las ciudades con topografía difícil o bien donde se concentran gran cantidad de personas, edificios públicos o marchas. A lo anterior, añadió, se suman las actuaciones en semáforos o zonas de detención de vehículos, en donde los artistas ponen a diario en riesgo su salud.

A la luz de lo anterior, apuntó que si bien la forma de solucionar el problema mediante la dictación de una ordenanza puede ayudar a nivel comunal, no existe forma alguna de compatibilizar intereses contradictorios. En el mismo sentido, consideró que el objetivo subyacente en la iniciativa es adecuado, aunque éste será insuficiente mientras no se busque por parte del Consejo de la Cultura y las Artes formas de ayudar a los artistas populares que apunten al fondo del problema. 

Finalmente, recalcó que si bien la dictación de la referida ordenanza por parte de las municipalidades es necesaria, no dará solución a este problema, pues no erradicará esta fuente de conflictos que seguirá agudizándose en la medida en que aumente la población y se multipliquen los intereses contrapuestos entre los artistas y los miembros de la comunidad.

Se deja constancia que el señor Castro acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la instancia, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Por su parte, la Presidenta de la Asociación Gremial de Artista Itinerantes, “Itinerarte”, señora Claudia Navarro, hizo presente, en primer término, que los artistas populares urbanos dedican sus fuerzas al arte del pueblo chileno y hacia éste, y se instalan en las calles porque en ellas encuentran sus destinatarios, personas que no pueden, en la mayoría de los casos, acceder a la cultura de manera constante ya sea por falta de tiempo o de dinero.

En sintonía con las palabras del señor Subsecretario, aseveró que el proyecto en debate cuenta con el beneplácito del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, de la Asociación Chilena de Municipalidades y de los artistas, quienes, aseguró, tuvieron participación en las indicaciones formuladas en la Cámara de Diputados, instancia en donde el proyecto cumplió su primer trámite constitucional.

Establecido lo anterior, remarcó que dicha propuesta legal, de ser aprobada, además de sentar un precedente a nivel mundial, permitirá a los artistas ser reconocidos como trabajadores, dar cumplimiento a sus obligaciones tributarias y previsionales, contribuir al ordenamiento de los espacios públicos, acercar el arte a todos, proteger y difundir las creaciones artísticas y contribuir al esparcimiento de la población.

Finalmente, informó que, desde el mes de agosto del año 2013, los artistas han trabajado en conjunto con la Municipalidad de Santiago en un plan piloto que les ha permitido realizar sus actividades en determinados bienes nacionales de uso público pre-establecidos, con horarios y rotación de artistas, lo que ha permitido demostrar que con una regulación adecuada es posible convivir de manera armoniosa con quienes desean hacer uso de ellos, y que quienes generan desorden son quienes no están organizados ni regulados.
Se deja constancia que la señora Navarro acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la instancia, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En seguida, el Presidente del Sindicato de Trabajadores Independientes de Artesanos y Venta de Artesanía Artemar, señor Manuel Guzmán, aseguró que la iniciativa legal en estudio constituye una propuesta de carácter social, toda vez que permitirá a los artistas ocupar bienes nacionales de uso público y obtener recursos gracias a su trabajo. Además, destacó, permitirá regularlos y dar orden a las actividades que realicen.

Por su parte, la señora Brigitte Aubel, en representación de los Artistas Proecología, refiriéndose a los planteamientos efectuados por el señor Alcalde de Valparaíso, indicó que si bien es posible que la aprobación de esta iniciativa de ley no resulte suficiente, mantener desregulado al sector acarreará aún mayores dificultades y frenará su desarrollo. A mayor abundamiento, aseguró que la carencia de regulación provoca que los Municipios no tengan claridad respecto al uso de los bienes públicos y que quede a discreción de cada Alcalde las políticas de desarrollo y promoción del sector. Así, subrayó, en algunas comunas se continuará tratando a los artistas urbanos como vendedores ambulantes.

En el mismo sentido, agregó, la ausencia de una normativa sobre el particular impide a los artistas ser reconocidos como trabajadores y, en consecuencia, favorecerse del uso de instrumentos de fomento como los que contempla la Corporación de Fomento de la Producción.

A su turno, el Asesor del Consejo de la Cultura y las Artes, señor Sergio Araneda, puso de relieve que las demandas de los diversos artistas urbanos han conducido a la presentación del proyecto en estudio y a la creación de un Registro Nacional de Artista Populares por parte del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 

Refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Cantero, remarcó que los conflictos producidos entre los derechos de los artistas urbanos de utilizar los bienes nacionales de uso público y el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación han surgido debido a la falta de regulación. Autorizaciones en horarios y días oportunos para artistas que harán uso de amplificadores, continuó, posibilitará poner término a ruidos molestos como los descritos por el parlamentario citado.

Por último, recalcó que la aprobación de esta propuesta de ley beneficiará a los artistas nacionales, a los Municipios y a la población en general.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su beneplácito con la iniciativa de ley en estudio, y aseguró que su aprobación permitirá revestir de dignidad a los artistas populares que desarrollan sus actividades en bienes nacionales de uso público.

Con todo, consideró importante establecer una política pública de apoyo a los artistas que comprenda no sólo esta regulación, sino también otras iniciativas. 

Asimismo, expresó su acuerdo con la existencia del Registro Nacional de Artistas Populares, pero hizo ver la necesidad de conocer el número exacto de artista urbanos presentes a lo largo del país, ya que los que están en dicho Registro sólo representa una pequeña muestra de la realidad nacional.

En relación con la ordenanza especial que deberán dictar los municipios del país para regular el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas y culturales, estimó indispensable, además, crear un catálogo de buenas y malas prácticas de los mismos. Aseguró que ello permitirá fomentar realmente las actividades artísticas y el desarrollo cultural en el país.

Por otra parte, sugirió que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes asumiera la función de asesorar y apoyar a los artistas urbanos. Así también, propuso que los municipios propendieran a la instauración de asociaciones de artistas urbanos, facilitando, por ejemplo, la creación de una personalidad jurídica municipal.

Adicionalmente, planteó la necesidad que Carabineros de Chile, además de cumplir sus funciones de seguridad, fuera, en el caso de los artistas, un ente amigable. Así, precisó, podrían crearse convenios con ellos que faciliten la labor de los mismos.

Finalmente, llamó a no olvidar que los artistas nacionales tendrán dos grandes limitaciones: su seguridad, la de conductores y transeúntes, y la no contaminación acústica.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro se mostró del mismo modo partidario de la idea de regular la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público, y recordó que el tema abordado ha sido objeto de su preocupación en los últimos años. En efecto, comentó que el año 2007 presentó a tramitación un proyecto de ley que proponía normar las actividades de artistas que ocupan veredas, calles y otros bienes nacionales de uso público. 

Coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la necesidad de conocer el número de artistas populares presentes a lo largo del país, así como también saber las actividades que realizan. Asimismo, coincidió con la idea de crear una política pública en el ámbito de la cultura que sobrepase esta iniciativa legal de manera de regular y apoyar su desarrollo.

Por último, puso de relieve el papel fundamental que tendrán las futuras ordenanzas municipales que deberán dictar los distintos municipios para regular el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas y culturales desarrolladas por los artistas culturales, toda vez que serán ellas las que darán vida al proyecto de ley. En ese sentido, lamentó las excusas presentadas por numerosos alcaldes invitados a la sesión a exponer sus planteamientos, y remarcó la necesidad de recabar el parecer de ellos de manera de asegurar que las referidas ordenanzas serán fieles al espíritu de la futura ley.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer destacó la importancia que reviste la iniciativa legal, pues será ella el instrumento encargado de evitar que se produzcan conflictos en torno a la utilización de bienes nacionales de uso público. Añadió que cada municipio, de acuerdo a su realidad, dictará una ordenanza que regulará para su territorio el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución artística. Aseguró que su presencia favorecerá a artistas, alcaldes y a la población en general.

Además, subrayó que su creación permitirá a los artistas populares acceder a diversas ayudas económicas, como las que contempla la Corporación de Fomento de la Producción.


- Seguidamente, el señor Presidente declaró cerrado el debate y puso en votación en general la iniciativa legal, la cual resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro y Walker, don Ignacio, y ex Senador señor Cantero.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DEL ARTE POPULAR Y SUS CULTORES


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto fomentar la creación o interpretación artística que se exhibe o ejecuta en bienes nacionales de uso público.

Artículo 2°.- Se entenderán comprendidas dentro de las creaciones o interpretaciones artísticas reguladas por esta ley, aquellos espectáculos culturales y artísticos, y toda expresión resultante de la combinación de destrezas físicas o artísticas, ya sea en forma unipersonal o grupal a través de shows, presentaciones, representaciones y cualquier otra actividad de esta índole que se desarrolle en bienes nacionales de uso público, tales como plazas, parques, veredas y otros, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 589 del Código Civil.

Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se considerarán como artistas populares, los músicos, bailarines, cirqueros, actores, instrumentalistas, coros, elencos teatrales, mimos, titiriteros, volantineros, estatuas vivientes, chinchineros, payasos, artesanos, artistas plásticos, organilleros, malabaristas, artistas de murgas y comparsas, y cualquier otra forma de expresión comprendida en el artículo 2°, y que constituya para ellos una importante fuente de ingresos.

Artículo 4°.- Las municipalidades, al administrar los bienes nacionales de uso público, en los que los artistas desarrollen su actividad, podrán considerar el Registro Nacional de Artistas Populares que lleva el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.
La administración del Registro y la obligación de velar por el cumplimiento de los requisitos para la incorporación al mismo corresponderá a dicho Consejo y deberá contener la nómina de todas las personas inscritas, la fecha de inscripción, y cualquiera modificación que se realice en las mismas.
Mediante resolución exenta se establecerán los plazos, requisitos y condiciones generales que deberán cumplir los artistas populares para ser inscritos en el Registro Nacional de Artistas Populares.
TÍTULO II

EXHIBICION O EJECUCIÓN DEL ARTE POPULAR EN BIENES NACIONALES DE USO PÚBLICO


Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza especial a fin de regular, de manera específica, el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas y culturales desarrolladas por los artistas populares. 

Artículo 6°.- Las ordenanzas que, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dicten las municipalidades, deberán incorporar y considerar, entre otras, las siguientes materias: 

a) La consagración de permisos para el ejercicio de las actividades señaladas en el artículo 2°, en bienes nacionales de uso público, indicando su carácter gratuito o bien, estableciendo el monto de los derechos correspondientes, los que en ningún caso podrán superar lo establecido en el inciso quinto del artículo 24 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.
. 

b) Singularizar el o los bienes municipales o nacionales de uso público, en los que la municipalidad otorgará permisos a los artistas populares para el ejercicio de las actividades señaladas en el artículo 2º, debiendo regular preferentemente aquellos lugares, espacios y horarios donde se congregue mayor confluencia de personas, desde la plaza principal y/o paseo peatonal hacia la periferia, indicando las ocasiones, horarios y lugares en que no se permitirá su ejercicio.

Al resolver las solicitudes de permisos, las municipalidades propenderán a garantizar la rotación en el uso de los espacios públicos.

c) Establecer las limitaciones, en virtud de la normativa legal vigente, a las que deben ajustarse las exhibiciones o ejecuciones artísticas en los bienes nacionales de uso público. Esas limitaciones sólo podrán estar basadas en el orden y seguridad de dichos bienes y en la libre y expedita circulación de personas y vehículos. Se deberá contemplar, asimismo, que no se podrán emitir sonidos con amplificación o que superen los niveles máximos establecidos.

Artículo 7°.- En caso que la ordenanza respectiva establezca un monto por los derechos municipales que correspondan, las municipalidades podrán eximir, total o parcialmente, del pago de derechos a aquellos artistas populares que hayan sido reconocidos por su contribución al desarrollo, promoción y difusión de la cultura y el arte nacional, en conformidad a las disposiciones vigentes.

Con todo, la declaración de determinadas actividades artísticas y culturales que efectúe el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes como de interés patrimonial, en conformidad con lo señalado en la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco, podrá servir como antecedente pero no será determinante para establecer la exención a que se refiere el inciso anterior, sin perjuicio del Registro de Artistas Urbanos que se lleve en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Artículo 8°.- Las municipalidades no podrán supeditar o limitar el otorgamiento de los permisos para el uso de los espacios públicos, en atención a cualquier forma injustificada de distinción, exclusión, restricción, preferencia o consideraciones artísticas de las creaciones e interpretaciones, cuya exhibición o ejecución pública se les solicite autorizar.
TÍTULO III

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 9°.- Las denuncias que se formulen por contravenciones a lo prescrito en esta ley, se entablarán ante el juzgado de policía local de la comuna donde se haya verificado la infracción que se denuncia, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.287 que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

Artículo 10.- Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO TRANSITORIO.- La ordenanza a que se refiere el artículo 5° de esta ley, deberá ser dictada dentro de los noventa días siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.”.

- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 22 de enero y 5 de marzo de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto, y del ex Senador señor Carlos Cantero Ojeda.
Sala de la Comisión, a 12 de marzo de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO), CHAHUÁN, ESPINA Y ROSSI, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES CON EL FIN DE ESTABLECER UN SISTEMA DE ELECCIÓN PROPORCIONAL DE PARLAMENTARIOS

(9277-07)
ANTECEDENTES

1. La iniciativa tiene el propósito de eliminar el sistema binominal vigente, modificando los territorios electorales y el número de parlamentarios que se eligen, con un incremento moderado de los mismos.

2. Este cambio al sistema hace posible compatibilizar de mejor forma la representación del electorado, agrupado de manera heterogénea a lo largo de un territorio; asegura una adecuada participación de las distintas sensibilidades políticas en el régimen político-institucional; y permite la correcta y expedita gobernabilidad, tanto del Poder Ejecutivo como del Legislativo.

3. Los principios básicos que orientan esta reforma son simples:

a) Dar mayores opciones a los ciudadanos en la elección de sus parlamentarios, de tal forma que la mayoría de ellos pueda elegir entre más alternativas de candidatos.

b) Generar una mayor igualdad de acceso y competencia entre los candidatos, de forma de motivar una mayor cercanía y una mejor representación de los ciudadanos.

c) Hacer más efectiva la igualdad del voto para todos los ciudadanos y,

d) Mejorar la proporcionalidad entre escaños y votos de las diferentes fuerza políticas.

4. Por estos motivos, entre otros, se ha propuesto -desde hace varios años- la posibilidad de contar con un nuevo sistema electoral, que reemplace el actual sistema binominal.

5. Hoy, después de diversas discusiones y propuestas, se logró dar un importante paso en esta materia lo que quedó ilustrado en la nueva Ley N° 20.725, en materia de integración de la Cámara de Diputados, que puso término al guarismo constitucional que establecía el número de diputados que conformaban dicha rama legislativa.

6. Asimismo, cabe resaltar la tramitación ante este Congreso Nacional del Proyecto de Reforma Constitucional que busca modificar aquellas normas de nuestra Carta Fundamental que se relacionan con cambios a la fórmula para convertir votos en escaños, en las dos ramas del Congreso.

7. Es así que, con la finalidad de darle aplicabilidad a dicha ley, como la imperiosa necesidad de tramitar una modificación a diversas leyes electorales que regulan la forma de elegir a nuestros diputados y senadores, que queremos -a través de esta Moción Parlamentaria-contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de nuestro régimen político y electoral, promoviendo la eliminación del actual sistema binominal.

8. En concreto, los cambios que se proponen son los siguientes:

a) La Cámara de Diputados pasará de estar conformada por 120 miembros, a tener una integración de 134.

b) Estos ya no serán electos en 60 distritos de magnitud electoral “dos”, sino que el sistema comprenderá 30 distritos, de magnitud electoral variable, de dos, cuatro y seis diputados (dependiendo de la cantidad de electores en cada distrito)

c) El Senado, a la vez, quedará conformado por 44 senadores, sumando seis a los actuales 38.

d) Esta rama del Congreso se dividirá en 16 circunscripciones senatoriales, constituyendo cada región una sola circunscripción, salvo la Región Metropolitana de Santiago, que será dividida en dos, debido a su gran población, para otorgar una mayor proporcionalidad al voto.

e) Las circunscripciones correspondientes a las regiones V de Valparaíso, VII del Maule, VIII del Biobío y IX de la Araucanía, además de las dos circunscripciones de la Región Metropolitana de Santiago, elegirán cuatro senadores cada una. El resto de las circunscripciones senatoriales deberá elegir dos senadores.

f) La fórmula elegida, en todo los casos previstos, es la de un sistema proporcional bajo la fórmula de la cifra repartidora, en su variante D’Hont.

9. De esta manera, se logra aumentar considerablemente la proporcionalidad del voto, especialmente en la Cámara de Diputados, como lo muestra el cuadro siguiente:

	Distrito
	Distritos Antiguos
	Electores
	Sig. Diputados
	Electores por Diputado
	Proporción Voto

	1
	1
	168.729
	2
	84.365
	1,6

	2
	2
	210.864
	2
	105.432
	1,3

	3
	3-4
	412.322
	4
	103.081
	1,3

	4
	5-6
	221.707
	4
	55.427
	2,4

	5
	7-8-9
	530.337
	6
	88.390
	1,5

	6
	10-11
	454.584
	4
	113.646
	1,2

	7
	12-14
	564.149
	6
	94.025
	1,4

	8
	13-15
	440.896
	4
	110.224
	1,2

	9
	16-18
	681.265
	6
	113.544
	1,2

	10
	17-19-22
	751.650
	6
	125.275
	1,1

	11
	20
	528.264
	4
	132.066
	1,0

	12
	21-23
	658.556
	6
	109.759
	1,2

	13
	24-25-26
	828.944
	6
	138.157
	1,0

	14
	27-28
	595.575
	6
	99.263
	1,4

	15
	29
	490.427
	4
	122.607
	1,1

	16
	30-31
	653.357
	6
	108.893
	1,2

	17
	32-33
	396.938
	4
	99.235
	1,4

	18
	34-35
	298.643
	4
	74.661
	1,8

	19
	36-37-38
	526.083
	6
	87.681
	1,5

	20
	39-40
	282.398
	4
	70.600
	1,9

	21
	41-42-45
	646.819
	6
	107.803
	1,3

	22
	43-44
	539.243
	4
	134.811
	1,0

	23
	46-47
	460.489
	4
	115.122
	1,2

	24
	48-49
	270.554
	4
	67.639
	2,0

	25
	50-51-52
	540.291
	6
	90.049
	1,5

	26
	53-54
	324.922
	4
	81.231
	1,7

	27
	55-56
	294.474
	4
	73.619
	1,8

	28
	57-58
	372.082
	4
	93.021
	1,5

	29
	59
	90.536
	2
	45.268
	1,8

	30
	60
	153.177
	2
	76.589
	1,8

	
	
	13.388.275
	134
	135.312
	3,0

	
	
	111.569
	
	
	


En virtud de lo anterior, quienes suscriben venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero.- Modificase la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en los siguientes términos:

1) Incorporase el siguiente artículo 40 bis:

“Artículo 4 bis.- Los partidos políticos que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos o con independientes, de acuerdo a las normas que sobre acumulación de votos de los candidatos se establecen en el artículo 109 E de la presente ley, pudiendo excepcionalmente excluir en forma expresa, al momento de formalizarlo, el o los distritos o circunscripciones senatoriales en que no regirá dicho subpacto. Los subpactos estarán siempre integrados por los mismos partidos.

Los candidatos independientes que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos, con un subpacto de partidos integrantes del mismo o con un partido del pacto que no sea miembro de un subpacto de partidos. Asimismo, podrán subpactar con un partido integrante de un subpacto en el o los distritos o circunscripciones senatoriales expresamente excluidas de dicho subpacto. Para los efectos señalados, como para la declaración de candidaturas, los candidatos independientes actuarán por sí o por medio de mandatario designado especialmente para ello por escritura pública.

A la formalización de un subpacto electoral le serán aplicables, en lo pertinente, las normas de los incisos cuarto y quinto del artículo 3° bis.”
2) Reemplázase el primer inciso del artículo 4°, por el siguiente:

“Las declaraciones de candidaturas a Senadores o Diputados que presenten los partidos políticos o los pactos electorales, podrán incluir hasta tantos candidatos como el número de cargos que le corresponda elegir en cada distrito electoral o circunscripción senatorial, incrementado en dos cargos.”
3) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Cuando se trate de elecciones de Senadores y Diputados a continuación de la palabra con que se encabece la cédula, se colocará la letra o número que haya correspondido a cada lista en el sorteo a que se refiere el artículo anterior, y frente a esa letra el nombre del partido político o del pacto de partidos que la patrocine o las palabras “Candidatura Independiente”, según corresponda. Sobre el nombre de la lista se colocará el símbolo del partido, pacto o candidatura independiente, impreso en tinta negra y en el tamaño que determine el Servicio Electoral. Para estos efectos, cada pacto electoral y cada candidatura independiente señalarán, en su declaración, la figura o símbolo que los distingan. Si el partido político no tuviere símbolo; o si el pacto o la candidatura independiente no lo señalaren; o si el símbolo propuesto se prestare a confusión con el de otra lista o nómina; o si los partidos integrantes de un pacto no hubieren señalado nombre a éste, el Director del Servicio Electoral le asignará la figura geométrica y el nombre que él determine, en su caso.

Las listas se colocarán en el orden alfabético que corresponda a las letras que les hayan sido asignadas, y luego se pondrán los nombres de los candidatos en el orden indicado en la declaración, asignándoles un número correlativo desde el uno hasta la cantidad total de candidatos declarados para la misma circunscripción senatorial o distrito, comenzando la numeración con los candidatos a Senadores y siguiendo con los candidatos a Diputados.

Al lado izquierdo del número de cada candidato, habrá una raya horizontal a fin de que el elector pueda marcar su preferencia completando una cruz con una raya vertical.

A continuación del nombre de cada candidato incluido en una lista correspondiente a un pacto electoral, deberá indicarse el nombre del partido político a que pertenezca o su condición de independiente. En el caso de subpactos, se les individualizará sólo con su nombre y a cada uno de los partidos políticos suscriptores con su nombre y símbolo, indicándose a continuación los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido. En el caso de los independientes que formen parte de un pacto se les individualizará al final del respectivo pacto, bajo la denominación “independientes”. Los independientes que, a su vez, formen parte de un subpacto, se les individualizará de la misma forma al final del respectivo subpacto. Los subpactos entre independientes y entre éstos y partidos se individualizarán como tales.”.

4) Reemplázase la numeración del artículo 109 por “Artículo 109 A”
5) Reemplázase el artículo 109 bis por el siguiente:

“Artículo 109 B.- En el caso de elecciones de Parlamentarios, el Tribunal para determinar los diputados y senadores elegidos, deberá seguir el procedimiento que se indica en los artículos siguientes.”
6) Incorpórase los siguientes artículos 109 C al 109 H.

“Artículo 109 C.- Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.

Para establecer los votos de lista, el Tribunal sumará las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista.

Artículo 109 D.-En seguida se determinará la cifra repartidora, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como Diputados o Senadores corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de Diputados o Senadores a elegir será considerado la cifra repartidora.

Para determinar cuántos parlamentarios le corresponde elegir a cada lista, se dividirá el total de votos de la lista por la cifra repartidora. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.

Artículo 109 E.- Para determinar los candidatos a Diputados o Senadores elegidos dentro de cada lista, se observarán las siguientes reglas:

1) Si a una lista corresponde elegir igual número de parlamentarios que el de candidatos presentados, se proclamará, elegidos a todos estos.

2) Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los parlamentarios que a la lista le corresponde elegir, se proclamarán elegidos los que hubieren
obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.

3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los parlamentarios que a la lista le corresponde elegir, se proclamarán elegidos todos los candidatos de la lista, debiendo reasignarse el o los cargos sobrantes, recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello, se repetirá el cálculo del inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cifra repartidora aquella que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar la cifra repartidora se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.

4) Si dentro de una misma lista un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo, en audiencia pública.

5) Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes, resultará elegido el candidato de la lista o el independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública.

Artículo 109 F.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.

Posteriormente, y para efectos de determinar los candidatos a Diputados o Senadores elegidos dentro de cada pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 109 D, considerando para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.

Determinado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 109 E, para determinar cuáles son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también, para este efecto, como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a quienes obtengan las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.

Artículo 109 G.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos precedentes, cada candidatura independiente que no forme parte de un pacto electoral, se considerará como si fuera una lista y tendrá el tratamiento propio de esta.

Asimismo, cuando un pacto electoral incluya la postulación de uno o más independientes, que no formen parte de un subpacto, se considerarán separadamente, como si fueran un partido político o subpacto integrante del pacto.

Artículo 109 H.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos precedentes, cada postulación o candidatura independiente, que no forme parte de un pacto, se considerará como si fuera una lista y tendrá tratamiento propio de ésta."

7) Reemplázase el Título XI, denominado “DE LOS DISTRITOS ELECTORALES Y CIRCUNSCRIPCIONES SENATORIALES PARA LAS ELECCIONES DE DIPUTADOS Y SENADORES", incluyendo la totalidad de sus artículos, por el siguiente:

“TÍTULO XI: DE LOS DISTRITOS ELECTORALES Y CIRCUNSCRIPCIONES SENATORIALES PARA LAS ELECCIONES DE DIPUTADOS Y SENADORES

Artículo 178.- La elección de los miembros de la Cámara de Diputados se hará por distritos electorales, cuyo territorio y número de diputados a elegir se detallan en el artículo siguiente.

Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes:

1er. distrito electoral, constituido por las comunas de Anca, Camarones, Putre y General Lagos. Este distrito elegirá dos Diputados;

2° distrito electoral, constituido por las comunas de Iquique, Alto Hospicio, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte. Este distrito elegirá dos Diputados;

3er. distrito electoral, constituido por las comunas de Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda, Taltal, Tocopilla, María Elena, Calama, 011agüe y San Pedro de Atacama. Este distrito electoral cuatro Diputados;

4° distrito electoral, constituido por las comunas de Copiapó, Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del Carmen. Este distrito electoral cuatro Diputados;

5° distrito electoral, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano, Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela. Este distrito electoral seis Diputados;

6° distrito electoral, constituido por las comunas de Quillota, La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llay Llay y Catemu. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

7° distrito electoral, constituido por las comunas de Viña del Mar, Concón, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué. Este distrito elegirá seis Diputados;

8° distrito electoral, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

9° distrito electoral, constituido por las comunas de Pudahuel, Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado. Este distrito elegirá seis Diputados;

10° distrito electoral, constituido por las comunas de Conchalí, Renca, Huechuraba, Recoleta, Independencia y Santiago. Este distrito elegirá seis Diputados;

11° distrito electoral, constituido por las comunas de Maipú, Estación Central y Cerrillos. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

12° distrito electoral, constituido por las comunas de Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Providencia y Ñuñoa. Este distrito elegirá seis Diputados;

13er. distrito electoral, constituido por las comunas de Santiago, Macul, San Joaquín, La Granja, La Florida, La Reina y Peñalolén. Este distrito elegirá seis Diputados;

14° distrito electoral, constituido por las comunas de San Miguel, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, El Bosque, La Cisterna y San Ramón. Este distrito elegirá seis Diputados;

15° distrito electoral, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

16° distrito electoral, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine, Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué, Padre Hurtado y San Pedro. Este distrito elegirá seis Diputados;

17° distrito electoral, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

18° distrito electoral, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

19° distrito electoral, constituido por las comunas de Talca, Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, San Rafael, Pelarco y Río Claro. Este distrito elegirá seis Diputados;

20° distrito electoral, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

21er. distrito electoral, constituido por las comunas de Chillán, Chillán Viejo, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero, Yumbel, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana. Este distrito elegirá seis Diputados;

22° distrito electoral, constituido por las comunas de Talcahuano, Hualpén, Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

23er. distrito electoral, constituido por las comunas de Los Ángeles, Lota, Lebu, Arauco, Curanílahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Tucapel, Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo, Alto Biobío y Laja. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

24° distrito electoral, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

25° distrito electoral, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cholchol, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén. Este distrito elegirá seis Diputados;

26° distrito electoral, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

27° distrito electoral, constituido por las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

28° distrito electoral, constituido por las comunas de Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena. Este distrito elegirá cuatro Diputados;

29° distrito electoral, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel. Este distrito elegirá dos Diputados, y

30° distrito electoral, constituido por las comunas de Punta Arenas, Natales, Torres del Paine, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Cabo de Hornos y Antártica. Este distrito elegirá dos Diputados.

Artículo 180.- La elección de los miembros del Senado se hará por circunscripciones senatoriales, cuyo territorio y número de senadores a elegir se detallan en el artículo siguiente.

Las elecciones de senadores se realizarán en dos grupos en forma alternada cada cuatro años. El primer grupo estará integrado por la 1a 2a 4a, 6a, 10a, 12a y l5a circunscripciones. El segundo grupo estará integrado por la 3a, 5a, 7a, 8a, 9a 11a, 13a, l4a y l6a circunscripciones.

Artículo 181.- Las circunscripciones senatoriales serán las siguientes:

1a circunscripción senatorial, constituida por la XV Región de Anca y Parinacota. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

2a. circunscripción senatorial, constituida por la 1 Región, de Tarapacá. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

3a. circunscripción senatorial, constituida por la II Región, de Antofagasta. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

4a. circunscripción senatorial, constituida por la III Región, de Atacama. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

5a. circunscripción senatorial, constituida por la IV Región, de Coquimbo. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

6a. circunscripción senatorial, constituida por la V Región, de Valparaíso. Esta circunscripción elegirá cuatro Senadores;

7a. circunscripción senatorial, constituida por los distritos electorales N° 9, 10, 11 y 16, de la Región Metropolitana de Santiago y que elegirá cuatro Senadores;

8a. circunscripción senatorial, constituida por los distritos electorales N° 12, 13, 14 y 15, de la Región Metropolitana de Santiago que elegirá cuatro Senadores;

9a. circunscripción senatorial, constituida por la VI Región, del Libertador General Bernardo O’Higgins. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

10a. circunscripción senatorial, constituida la VII Región, del Maule. Esta circunscripción elegirá cuatro Senadores;

11a. circunscripción senatorial, constituida por la VIII Región, del Biobío. Esta circunscripción elegirá cuatro Senadores;

12a. circunscripción senatorial, constituida por la IX Región, de La Araucanía. Esta circunscripción elegirá cuatro Senadores;

13a. circunscripción senatorial, constituida por la XIV Región, de Los Ríos. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

14a. circunscripción senatorial, constituida por la X Región, de Los Lagos. Esta circunscripción elegirá dos Senadores;

15a. circunscripción senatorial, constituida por la XI Región, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo. Esta circunscripción elegirá dos Senadores, y

16a. circunscripción senatorial, constituida por la XII Región, de Magallanes y de la Antártica Chilena. Esta circunscripción elegirá dos Senadores."

8) Agrégase las siguientes disposiciones transitorias:

“Artículo 23 transitorio.- Las modificaciones a los distritos electorales y a las circunscripciones senatoriales establecidas en esta ley entrarán en vigencia con ocasión de las elecciones parlamentarias que se deban realizar el año 2017.

Sin perjuicio de lo anterior, una vez publicada esta modificación a la ley N° 18.700, se entenderá que los Senadores elegidos en circunscripciones existentes al interior de las regiones y de Valparaíso, VII del Maule, VIII del Biobío y IX de La Araucanía, tendrán representación en toda la región por la que fueron elegidos, la que a partir de entonces corresponderá a una sola circunscripción.

Artículo 24 transitorio.- En las elecciones parlamentarias correspondientes al año 2017, además de elegir a los Senadores de las regiones impares, de conformidad con lo señalado en la Constitución, se deberá elegir a dos senadores en la 7a. circunscripción senatorial, y a dos en la 8a. circunscripción senatorial, ambas de la Región Metropolitana de Santiago.

Estos Senadores se elegirán en conformidad a las reglas que señala esta ley, tal como si se tratase de una circunscripción senatorial que debe elegir sólo dos senadores, y asumirán sus funciones por un período extraordinario de cuatro años. Posteriormente, en las elecciones parlamentarias del año 2021, ambas circunscripciones senatoriales de la Región Metropolitana de Santiago se renovarán en su totalidad, y elegirán cada una cuatro senadores, los que durarán ocho años en su cargo.”
Artículo Segundo.- Modifícase el artículo 7° de la Ley N° 20.640, que Establece el sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes, en los siguientes términos:

i) Eliminase, en la letra a), la voz “dos”.

ii) Agrégase, en la letra b), la frase “o candidatos” a. continuación de “su propio candidato”.

iii) Elimínase, en la letra c), la voz “dos”.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador
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